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Índice Colombia se ha consolidado como uno de los países latinoamericanos más 
vanguardistas en gestión, protección y salvaguardia del patrimonio cultural. 
La expedición de la Ley 1185 de 2008 y de sus resoluciones y decretos regla-
mentarios es una muestra de estos avances y uno de los logros más importantes 
del sector cultural en Colombia en los últimos años. Con la publicación de este 
corpus normativo la Dirección de Patrimonio se ha propuesto mantener actua-
lizado el conocimiento de la legislación sobre el patrimonio cultural y atender a 
la evolución de un concepto que busca abarcar de modo cabal nuestra memoria 
e identidad, y que por lo tanto es clave para nuestro futuro.
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presentación
Colombia le apuesta hoy a un enfoque integral para la gestión de su patrimonio 
cultural. Las políticas públicas para la gestión, protección y salvaguardia del patri-
monio cultural material e inmaterial colombiano reconocen a las comunidades el 
papel fundamental de identificar y valorar sus manifestaciones culturales mate-
riales e inmateriales. En este sentido, se concede que son las comunidades las 
que, como usuarias, lo crean, lo transforman, lo heredan y le otorgan valor.

El Ministerio de Cultura concibe el patrimonio cultural de manera inclu-
yente, diversa y participativa, como una suma de bienes y manifestaciones 
que abarca un vasto campo de la vida social y está constituida por un complejo 
conjunto de activos sociales de carácter cultural (material e inmaterial), que le 
dan a un grupo humano sentido, identidad y pertenencia. Adicionalmente, lo 
entiende como factor de bienestar y desarrollo1 y está consciente de que todos 
los colombianos tienen el compromiso y la responsabilidad de velar por su 
gestión, protección y salvaguardia.

Éstas son razones fundamentales para construir con las comunidades 
herramientas que permitan conocer, valorar y proteger los bienes y manifesta-
ciones patrimoniales que ellas mismas construyen, de modo que puedan usar, 
disfrutar y conservar ese legado que les pertenece. En este sentido, la Direc-
ción de Patrimonio impulsará la circulación de información sobre patrimonio 
cultural mediante productos editoriales que pondrá al alcance de todos. De esta 
manera impulsará dinámicas para acercarse a los activos simbólicos de las iden-
tidades culturales y para promover la creatividad en las comunidades humanas, 
al tiempo que garantiza la gestión, protección y salvaguardia del patrimonio 
cultural que de ellas emana.

Las publicaciones de la Dirección de Patrimonio se enmarcan en el Programa 
bitácora del Patrimonio Cultural, que pretende construir e implementar herra-
mientas pedagógicas, dirigidas de manera diferenciada al sector relacionado 
con el patrimonio y a la comunidad en general, y que fomenta el ejercicio del 
derecho a la memoria, el sentido de pertenencia, la convivencia, el respeto por el 
patrimonio cultural y por la diferencia. Estos aspectos son indispensables para 
la implementación de una política responsable a favor del patrimonio cultural.

JUAN LUIS ISAZA LONDOÑO
Director de Patrimonio

1 Esta concepción está en concordancia con la Constitución Política colombiana de 1991, la Ley de Cultura, 
las Convenciones y Cartas internacionales adoptadas por el país, con el Plan Nacional de Cultura 2001-2010, 
“Hacia una ciudadanía democrática cultural”, con la guía de navegación del sector cultural colombiano, y en 
particular con el campo de política creación y memoria.
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Ley 1185 de 2008
(12 de marzo)
POR LA CUAL SE MODIFICA Y ADICIONA LA LEY 397 DE 1997 
–LEY GENERAL DE CULTURA– Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.

El Congreso de Colombia

decreta:

artÍcuLo 1°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 397 de 1997, el cual 
quedará así:
“Artículo 4°. Integración del patrimonio cultural de la Nación. El patrimonio 
cultural de la Nación está constituido por todos los bienes materiales, las mani-
festaciones inmateriales, los productos y las representaciones de la cultura que 
son expresión de la nacionalidad colombiana, tales como la lengua castellana, 
las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la tradi-
ción, el conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, 
así como los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble a los que se les 
atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, estético o 
simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, 
lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, documental, 
literario, bibliográfico, museológico o antropológico.

A)  Objetivos de la política estatal en relación con el patrimonio cultural de la 
Nación. La política estatal en lo referente al patrimonio cultural de la 
Nación tendrá como objetivos principales la salvaguardia, protección, 
recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del mismo, con 
el propósito de que sirva de testimonio de la identidad cultural nacional, 
tanto en el presente como en el futuro.

Para el logro de los objetivos de que trata el inciso anterior, los planes de 
desarrollo de las entidades territoriales y los planes de las comunidades, grupos 
sociales y poblacionales incorporados a éstos, deberán estar armonizados en 
materia cultural con el Plan Decenal de Cultura y con el Plan Nacional de Desa-
rrollo y asignarán los recursos para la salvaguardia, conservación, recuperación, 
protección, sostenibilidad y divulgación del patrimonio cultural;

Sin título, Johana Marcela Toro Mora, San Martín, Meta. (Cuadrillas de San Martín). Premio 
Nacional de Fotografía del Patrimonio Cultural, 2009.
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Parágrafo. Se reconoce el derecho de las iglesias y confesiones religiosas de 
ser propietarias del patrimonio cultural que hayan creado, adquirido con sus 
recursos o que estén bajo su legítima posesión. Igualmente, se protegen la natu-
raleza y finalidad religiosa de dichos bienes, las cuales no podrán ser obstaculi-
zadas ni impedidas por su valor cultural.

Al tenor del artículo 15 de la Ley 133 de 1994, el Estado a través del Minis-
terio de Cultura, celebrará con las correspondientes iglesias y confesiones 
religiosas, convenios para la protección de este patrimonio y para la efectiva 
aplicación del Régimen Especial de Protección cuando hubieran sido decla-
rados como de interés cultural, incluyendo las restricciones a su enajenación 
y exportación y las medidas para su inventario, conservación, restauración, 
estudio y exposición”.

artÍcuLo 2°. El artículo 5° de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 5°. Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación. El Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación está constituido por el conjunto 
de instancias públicas del nivel nacional y territorial que ejercen competencias 
sobre el patrimonio cultural de la Nación, por los bienes y manifestaciones del 
patrimonio cultural de la Nación, por los bienes de interés cultural y sus propie-
tarios, usufructuarios a cualquier título y tenedores, por las manifestaciones 
incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, por 
el conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional, planificación, 
información, y por las competencias y obligaciones públicas y de los particu-
lares, articulados entre sí, que posibilitan la protección, salvaguardia, recupe-
ración, conservación, sostenibilidad y divulgación del patrimonio cultural de 
la Nación.

Son entidades públicas del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de 
la Nación, el Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia, el Archivo General de la Nación, el Instituto Caro y Cuervo, el Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural, los Consejos Departamentales y Distritales de 
Patrimonio Cultural y, en general, las entidades estatales que a nivel nacional y 
territorial desarrollen, financien, fomenten o ejecuten actividades referentes 
al patrimonio cultural de la Nación.

El Sistema Nacional de Patrimonio Cultural estará coordinado por el 
Ministerio de Cultura, para lo cual fijará las políticas generales y dictará normas 
técnicas y administrativas, a las que deberán sujetarse las entidades y personas 
que integran dicho sistema”.

b)  Aplicación de la presente ley. Esta ley define un régimen especial de salva-
guardia, protección, sostenibilidad, divulgación y estímulo para los bienes 
del patrimonio cultural de la Nación que sean declarados como bienes de 
interés cultural en el caso de bienes materiales y para las manifestaciones 
incluidas en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, 
conforme a los criterios de valoración y los requisitos que reglamente para 
todo el territorio nacional el Ministerio de Cultura.

La declaratoria de un bien material como de interés cultural, o la 
inclusión de una manifestación en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial es el acto administrativo mediante el cual, previo 
cumplimiento del procedimiento previsto en esta ley, la autoridad nacional 
o las autoridades territoriales, indígenas o de los consejos comunitarios de 
las comunidades afrodescendientes, según sus competencias, determinan 
que un bien o manifestación del patrimonio cultural de la Nación queda 
cobijado por el Régimen Especial de Protección o de Salvaguardia previsto 
en la presente ley.

La declaratoria de interés cultural podrá recaer sobre un bien material 
en particular, o sobre una determinada colección o conjunto, caso en el 
cual la declaratoria contendrá las medidas pertinentes para conservarlos 
como una unidad indivisible.

Se consideran como bienes de interés cultural de los ámbitos nacional, 
departamental, distrital, municipal, o de los territorios indígenas o de las 
comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993 y, en consecuencia, 
quedan sujetos al respectivo régimen de tales, los bienes materiales decla-
rados como monumentos, áreas de conservación histórica, arqueológica 
o arquitectónica, conjuntos históricos, u otras denominaciones que, con 
anterioridad a la promulgación de esta ley, hayan sido objeto de tal decla-
ratoria por las autoridades competentes, o hayan sido incorporados a los 
planes de ordenamiento territorial.

Así mismo, se consideran como bienes de interés cultural del ámbito 
nacional los bienes del patrimonio arqueológico;

C)  Propiedad del patrimonio cultural de la Nación. Los bienes del patrimonio 
cultural de la Nación, así como los bienes de interés cultural pueden perte-
necer, según el caso, a la Nación, a entidades públicas de cualquier orden o 
a personas naturales o jurídicas de derecho privado.

Los bienes que conforman el patrimonio arqueológico pertenecen a la 
Nación y se rigen por las normas especiales sobre la materia.
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artÍcuLo 3°. El artículo 6° de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 6°. Patrimonio arqueológico. El patrimonio arqueológico comprende 
aquellos vestigios producto de la actividad humana y aquellos restos orgánicos 
e inorgánicos que, mediante los métodos y técnicas propios de la arqueología 
y otras ciencias afines, permiten reconstruir y dar a conocer los orígenes y las 
trayectorias socioculturales pasadas y garantizan su conservación y restaura-
ción. Para la preservación de los bienes integrantes del patrimonio paleonto-
lógico se aplicarán los mismos instrumentos establecidos para el patrimonio 
arqueológico.

De conformidad con los artículos 63 y 72 de la Constitución Política, los 
bienes del patrimonio arqueológico pertenecen a la Nación y son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables.

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia, ICANH, podrá auto-
rizar a las personas naturales o jurídicas para ejercer la tenencia de los bienes 
del patrimonio arqueológico, siempre que éstas cumplan con las obligaciones 
de registro, manejo y seguridad de dichos bienes que determine el Instituto.

Los particulares tenedores de bienes arqueológicos deben registrarlos. La 
falta de registro en un término máximo de 5 años a partir de la vigencia de esta 
ley constituye causal de decomiso de conformidad con el Decreto 833 de 2002, 
sin perjuicio de las demás causales allí establecidas.

El ICANH es la institución competente en el territorio nacional respecto 
del manejo del patrimonio arqueológico. Éste podrá declarar áreas prote-
gidas en las que existan bienes de los descritos en el inciso 1° de este artículo 
y aprobará el respectivo Plan de Manejo Arqueológico, declaratoria que no 
afecta la propiedad del suelo.

Parágrafo 1°. Quien de manera fortuita encuentre bienes integrantes del patri-
monio arqueológico, deberá dar aviso inmediato al Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia o la autoridad civil o policiva más cercana, las cuales 
tienen como obligación informar del hecho a dicha entidad, dentro de las vein-
ticuatro (24) horas siguientes al encuentro.

Los encuentros de bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico que 
se realicen en el curso de excavaciones o exploraciones arqueológicas autori-
zadas, se informarán al Instituto Colombiano de Antropología e Historia, en la 
forma prevista en la correspondiente autorización.

Recibida la información, el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia, definirá las medidas aplicables para una adecuada protección de los 
bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico y coordinará lo pertinente 
con las autoridades locales. Si fuere necesario suspender en forma inmediata 

las actividades que dieron lugar al encuentro de esos bienes, podrá acudirse a la 
fuerza pública, la cual prestará su concurso inmediato.
Parágrafo 2°. El patrimonio arqueológico se rige con exclusividad por lo previsto 
en este artículo, por el Decreto 833 de 2002, y por las disposiciones de esta ley 
que expresamente lo incluyan”.

artÍcuLo 4°. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 397 de 1997, el cual quedará 
así:
“Artículo 7°. Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. A partir de la vigencia de 
la presente ley, el Consejo de Monumentos Nacionales se denominará Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural, y será el órgano encargado de asesorar al 
Gobierno Nacional en cuanto a la salvaguardia, protección y manejo del patri-
monio cultural de la Nación.

A)  Integración del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. El Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural estará integrado de la siguiente forma:

 1.  El Ministro de Cultura o su delegado, quien lo presidirá.
 2.  El Ministro de Comercio, Industria y Turismo o su delegado.
 3.  El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o su  

 delegado.
 4.  El Decano de la Facultad de Artes de la Universidad Nacional de  

 Colombia o su delegado.
 5.  El Presidente de la Academia Colombiana de Historia o su delegado.
 6.  El Presidente de la Academia Colombiana de la Lengua o su delegado.
 7.  El Presidente de la Sociedad Colombiana de Arquitectos o su  

 delegado.
 8.  Un representante de las universidades que tengan departamentos  

 encargados del estudio del patrimonio cultural.
 9.  Tres (3) expertos distinguidos en el ámbito de la salvaguardia o  

 conservación del patrimonio cultural designados por el Ministro de  
 Cultura.

 10.  El Director del Instituto Colombiano de Antropología e Historia o su  
 delegado.

 11.  El Director del Instituto Caro y Cuervo o su delegado.
 12.  El Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura, quien partici- 

 pará en las sesiones con voz pero sin voto y ejercerá la Secretaría  
 Técnica del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.
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El Gobierno Nacional establecerá las funciones del Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural y reglamentará lo pertinente al régimen de sesiones, 
período, quórum y honorarios de los miembros de dichos Consejos, así 
como lo relacionado con las Secretarías Técnicas de los mismos y sus 
funciones. Del mismo modo podrá, mediante decreto, ampliar la repre-
sentación de otras entidades estatales o sectores privados, a efectos de 
contar con expertos en el manejo integral del patrimonio cultural de 
carácter material e inmaterial;

b)  Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural. Créanse los Consejos 
Departamentales de Patrimonio Cultural en cada uno de los departa-
mentos, los cuales cumplirán respecto del patrimonio cultural del ámbito 
territorial y de los bienes de interés cultural del ámbito departamental, 
municipal, de los territorios indígenas y de las comunidades negras de que 
trata la Ley 70 de 1993, funciones análogas al Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural;

C)  Consejos Distritales de Patrimonio Cultural. Créanse los Consejos Distritales 
de Patrimonio Cultural en cada uno de los Distritos, los cuales cumplirán 
respecto del patrimonio cultural y bienes de interés cultural del ámbito 
distrital, funciones análogas al Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

Parágrafo 1°. La composición de los Consejos Departamentales y Distritales de 
Patrimonio Cultural será definida por las autoridades departamentales y distri-
tales, según el caso. Para el efecto se considerarán las características del patri-
monio cultural en el respectivo departamento o distrito y se dará participación 
a expertos en el campo del patrimonio mueble e inmueble, en el del patrimonio 
cultural inmaterial, y a las entidades públicas e instituciones académicas espe-
cializadas en estos campos. En todo caso, cuando en una determinada juris-
dicción territorial haya comunidades indígenas o negras asentadas, se dará 
participación al menos a un representante de las mismas.
Parágrafo 2°. A las sesiones de los Consejos de que trata este artículo podrán ser 
invitados con voz pero sin voto, los funcionarios públicos y las demás personas 
que aquéllos estimen conveniente.
Parágrafo transitorio. Los departamentos y/o distritos dispondrán de seis meses 
para dar cumplimiento a las disposiciones previstas en este artículo, contados a 
partir de la promulgación de la ley”.

artÍcuLo 5°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, el cual que-
dará así:

“Artículo 8°. Procedimiento para la declaratoria de bienes de interés cultural. 

A)  Al Ministerio de Cultura, previo concepto favorable del Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural, le corresponde la declaratoria y el manejo de los 
bienes de interés cultural del ámbito nacional.

Son bienes de interés cultural del ámbito nacional los declarados 
como tales por la ley, el Ministerio de Cultura o el Archivo General de la 
Nación, en lo de su competencia, en razón del interés especial que el bien 
revista para la comunidad en todo el territorio nacional;

b)  A las entidades territoriales, con base en los principios de descentraliza-
ción, autonomía y participación, les corresponde la declaratoria y el manejo 
de los bienes de interés cultural del ámbito departamental, distrital, 
municipal, de los territorios indígenas y de las comunidades negras de que 
trata la Ley 70 de 1993, a través de las gobernaciones, alcaldías o autori-
dades respectivas, previo concepto favorable del correspondiente Consejo 
Departamental de Patrimonio Cultural, o del Consejo Distrital de Patri-
monio Cultural en el caso de los distritos.

Son bienes de interés cultural del ámbito de la respectiva jurisdicción 
territorial los declarados como tales por las autoridades departamentales, 
distritales, municipales, de los territorios indígenas y de los de las comu-
nidades negras de que trata la Ley 70 de 1993, en el ámbito de sus compe-
tencias, en razón del interés especial que el bien revista para la comunidad 
en una división territorial determinada.

Los bienes de interés cultural del ámbito departamental, distrital, 
municipal, de los territorios indígenas y de las comunidades negras de 
que trata la Ley 70 de 1993, pueden ser declarados como bienes de interés 
cultural del ámbito nacional por el Ministerio de Cultura en la forma 
prevista en el literal a) de este artículo, en coordinación con el respec-
tivo Consejo Departamental o Distrital de Patrimonio Cultural, sobre los 
valores del bien de que se trate.

Para la declaratoria y el manejo de los bienes de interés cultural se 
aplicará el principio de coordinación entre los niveles nacional, departa-
mental, distrital y municipal, de los territorios indígenas y de los de las 
comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993.

procedimiento
La declaratoria de los bienes de interés cultural atenderá el siguiente procedi-
miento, tanto en el orden nacional como territorial:
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1.  El bien de que se trate se incluirá en una Lista Indicativa de Candidatos 
a bienes de Interés Cultural por la autoridad competente de efectuar la 
declaratoria.

2.  Con base en la lista de que trata el numeral anterior, la autoridad compe-
tente para la declaratoria definirá si el bien requiere un Plan Especial de 
Manejo y Protección.

3.  Una vez cumplido el procedimiento descrito en los dos numerales ante-
riores, el Consejo Nacional de Patrimonio Cultural respecto de los bienes 
del ámbito nacional, o el respectivo Consejo Departamental o Distrital de 
Patrimonio Cultural, según el caso, emitirá su concepto sobre la declara-
toria y el Plan Especial de Manejo y Protección si el bien lo requiriere.

4.  Si el concepto del respectivo Consejo de Patrimonio Cultural fuere favo-
rable, la autoridad efectuará la declaratoria y en el mismo acto aprobará el 
Plan Especial de Manejo y Protección si éste se requiriere.

Parágrafo 1°. En caso de que la declaratoria de que trata este artículo surgiere 
de iniciativa privada o particular se seguirá el mismo procedimiento, en cuyo 
caso el particular solicitante presentará el respectivo Plan Especial de Manejo 
y Protección si éste se requiriese, y éste será sometido a revisión del respectivo 
Consejo de Patrimonio Cultural.
Parágrafo 2°. Revocatoria. La revocatoria del acto de declaratoria de bienes de 
interés cultural corresponderá a la autoridad que lo hubiera expedido, previo 
concepto favorable del respectivo Consejo de Patrimonio Cultural, en el caso 
en que dichos bienes hayan perdido los valores que dieron lugar a la declara-
toria. Tratándose de la revocatoria de declaratorias de monumentos nacionales 
o bienes de interés cultural efectuadas por el Ministerio de Educación, la revo-
catoria corresponderá al Ministerio de Cultura”.

artÍcuLo 6°. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 397 de 1997, el cual quedará 
así:
“Artículo 10. Inembargabilidad, imprescriptibilidad e inalienabilidad. Los bienes 
de interés cultural de propiedad de entidades públicas, son inembargables, 
imprescriptibles e inalienables.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Cultura autorizará, en casos excepcionales, la 
enajenación o el préstamo de bienes de interés cultural del ámbito nacional 
entre entidades públicas. Las alcaldías, gobernaciones y autoridades de los 
territorios indígenas y de las comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993, 

serán las encargadas de dar aplicación a lo previsto en este parágrafo respecto 
de los bienes de interés cultural declarados por ellas.

Las autoridades señaladas en este parágrafo podrán autorizar a las enti-
dades públicas propietarias de bienes de interés cultural para darlos en como-
dato a entidades privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad, hasta 
por el término de cinco (5) años prorrogables con sujeción a lo previsto en el 
artículo 355 de la Constitución Política, celebrar convenios interadministra-
tivos y de asociación en la forma prevista en los artículos 95 y 96 de la Ley 489 
de 1998 o en las normas que los modifiquen o sustituyan, y en general, celebrar 
cualquier tipo de contrato, incluido el de concesión, que implique la entrega de 
dichos bienes a particulares, siempre que cualquiera de las modalidades que se 
utilice se dirija a proveer y garantizar lo necesario para la protección, recupera-
ción, conservación, sostenibilidad y divulgación de los mismos, sin afectar su 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad”.

artÍcuLo 7°. El artículo 11 de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 11. Régimen Especial de Protección de los bienes de interés cultural. Los 
bienes materiales de interés cultural de propiedad pública y privada estarán 
sometidos al siguiente Régimen Especial de Protección:

1.  Plan Especial de Manejo y Protección. La declaratoria de un bien como de 
interés cultural incorporará el Plan Especial de Manejo y Protección 
—PEMP—, cuando se requiera de conformidad con lo definido en esta ley. 
El PEMP es el instrumento de gestión del patrimonio cultural por medio 
del cual se establecen las acciones necesarias para garantizar su protección 
y sostenibilidad en el tiempo.

Para bienes inmuebles se establecerá el área afectada, la zona de 
influencia, el nivel permitido de intervención, las condiciones de manejo 
y el plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a la conser-
vación de estos bienes.

Para bienes muebles se indicará el bien o conjunto de bienes, las 
características del espacio donde están ubicados, el nivel permitido de 
intervención, las condiciones de manejo y el plan de divulgación que 
asegurará el respaldo comunitario a la conservación de estos bienes.

El Ministerio de Cultura reglamentará para todo el territorio nacional 
el contenido y requisitos de los Planes Especiales de Manejo y Protección 
y señalará, en dicha reglamentación, qué bienes de interés cultural de la 
Nación, de los declarados previamente a la expedición de la presente ley, 
requieren de adopción del mencionado Plan y el plazo para hacerlo.
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1.1. Cuando un bien de interés cultural del ámbito departamental, distrital, 
municipal, de los territorios indígenas y de los de las comunidades 
negras de que trata la Ley 70 de 1993 sea declarado bien de interés 
cultural del ámbito nacional por el Ministerio de Cultura, el Plan 
Especial de Manejo y Protección, si se requiriere, deberá ser apro-
bado por dicho Ministerio, quien podrá atender posibles sugerencias 
hechas por las autoridades competentes para efectuar declaratorias en 
el ámbito territorial.

1.2.  Incorporación al Registro de Instrumentos Públicos. La autoridad 
que efectúe la declaratoria de un bien inmueble de interés cultural 
informará a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos a efectos de que ésta incorpore la anotación en el folio de 
matrícula inmobiliaria correspondiente. Igualmente, se incorporará 
la anotación sobre la existencia del Plan Especial de Manejo y Protec-
ción aplicable al inmueble, si dicho plan fuese requerido.

Del mismo modo se informará en el caso de que se produzca la 
revocatoria de la declaratoria en los términos de esta ley. Este tipo de 
inscripciones no tendrá costo alguno.

1.3.  Incorporación de los Planes Especiales de Manejo y Protección a los Planes 
de Ordenamiento Territorial. Los Planes Especiales de Manejo y Protec-
ción relativos a bienes inmuebles deberán ser incorporados por las 
autoridades territoriales en sus respectivos Planes de Ordenamiento 
Territorial. El PEMP puede limitar los aspectos relativos al uso y edifi-
cabilidad del bien inmueble declarado de interés cultural y su área de 
influencia aunque el Plan de Ordenamiento Territorial ya hubiera 
sido aprobado por la respectiva autoridad territorial.

1.4.  Plan de Manejo Arqueológico. Cuando se efectúen las declaratorias de 
áreas protegidas de que trata el artículo 6° de este título, se aprobará 
por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia un Plan Espe-
cial de Protección que se denominará Plan de Manejo Arqueológico, 
el cual indicará las características del sitio y su área de influencia, e 
incorporará los lineamientos de protección, gestión, divulgación y 
sostenibilidad del mismo.

En los proyectos de construcción de redes de transporte de 
hidrocarburos, minería, embalses, infraestructura vial, así como en 
los demás proyectos y obras que requieran licencia ambiental, regis-
tros o autorizaciones equivalentes ante la autoridad ambiental, como 
requisito previo a su otorgamiento deberá elaborarse un programa de 
arqueología preventiva y deberá presentarse al Instituto Colombiano 

de Antropología e Historia un Plan de Manejo Arqueológico sin cuya 
aprobación no podrá adelantarse la obra.

1.5.  Prevalencia de las normas sobre conservación, preservación y uso de 
las áreas e inmuebles consideradas patrimonio cultural de la Nación. 
De conformidad con lo preceptuado en los numerales 2° del artículo 
10 y 4° del artículo 28 de la Ley 388 de 1997 o las normas que los susti-
tuyan, las disposiciones sobre conservación, preservación y uso de las 
áreas e inmuebles de interés cultural constituyen normas de superior 
jerarquía al momento de elaborar, adoptar, modificar o ajustar los 
Planes de Ordenamiento Territorial de municipios y distritos.

2.  Intervención. Por intervención se entiende todo acto que cause cambios 
al bien de interés cultural o que afecte el estado del mismo. Comprende, 
a título enunciativo, actos de conservación, restauración, recuperación, 
remoción, demolición, desmembramiento, desplazamiento o subdivi-
sión, y deberá realizarse de conformidad con el Plan Especial de Manejo y 
Protección si éste fuese requerido.

La intervención de un bien de interés cultural del ámbito nacional 
deberá contar con la autorización del Ministerio de Cultura o el Archivo 
General de la Nación, según el caso. Para el patrimonio arqueológico, esta 
autorización compete al Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
de conformidad con el Plan de Manejo Arqueológico.

Asimismo, la intervención de un bien de interés cultural del ámbito 
territorial deberá contar con la autorización de la entidad territorial que 
haya efectuado dicha declaratoria.

La intervención sólo podrá realizarse bajo la supervisión de profesio-
nales en la materia debidamente registrados o acreditados ante la respec-
tiva autoridad.

La autorización de intervención que debe expedir la autoridad compe-
tente no podrá sustituirse, en el caso de bienes inmuebles, por ninguna 
otra clase de autorización o licencia que corresponda expedir a otras auto-
ridades públicas en materia urbanística.

Quien pretenda realizar una obra en inmuebles ubicados en el área 
de influencia o que sean colindantes con un bien inmueble declarado 
de interés cultural, deberá comunicarlo previamente a la autoridad que 
hubiera efectuado la respectiva declaratoria. De acuerdo con la naturaleza 
de las obras y el impacto que pueda tener en el bien inmueble de interés 
cultural, la autoridad correspondiente aprobará su realización o, si es el 
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caso, podrá solicitar que las mismas se ajusten al Plan Especial de Manejo y 
Protección que hubiera sido aprobado para dicho inmueble.

El otorgamiento de cualquier clase de licencia por autoridad ambiental, 
territorial, por las curadurías o por cualquiera otra entidad que implique 
la realización de acciones materiales sobre inmuebles declarados como de 
interés cultural, deberá garantizar el cumplimiento del Plan Especial de 
Manejo y Protección si éste hubiere sido aprobado.

3.  Exportación. Queda prohibida la exportación de los bienes muebles de 
interés cultural. Sin embargo, el Ministerio de Cultura, en relación con 
los bienes muebles de interés cultural del ámbito nacional, el Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia respecto de los bienes arqueoló-
gicos y el Archivo General de la Nación respecto de los bienes documen-
tales y archivísticos, podrán autorizar su exportación temporal, por un 
plazo que no exceda de tres (3) años, con el único fin de ser exhibidos al 
público o estudiados científicamente.

Tratándose de bienes de interés cultural del ámbito territorial, con 
exclusión de bienes arqueológicos, esta autorización estará a cargo de las 
alcaldías y las gobernaciones, según corresponda.

La autorización podrá otorgarse hasta por el término de tres (3) años 
prorrogables por una vez, cuando se trate de programas de intercambio 
entre entidades estatales nacionales y extranjeras.

El Ministerio de Cultura y demás entidades públicas, realizarán todos 
los esfuerzos tendientes a repatriar los bienes de interés cultural que hayan 
sido extraídos ilegalmente del territorio colombiano.

3.1.  Exportación temporal de bienes muebles de propiedad de diplomá-
ticos. El Ministerio de Cultura podrá autorizar la exportación temporal 
de bienes muebles de interés cultural de propiedad de los diplomá-
ticos de Colombia acreditados en el exterior, o de bienes muebles 
destinados a la exhibición pública en las sedes de las representaciones 
diplomáticas de la República de Colombia, para lo cual deberán cons-
tituir garantía bancaria o de compañía de seguros, según lo estable-
cido en el Estatuto Aduanero.

3.2.  Transitarios, sociedades de intermediación aduanera, almacenadoras 
y empresas de correo. Los transitarios, sociedades de intermediación 
aduanera, almacenadoras y empresas de correo, así como cualquier 
otra que realice trámites de exportación, por vía aérea, marítima y 
terrestre, están en la obligación de informar a sus usuarios sobre los 

requisitos y procedimientos para la exportación de bienes arqueoló-
gicos y los demás de interés cultural.

El Ministerio de Cultura reglamentará para todo el territorio nacional 
lo referente al procedimiento y requisitos necesarios para la exporta-
ción temporal de este tipo de bienes, sin perjuicio de las regulaciones en 
materia aduanera.

Para tener acceso a cualquier estímulo, beneficio tributario, autori-
zación de exportación o cualquier otro que provenga de autoridad pública 
sobre bienes de interés cultural, deberá acreditarse por su propietario o 
por su tenedor legítimo en el caso del patrimonio arqueológico, el cumpli-
miento de lo previsto en este artículo en lo pertinente, así como la realiza-
ción del correspondiente registro”.

4. Enajenación. Quien pretenda enajenar un bien mueble de interés cultural, 
deberá ofrecerlo en primer término a la autoridad que haya efectuado la 
respectiva declaratoria, la cual podrá ejercer una primera opción de adqui-
sición, en condiciones no menos favorables de aquellas en las que adquiri-
rían los particulares y previo avalúo. Esta primera opción podrá ser ejercida 
por cualquier entidad estatal, según coordinación que para el efecto realice 
la autoridad que haya efectuado la declaratoria.

La transferencia de dominio a cualquier título de bienes de interés 
cultural de propiedad privada deberá comunicarse por el adquirente a la 
autoridad que lo haya declarado como tal y en un plazo no mayor a los seis 
(6) meses siguientes de celebrado el respectivo negocio jurídico.

Sobre las colecciones declaradas de interés cultural no podrá reali-
zarse su desmembramiento o la disposición individual de los bienes que 
las conforman, sin autorización previa de la autoridad que haya efectuado 
la declaratoria”.

artÍcuLo 8°. Adiciónese el artículo 11-1 a la Ley 397 de 1997, con el siguiente 
contenido:
“Artículo 11-1. Patrimonio cultural inmaterial. El patrimonio cultural inmaterial 
está constituido, entre otros, por las manifestaciones, prácticas, usos, repre-
sentaciones, expresiones, conocimientos, técnicas y espacios culturales, que 
las comunidades y los grupos reconocen como parte integrante de su patri-
monio cultural. Este patrimonio genera sentimientos de identidad y establece 
vínculos con la memoria colectiva. Es transmitido y recreado a lo largo del 
tiempo en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia 
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y contribuye a promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad 
humana.

1.  Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial. Las manifestaciones 
del patrimonio cultural inmaterial podrán ser incluidas en la Lista Repre-
sentativa de Patrimonio Cultural Inmaterial.

Cualquier declaratoria anterior como bien de interés cultural del 
ámbito nacional respecto de las manifestaciones a las que se refiere este 
artículo quedará incorporada a la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial a partir de la promulgación de esta ley.

2.  Plan de Salvaguardia. Con la inclusión de una manifestación cultural en 
la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial se aprobará un 
Plan Especial de Salvaguardia orientado al fortalecimiento, revitalización, 
sostenibilidad y promoción de la respectiva manifestación.

El Ministerio de Cultura reglamentará para todo el territorio nacional 
el contenido y alcance de los Planes Especiales de Salvaguardia.

3.  Identificación. Como componente fundamental para el conocimiento, 
salvaguardia y manejo del patrimonio cultural inmaterial, corresponde 
al Ministerio de Cultura, en coordinación con el Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia, definir las herramientas para la identificación de 
las manifestaciones.

La identificación de las manifestaciones a que se refiere este artículo 
se hará con la participación activa de las comunidades.

4.  Competencias. La competencia y manejo de la Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial corresponde al Ministerio de Cultura en 
coordinación con el Instituto Colombiano de Antropología e Historia, y a 
las entidades territoriales según lo previsto en el artículo 8° de este título.

En todo caso, la inclusión de manifestaciones en la Lista Representa-
tiva de Patrimonio Cultural Inmaterial, deberá contar, según el caso, con el 
concepto previo favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, o 
de los respectivos Consejos Departamentales o Distritales de Patrimonio 
Cultural”.

artÍcuLo 9°. El artículo 14 de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 14. Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural y Registro de Bienes de 
Interés Cultural. En relación con los bienes del patrimonio cultural y los bienes 
de interés cultural, se establecen las siguientes obligaciones y competencias:

1.  Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural. Como componente funda-
mental para el conocimiento, protección y manejo del patrimonio 
cultural, corresponde al Ministerio de Cultura definir las herramientas y 
criterios para la conformación de un inventario del patrimonio cultural 
de la Nación, en coordinación con las entidades territoriales. Este inven-
tario, por sí mismo, no genera ningún gravamen sobre el bien, ni carga 
alguna para sus propietarios, cuando los haya.

2.  Registro de Bienes de Interés Cultural. La Nación, a través del Ministerio de 
Cultura y de sus entidades adscritas (Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia y Archivo General de la Nación), así como las entidades territo-
riales, elaborarán y mantendrán actualizado un registro de los bienes de 
interés cultural en lo de sus competencias. Las entidades territoriales, el 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia y el Archivo General de 
la Nación, remitirán anualmente al Ministerio de Cultura, Dirección de 
Patrimonio, sus respectivos registros con el fin de que sean incorporados 
al Registro Nacional de bienes de Interés Cultural. El Ministerio de Cultura 
reglamentará lo relativo al registro”.

artÍcuLo 10. El artículo 15 de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 15. De las faltas contra el patrimonio cultural de la Nación. Las personas 
que vulneren el deber constitucional de proteger el patrimonio cultural de la 
Nación, incurrirán en las siguientes faltas:

Las que constituyen conducta punible:
1.  Si la falta constituye hecho punible por la destrucción, daño, utilización 

ilícita, hurto o receptación de bienes materiales de interés cultural, o por 
su explotación ilegal, de conformidad con lo establecido en los artículos 
156, 239, 241-13, 265, 266-4 y 447 de la Ley 599 de 2000 Código Penal, o 
los que los modifiquen o sustituyan es obligación instaurar la respectiva 
denuncia penal y, si hubiere flagrancia, colocar inmediatamente al rete-
nido a órdenes de la autoridad de policía judicial más cercana, sin perjuicio 
de imponer las sanciones patrimoniales aquí previstas.

Las que constituyen faltas administrativas y/o disciplinarias:
1.  Exportar desde el territorio aduanero nacional bienes de interés cultural 

sin autorización de la autoridad cultural competente, o sustraerlos, disi-
mularlos u ocultarlos de la intervención y control aduanero, o no reim-
portarlos al país dentro del término establecido en la autorización de 
exportación temporal. En cualquiera de estos eventos se impondrán 
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sanciones pecuniarias entre cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

El bien de interés cultural que intente exportarse sin la respectiva 
autorización, o exportado sin ésta, o que sea objeto de las acciones ante-
riores, será decomisado y puesto a órdenes del Ministerio de Cultura, 
el ICANH en el caso de los bienes arqueológicos, el Archivo General de 
la Nación en el caso de los bienes archivísticos o de la autoridad que lo 
hubiere declarado como tal, por el término que dure la actuación adminis-
trativa sancionatoria, al cabo de la cual se decidirá si el bien es decomisado 
en forma definitiva y queda en poder de la Nación.

2.  Si la falta consiste, ya sea por acción o por omisión, en la construcción, 
ampliación, modificación, reparación o demolición, total o parcial, de 
un bien de interés cultural, sin la respectiva licencia, se impondrán las 
sanciones previstas en el artículo 66 de la Ley 9ª de 1989 y en los artí-
culos 103 y 104 de la Ley 388 de 1997, o en las normas que las sustituyan o 
modifiquen, aumentadas en un ciento por ciento (100%), por parte de la 
entidad competente designada en esa ley.

3.  Si la falta consistiere en adelantar exploraciones o excavaciones no auto-
rizadas de bienes arqueológicos se impondrá multa de doscientos (200) a 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte 
del Instituto Colombiano de Antropología e Historia.

4.  Si la falta consiste en la intervención de un bien de interés cultural sin la 
respectiva autorización en la forma prevista en el numeral 2 del artículo 11 
de este título, se impondrá multa de doscientos (200) a quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte de la autoridad que 
hubiera efectuado la respectiva declaratoria. En la misma sanción incu-
rrirá quien realice obras en inmuebles ubicados en el área de influencia 
o colindantes con un inmueble de interés cultural sin la obtención de 
la correspondiente autorización, de conformidad con lo previsto en el 
numeral 2 del artículo 11 de este título.

También será sujeto de esta multa el arquitecto o restaurador que 
adelante la intervención sin la respectiva autorización, aumentada en un 
ciento por ciento (100%).

La autoridad administrativa que hubiera efectuado la declaratoria de 
un bien como de interés cultural podrá ordenar la suspensión inmediata 
de la intervención que se adelante sin la respectiva autorización, para lo 
cual las autoridades de policía quedan obligadas a prestar su concurso 
inmediato a efectos de hacer efectiva la medida que así se ordene. En 

este caso, se decidirá en el curso de la actuación sobre la imposición de 
la sanción, sobre la obligación del implicado de volver el bien a su estado 
anterior, y/o sobre el eventual levantamiento de la suspensión ordenada 
si se cumplen las previsiones de esta ley.

Lo previsto en este numeral se aplicará sin perjuicio de la compe-
tencia de las autoridades territoriales para imponer sanciones y tomar 
acciones en casos de acciones que se realicen sin licencia sobre bienes 
inmuebles de interés cultural en virtud de lo señalado en el numeral 2 del 
mismo.

5.  Si la falta contra un bien de interés cultural fuere realizada por un servidor 
público, ella será tenida por falta gravísima, de conformidad con la Ley 734 
de 2002 Código Disciplinario Único, o las que la sustituyan o modifiquen.

6.  Los bienes del patrimonio arqueológico son decomisables en forma defini-
tiva por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia y se restituirán 
a la Nación, ante la realización de cualquier acto de enajenación, prescrip-
ción o embargo proscrito por el artículo 72 de la Constitución Política, o 
ante la ocurrencia de cualquiera de los eventos previstos en el artículo 19 
del Decreto 833 de 2002, mediante el procedimiento previsto en el artículo 
20 del mismo decreto.

En el caso de los bienes del patrimonio arqueológico decomisados, se 
dará aplicación a lo previsto en el Decreto 833 de 2002 y demás disposi-
ciones que lo complementen o modifiquen.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia, el Archivo General de la Nación y las entidades territoriales en lo de 
su competencia, quedan investidos de funciones policivas para la imposición y 
ejecución de medidas, multas, decomisos definitivos y demás sanciones esta-
blecidas esta la ley, que sean aplicables según el caso.
Parágrafo 2°. Para decidir sobre la imposición de las sanciones administrativas 
y/o disciplinarias y de las medidas administrativas previstas en este artículo, 
deberá adelantarse la actuación administrativa acorde con la Parte Primera y 
demás pertinentes del Código Contencioso Administrativo”.

artÍcuLo 11. El artículo 16 de la Ley 397 de 1997 quedará así:
“Artículo 16. De la acción de cumplimiento sobre los bienes de interés cultural. El 
efectivo cumplimiento de las leyes o actos administrativos que tengan relación 
directa con la protección y defensa de los bienes que conforman el patrimonio 
cultural de la Nación, podrá ser demandado por cualquier persona a través del 
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procedimiento establecido para la acción de cumplimiento en la Ley 393 de 
1997 o en las disposiciones que la modifiquen o sustituyan”.

artÍcuLo 12. Adiciónese un parágrafo al artículo 40 de la Ley 397 de 1997, 
con el siguiente contenido:
“Parágrafo. Para efectos de la divulgación de la cinematografía colombiana, 
el Ministerio de Cultura, a través de la Dirección de Cinematografía, podrá 
entregar materiales pedagógicos y de divulgación a las entidades públicas del 
orden territorial y a las entidades sin ánimo de lucro, que tengan dentro de su 
objeto el desarrollo de actividades culturales, que éste determine, a título de 
cesión gratuita”.

artÍcuLo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 49 de la Ley 397 de 1997, 
con el siguiente contenido:
“Parágrafo. Para el desarrollo de los museos existentes y el inventario y registro 
de sus colecciones, el Ministerio de Cultura, a través del Museo Nacional, hará 
entrega a los museos que éste determine, de equipos de cómputo a título de 
cesión gratuita”.

artÍcuLo 14. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 397 de 1997, el cual 
quedará así:
“Artículo 56. Estímulos al patrimonio cultural de la Nación. Los propietarios de 
bienes muebles e inmuebles declarados como de interés cultural, o los terceros 
que hayan solicitado y obtenido dicha declaratoria, podrán deducir la totalidad 
de los gastos en que incurran para la elaboración de los Planes Especiales de 
Protección y para el mantenimiento y conservación de estos bienes aunque no 
guarden relación de causalidad con la actividad productora de renta.

Para tener derecho a este beneficio las personas interesadas deberán 
presentar para aprobación del Ministerio de Cultura o de la autoridad territo-
rial competente para efectuar la declaratoria de que se trate, el proyecto de Plan 
Especial de Protección, el proyecto de intervención o de adecuación del bien 
mueble o inmueble de que se trate.

El Ministerio de Cultura reglamentará la aplicación de lo previsto en este 
artículo, para la salvaguardia y divulgación de las manifestaciones del patri-
monio cultural inmaterial, en consideración a que éste carece de propietario 
individualizado”.

artÍcuLo 15. Modifíquese el numeral 10 correspondiente a la conforma-
ción de los Consejos Departamentales de Cultura, del artículo 60 de la Ley 397 
de 1997, el cual quedará así:
“10. Un representante de cada uno de los sectores artísticos y culturales”.

artÍcuLo 16. Adiciónase un parágrafo 2° al artículo 62 de la Ley 397 de 1997, 
con el siguiente contenido:
“Parágrafo 2°. Las Gobernaciones y los Distritos podrán crear los Consejos 
Departamentales y Distritales de las Artes y la Cultura, en cada una de las mani-
festaciones artísticas y culturales.

Estos Consejos serán entes asesores de las entidades departamentales 
y distritales, para las políticas, planes y programas en su área respectiva. Su 
composición, funciones, régimen de sesiones y secretaría técnica, se regirá 
por la reglamentación general para los Consejos Nacionales de las Artes y la 
Cultura”.

artÍcuLo 17. Comité de Clasificación de Películas. Créase el Comité de Clasi-
ficación de Películas como órgano adscrito al Ministerio de Cultura, encargado 
de asesorar al Gobierno Nacional en la materia.

artÍcuLo 18. Integración del Comité de Clasificación del Películas. El Comité 
de Clasificación de Películas, estará integrado de la siguiente manera:

Un experto en cine. ◆

Un abogado. ◆

Un psicólogo. ◆

Un representante de las Asociaciones de Padres de Familia. ◆

Un representante del sector académico. ◆

Parágrafo. Los miembros del Comité serán designados por el Ministro de 
Cultura, conforme a la reglamentación que expida para el efecto.

artÍcuLo 19. Período y remuneración de los miembros de Comité de Clasifica-
ción de Películas. Los miembros del Comité de Clasificación de Películas, serán 
designados para períodos de dos (2) años.

El Ministerio de Cultura fijará la remuneración de los miembros del Comité 
de Clasificación y hará las apropiaciones presupuestales para atender su pago.
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artÍcuLo 20. Funciones del Comité de Clasificación de Películas. Son funciones 
del Comité de Clasificación de Películas:

1.  Preparar el Sistema de Clasificación de Películas teniendo en cuenta la 
edad de los espectadores. El Ministerio de Cultura, a través de la Dirección 
de Cinematografía aprobará dicho sistema.

2.  Proponer modificaciones al Sistema de Clasificación de Películas cuando 
lo considere necesario.

3.  Decidir sobre la clasificación de cada película.

artÍcuLo 21. Término para clasificar las películas. Las películas deberán 
ser clasificadas por el Comité dentro de los quince (15) días siguientes a su 
exhibición ante él. Si el Comité dentro de dicho término no adopta ninguna 
determinación la película se considerará apta para mayores de doce (12) años y 
autorizada su exhibición.

Contra las decisiones del Comité de Clasificación de Películas procede 
recurso de reposición y en subsidio el de apelación ante el Ministerio de 
Cultura, Dirección de Cinematografía, el cual deberá ser interpuesto dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de la clasificación. Si el 
Comité no resuelve el recurso de reposición dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes a su interposición, éste se entenderá negado y se surtirá la apelación 
ante el Ministerio de Cultura.

artÍcuLo 22. Exhibición de películas. Ninguna película podrá pasarse en 
salas de cine o sitios abiertos al público, sin autorización previa del Comité de 
Clasificación de Películas.

Se exceptúa de la prohibición anterior, la exhibición de películas en festi-
vales de cine, siempre que los productores, distribuidores u organizadores las 
registren en el Ministerio de Cultura, Dirección de Cinematografía, con quince 
(15) días de anticipación por lo menos.

artÍcuLo 23. Obligaciones de los exhibidores de películas. Los exhibidores de 
películas están obligados a:

1.  Abstenerse de exhibir públicamente películas que no hayan sido clasifi-
cadas por el Comité.

2.  Abstenerse de exhibir en un mismo espectáculo películas de dife-
rentes clasificaciones o acompañarlas de avances o documentales que no 

concuerden con la clasificación de las mismas, a menos que el espectáculo 
se anuncie con la clasificación o la edad mayor correspondiente.

3.  Impedir la entrada a los espectáculos cinematográficos de personas 
menores de la edad indicada en la respectiva clasificación.

4.  Abstenerse de emplear medios publicitarios engañosos, tales como anun-
ciar una película con la clasificación diferente a la fijada por el Comité.

artÍcuLo 24. Sanciones. Los exhibidores infractores a lo dispuesto en 
los artículos 22 y 23 de la presente ley se les impondrá según la gravedad de 
la infracción multas de treinta (30) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Parágrafo. En caso de reincidencia se impondrá, además, cierre temporal de la 
sala por un término hasta de seis (6) meses. Igualmente, podrán suspenderse 
las exhibiciones que violen lo dispuesto en los citados artículos.

Las sanciones a las que se refiere este artículo seguirán siendo de compe-
tencia de los alcaldes, con el concepto previo favorable del Ministerio de 
Cultura.

artÍcuLo 25. Improcedencia de supresión de escenas. El Comité de Clasifica-
ción de Películas no podrá ordenar la supresión de determinadas escenas.

artÍcuLo 26. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su promulgación, deroga los artículos 3°, 6°, 8°, 9°, 11, 13, 15, 16, 17, 18, 20, 
21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 34 de la Ley 163 de 1959; modi-
fica los artículos 151 a 159 del Decreto-Ley 1355 de 1970; modifica los artículos 
1° a 9° del Decreto-Ley 2055 de 1970; modifica el título II de la Ley 397 de 1997, 
salvo los artículos 9°, 12 y 13, y modifica y adiciona los artículos 40, 49, 56, 60 y 
62 de la Ley 397 de 1997.

La Presidente del honorable Senado de la República,
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Óscar Arboleda Palacio.
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El Secretario General (E.) de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

REPÚbLICA DE COLOMbIA - GObIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en bogotá, D. C., a 12 de marzo de 2008.
ÁLVARO URIbE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Óscar Iván Zuluaga Escobar.

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata.

Genética 1, Andrés Federico Ruiz Tobón, barbosa, Antioquia, 2007. Premio Nacional de Fotografía 
del Patrimonio Cultural, 2009.
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decreto 1313 
de 2008
(23 de abril)
POR EL CUAL SE REGLAMENTA EL ARTÍCULO 7° DE LA LEY 397 DE 1997, 
MODIFICADO POR EL ARTÍCULO 4° DE LA LEY 1185 DE 2008, RELATIVO AL 
CONSEJO NACIONAL DE PATRIMONIO CULTURAL.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades cons-
titucionales y legales, en especial de las que le confieren los artículos 189, 
numeral 11 de la Constitución Política y 4° de la Ley 1185 de 2008,

considerando:

Que la Ley 1185 de 2008 modificó en forma integral el título II de la Ley 397 de 
1997, en materia de patrimonio cultural de la Nación;

Que el artículo 2° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 5° de la 
Ley 397 de 1997, Ley General de Cultura, estableció el Sistema Nacional de Patri-
monio Cultural de la Nación, constituido por el conjunto de instancias públicas 
del nivel nacional y territorial que ejercen competencias sobre el patrimonio 
cultural de la Nación, por los bienes y manifestaciones del patrimonio cultural 
de la Nación, por los bienes de interés cultural y sus propietarios, usufructuarios 
a cualquier título y tenedores, por las manifestaciones incorporadas a la Lista 
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, por el conjunto de instan-
cias y procesos de desarrollo institucional, planificación, información, y por las 
competencias y obligaciones públicas y de los particulares, articulados entre sí, 
que posibilitan la protección, salvaguardia, recuperación, conservación, soste-
nibilidad y divulgación del patrimonio cultural de la Nación;

Que entre las entidades o entes que hacen parte del Sistema Nacional de 
Patrimonio Cultural de la Nación se encuentran el Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural y los Consejos Departamentales y Distritales de Patrimonio 
Cultural;

Patrimonio inmaterial 1, Jaime Humberto Grajales benjumea y Rodrigo Antonio Grajales Murillo, 
Pereira, Risaralda. (Catedral de Nuestra Señora de la Pobreza). Premio Nacional de Fotografía del 
Patrimonio Cultural, 2008.
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Que el artículo 4° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 7° de la 
Ley 397 de 1997, estableció que el Consejo de Monumentos Nacionales se deno-
minará en lo sucesivo como Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, y será el 
órgano encargado de asesorar al Gobierno Nacional en cuanto a la salvaguardia, 
protección y manejo del patrimonio cultural de la Nación;

Que la norma citada en el considerando precedente establece que el 
Gobierno Nacional establecerá las funciones del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural y reglamentará lo pertinente al régimen de sesiones, período, 
quórum y honorarios de sus miembros, así como lo relacionado con la Secre-
taría Técnica y sus funciones;

Que según los artículos 2°, 4°, 5° y 8° de la Ley 1185 de 2008 establecen 
competencias generales del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural,

decreta:

artÍcuLo 1°. Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. De conformidad con 
el artículo 4° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 7° de la Ley 397 
de 1997, el Consejo Nacional de Patrimonio Cultural es el órgano encargado de 
asesorar al Gobierno Nacional en cuanto a la salvaguardia, protección y manejo 
del patrimonio cultural de la Nación.

El Consejo Nacional de Patrimonio Cultural se integra de la siguiente 
forma:

1.  El Ministro de Cultura o su delegado, quien lo presidirá.
2.  El Ministro de Comercio, Industria y Turismo o su delegado.
3.  El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o su delegado.
4.  El Decano de la Facultad de Artes de la Universidad Nacional de Colombia 

o su delegado.
5.  El Presidente de la Academia Colombiana de Historia o su delegado.
6.  El Presidente de la Academia Colombiana de la Lengua o su delegado.
7.  El Presidente de la Sociedad Colombiana de Arquitectos o su delegado.
8.  Un representante de las universidades que tengan departamentos encar-

gados del estudio del patrimonio cultural.
9.  Tres (3) expertos distinguidos en el ámbito de la salvaguardia o conserva-

ción del patrimonio cultural designados por el Ministro de Cultura.
10.  El Director del Instituto Colombiano de Antropología e Historia o su 

delegado.
11.  El Director del Instituto Caro y Cuervo o su delegado.

12.  El Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura, quien participará 
en las sesiones con voz pero sin voto y ejercerá la Secretaría Técnica del 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

Parágrafo 1°. El Consejo podrá invitar a sus deliberaciones a funcionarios 
públicos, o a particulares representantes de las agremiaciones u organizaciones 
sectoriales, así como a las demás personas y sectores de la sociedad civil que 
estime necesario, de acuerdo con los temas específicos a tratar, quienes parti-
ciparán con voz pero sin voto.
Parágrafo 2°. Los representantes señalados en los numerales 8 y 9 de este artí-
culo serán designados para períodos de 2 años, prorrogables.

Éstos podrán ser removidos antes del vencimiento del término para el 
cual fueron designados o elegidos, cuando falten de manera consecutiva a tres 
(3) sesiones del Consejo, sin justa causa debidamente comprobada o cuando 
omitan cumplir con las funciones previstas en la ley o en este decreto.

La remoción será efectuada mediante acto que emita el Ministerio de 
Cultura. Si se tratare del representante previsto en el numeral 8 se efectuará 
una nueva convocatoria en los términos previstos en este decreto.
Parágrafo 3°. En la designación de los expertos por el Ministro de Cultura se 
tendrá en cuenta la diversidad regional.

artÍcuLo 2°. Funciones. Son funciones del Consejo Nacional de Patrimonio 
Cultural, las siguientes:

1. Asesorar al Ministerio de Cultura, en el diseño de la política estatal relativa 
al patrimonio cultural de la Nación, la cual tendrá como objetivos princi-
pales la salvaguardia, protección, recuperación, conservación, sostenibi-
lidad y divulgación del mismo, con el propósito de que sirva de testimonio 
de la identidad cultural nacional, tanto en el presente como en el futuro.

2.  Proponer recomendaciones al Ministerio de Cultura en el diseño de las 
estrategias para la protección y conservación del patrimonio cultural de la 
Nación que puedan incorporarse al Plan Nacional de Desarrollo Econó-
mico y Social, a través del Plan Nacional de Cultura.

3.  Recomendar, sin interferir con la facultad legal exclusiva del Ministerio 
de Cultura, los bienes materiales de naturaleza mueble o inmueble que 
podrían ser incluidos en la Lista Indicativa de Candidatos a bienes de 
Interés Cultural del ámbito nacional, para los propósitos descritos en el 
artículo 5° de la Ley 1185 de 2008, numeral 1, modificatorio del artículo 8° 
de la Ley 397 de 1997.
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4.  Estudiar y emitir concepto previo al Ministerio de Cultura para efectos de 
las decisiones que este Ministerio deba adoptar en materia de declaratorias 
y revocatorias relativas a bienes de interés cultural del ámbito nacional.

La declaratoria de un bien o conjunto de bienes como de interés 
cultural del ámbito nacional, así como la revocatoria de tales declaratorias 
deberá contar con el concepto previo favorable del Consejo Nacional de 
Patrimonio Cultural según lo establecido en la Ley 1185 de 2008.

5.  Estudiar y emitir concepto previo al Ministerio de Cultura respecto de 
si el bien material del ámbito nacional declarado como bien de Interés 
Cultural requiere o no, del Plan Especial de Manejo y Protección –PEMP– 
y, conceptuar sobre el contenido del respectivo PEMP.

El concepto de que trata este numeral tendrá carácter obligatorio para 
el Ministerio de Cultura

6.  Recomendar, sin interferir con la facultad legal exclusiva del Ministerio de 
Cultura, las manifestaciones que podrían llegar a ser incluidas en la Lista 
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, prevista en el artículo 
8° de la Ley 1185 de 2008, mediante el cual se adicionó el artículo 11-1 a la 
Ley 397 de 1997.

7.  Estudiar y conceptuar a solicitud conjunta del Ministerio de Cultura y el 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia, sobre la inclusión de 
manifestaciones en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inma-
terial, y sobre el Plan de Salvaguardia propuesto para el respectivo caso, 
entendiéndose que dicho Plan debe estar orientado al fortalecimiento, 
revitalización, sostenibilidad y promoción de la respectiva manifestación.

La inclusión de una manifestación en la Lista Representativa de Patri-
monio Cultural Inmaterial y el Plan de Salvaguardia que necesariamente 
deberá adoptarse para el efecto, deberá contar en todos los casos con el 
concepto previo favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

8.  Asesorar al Ministerio de Cultura en los aspectos que éste solicite rela-
tivos a la regulación, reglamentación, manejo, salvaguardia, protección, 
recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del patrimonio 
cultural de la Nación.

9.  Recomendar si lo estima procedente, lineamientos que pudieran ser 
tenidos en consideración en el ámbito departamental, municipal, de los 
territorios indígenas y de las comunidades negras de que trata la Ley 70 de 
1993, para efectos de manejo del patrimonio cultural y los bienes de interés 
cultural en las respectivas jurisdicciones, sin perjuicio de las competen-
cias que la Ley 1185 de 2008 les atribuye con exclusividad a las autoridades 

en las jurisdicciones mencionadas y a los Consejos Departamentales y 
Distritales de Patrimonio Cultural.

10.  Recomendar criterios para la aplicación del principio de coordinación que 
debe emplearse en la declaratoria y manejo de los bienes de interés cultural 
y para la inclusión de manifestaciones en las Listas Representativas de 
Patrimonio Cultural Inmaterial en los diferentes ámbitos territoriales.

11. Formular al Ministerio de Cultura propuestas sobre planes y programas de 
cooperación en el ámbito nacional e internacional que pudieran contribuir 
a la salvaguardia, protección, recuperación, conservación, sostenibilidad y 
divulgación del patrimonio cultural de la Nación y apoyar en la gestión de 
tales mecanismos de cooperación.

12.  Las demás funciones que correspondan a su naturaleza de organismo 
asesor.

artÍcuLo 3°. Elección del representante de las universidades. El representante 
de las universidades a que se refiere el numeral 8 del artículo 1° de este decreto 
será designado por un término de dos (2) años.

Para la elección de este representante se seguirá el siguiente procedimiento:

1.  La Dirección de patrimonio del Ministerio de Cultura efectuará una convo-
catoria mediante la publicación de un aviso en un diario de amplia circula-
ción nacional y en la página web del Ministerio de Cultura.

2.  Las universidades que cuenten con programas de pregrado, o programas 
superiores como posgrado, especialización, maestría u otros superiores al 
nivel de pregrado en áreas que defina la convocatoria y que tengan relación 
con el estudio, investigación y demás relativas al patrimonio cultural de la 
Nación, según la convocatoria y requisitos de acreditación que defina el 
Ministerio de Cultura, propondrán sus candidatos en el término máximo 
de cinco (5) días hábiles a partir de la convocatoria.

La propuesta de candidatos será recibida y consolidada por la Direc-
ción de Patrimonio del Ministerio de Cultura.

3.  Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al plazo descrito en el numeral 
anterior, la Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura publicará la 
lista de candidatos que cumplan con los requisitos exigidos a efectos de 
que por vía electrónica o mediante documento escrito, las universidades 
aceptadas por reunir los requisitos exigidos, emitan su voto.

4.  La emisión del voto se efectuará máximo en los tres (3) días hábiles 
siguientes al plazo descrito en el numeral anterior.
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5.  El representante elegido, deberá expresar mediante escrito dirigido a 
la Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura en los tres (3) días 
hábiles siguientes, si acepta la designación.

Parágrafo 1°. En caso de que fracase la elección en dos convocatorias consecutivas, 
el Ministerio de Cultura efectuará la correspondiente designación.
Parágrafo 2°. El representante de las universidades en ejercicio cumplirá sus 
actividades hasta que se designe el nuevo representante elegido.

artÍcuLo 4°. Reuniones. El Consejo Nacional de Patrimonio Cultural se reunirá 
una vez dentro de cada bimestre calendario anual y extraordinariamente cuando 
sea convocado por su presidente o por tres (3) o más de sus miembros.

artÍcuLo 5°. Participación de los miembros del Consejo Nacional de Patrimonio 
Cultural. Los miembros del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural deberán 
declarar los conflictos de intereses que en cualquier caso llegaren a presentarse 
entre sus funciones como miembros del Consejo y sus expectativas o intereses 
particulares.

Los miembros designados de conformidad con el artículo 1°, numerales 8 
y 9, de este decreto, aunque no son funcionarios públicos, cumplen funciones 
públicas en el ejercicio de sus actividades en el Consejo.

artÍcuLo 6°. Quórum. El Consejo Nacional de Patrimonio Cultural podrá 
sesionar con la asistencia de mínimo siete (7) de sus miembros.

Las decisiones se adoptarán por la mayoría de los miembros presentes. No 
integrará esta mayoría decisoria el Director de Patrimonio del Ministerio de 
Cultura, quien carece de voto.

artÍcuLo 7°. Honorarios y gastos. Los miembros del Consejo Nacional de 
Patrimonio Cultural no percibirán honorarios por su participación en el mismo. 
Su actividad se realizará ad honórem.

El Ministerio de Cultura podrá cubrir los viáticos o los gastos de transporte, 
hospedaje y alimentación, que demande la participación de los miembros del 
Consejo e invitados cuando residan fuera de bogotá, D. C., o similares gastos 
cuando las reuniones deban hacerse fuera de bogotá, D. C.

artÍcuLo 8°. Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. 
La Secretaría Técnica y Administrativa será ejercida por la Dirección de Patri-
monio del Ministerio de Cultura.

artÍcuLo 9°. Funciones de la Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica del 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural será ejercida por la Dirección de 
Patrimonio del Ministerio de Cultura, y tendrá las siguientes funciones:

1.  Convocar oportunamente a las sesiones ordinarias y extraordinarias del 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

2.  Elaborar las actas de las deliberaciones y decisiones del Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural, y suscribirlas conjuntamente con el Presidente del 
Consejo.
Las actas deberán contener como mínimo:

i)  La ciudad, lugar, fecha y hora en la cual se efectúa la reunión;
ii) Indicación de los medios utilizados por la Secretaría Técnica para 

comunicar la citación a los miembros integrantes del Consejo;
iii) Lista de los miembros del Consejo asistentes a la sesión, indicando en 

cada caso la entidad o sector que representan;
iv) Síntesis de los temas tratados en la reunión, así como de las recomen-

daciones y conceptos;
v)  En caso de que el quórum establecido en este decreto para deliberar así 

lo exigiere, se dejará constancia del sentido del voto de cada miembro 
del Consejo.

3.  Actuar como secretario en las reuniones del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural, para lo cual podrá contar con la asistencia de funcionarios 
de la Dirección de Patrimonio.

4.  Presentar al Consejo Nacional de Patrimonio Cultural los informes, 
estudios, propuestas y demás documentación que sea necesaria para el 
cumplimiento de las funciones a cargo del Consejo Nacional de Patrimonio 
Cultural.

5.  Velar por la implementación de las decisiones y recomendaciones del 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

6.  Coordinar logísticamente las reuniones del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural.

7.  Organizar y mantener en todo momento un archivo ordenado y actualizado 
en medios físico y magnético, sobre las sesiones y actividades del Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural.

8.  Mantener un registro actualizado de los integrantes del Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural.
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9.  Las demás que correspondan a la naturaleza de la Secretaría Técnica y las 
que le sean asignadas por el Ministro de Cultura.

artÍcuLo 10. Consejos Departamentales y Distritales de Patrimonio Cultural. 
Los Consejos Departamentales y Distritales de Patrimonio Cultural que se 
creen de conformidad con el artículo 4° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio 
del artículo 7° de la Ley 397 de 1997, cumplirán dentro de las jurisdicciones 
y respecto de los bienes y manifestaciones que dicha ley les asigna, funciones 
análogas a las establecidas en el artículo 2° de este decreto y se sujetarán a lo 
aquí señalado en materia de no pago de honorarios.

Parágrafo 1°. En la composición de los Consejos Departamentales y distritales 
de Patrimonio Cultural deberá garantizarse la participación diversa y técnica 
que determina el parágrafo 1° del artículo 4° de la Ley 1185 de 2008, modifica-
torio del artículo 7° de la Ley 397 de 1997.
Parágrafo transitorio. Durante el tiempo que transcurra hasta la integración de 
los Consejos Departamentales y Distritales de Patrimonio Cultural, el cual no 
podrá superar el plazo máximo de seis (6) meses a partir de la vigencia de la 
Ley 1185 de 2008, continuarán operando los Consejos Filiales de Monumentos 
Nacionales de jurisdicción departamental o distrital en donde los hubiere, y 
cumplirán en ese lapso las funciones previstas en esta ley.

artÍcuLo 11. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación, regula en forma integral la organización, competencias y funcio-
namiento del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural y deroga los Decretos 
3048 de 1997 y 2290 de 2003 y 737 de 2006, así como cualquier otro relativo al 
Consejo de Monumentos Nacionales y centros filiales.

Publíquese y cúmplase.
Dado en bogotá, D. C., a 23 de abril de 2008.

ÁLVARO URIbE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata.

Artesana hilando en rueca, beatriz Eugenia Granados C. Parcelación el Salitre, Charalá, Santander, 
2000. Premio Nacional de Fotografía del Patrimonio Cultural, 2009.
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decreto 3322 
de 2008
(5 de septiembre)
POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 3° DEL DECRETO 1313 
DE 2008.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 
constitu cionales y legales, especialmente las consagradas en el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Nacional y el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, y

considerando:

Que la Ley 1185 de 2008 modificó el título II de la Ley 397 de 1997, en materia de 
patrimonio cultural de la Nación;

Que el artículo 2° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 5° de la 
Ley 397 de 1997, Ley General de Cultura, estableció el Sistema Nacional de Patri-
monio Cultural de la Nación, constituido por el conjunto de instancias públicas 
del nivel nacional y territorial que ejercen competencias sobre el patrimonio 
cultural de la Nación, por los bienes y manifestaciones del patrimonio cultural 
de la Nación, por los bienes de interés cultural y sus propietarios, usufructua-
rios a cualquier título y tenedores, por las manifestaciones incorporadas a la Lista 
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, por el conjunto de instan-
cias y procesos de desarrollo institucional, planificación, información, y por las 
competencias y obligaciones públicas y de los particulares, articulados entre sí, 
que posibilitan la protección, salvaguardia, recuperación, conservación, sosteni-
bilidad y divulgación del patrimonio cultural de la Nación;

Que entre los entes que hacen parte del Sistema Nacional de Patrimonio 
Cultural de la Nación se encuentran el Consejo Nacional de Patrimonio Cultural 
y los Consejos Departamentales y Distritales de Patrimonio Cultural;

Que el artículo 4° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 7° de 
la Ley 397 de 1997, estableció que el Consejo de Monumentos Nacionales se 
denominará en lo sucesivo Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, y será el 

Cementerio de Honda, Viviana Peretti, Honda, Tolima, 2007. Premio Nacional de Fotografía del 
Patrimonio Cultural, 2009.
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órgano encargado de asesorar al Gobierno Nacional en cuanto a la salvaguardia, 
protección y manejo del patrimonio cultural de la Nación;

Que la norma citada en el considerando precedente establece que el 
Gobierno Nacional establecerá las funciones del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural y reglamentará lo pertinente al régimen de sesiones, período, 
quórum y honorarios de sus miembros, así como lo relacionado con la Secre-
taría Técnica y sus funciones;

Que los artículos 2°, 4°, 5° y 8° de la Ley 1185 de 2008 establecen compe-
tencias generales del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural;

Que por medio del Decreto 1313 de 2008 se reglamentó lo relativo al 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural;

Que en el artículo 3° del citado decreto se estableció la forma de elec-
ción del representante de las universidades en el Consejo Nacional del Patri-
monio, a través de un procedimiento que incluye una convocatoria pública que 
permite que aquellas universidades que cuenten con programas de pregrado, o 
programas superiores como posgrado, especialización, maestría u otros supe-
riores al nivel de pregrado en áreas que defina la convocatoria y que tengan rela-
ción con el estudio, investigación y demás relativas al patrimonio cultural de la 
Nación, puedan participar de forma democrática y en igualdad de condiciones;

Que el numeral 3 de dicho artículo 3° prevé la publicación de una lista de 
candidatos, que cumplan con los requisitos exigidos por la convocatoria, para 
que las universidades emitan su voto y escojan a su representante en el Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural;

Que es necesario modificar dicho artículo 3°, y en particular lo correspon-
diente a la lista de candidatos que se someterá a votación por parte de las univer-
sidades, con el fin de darle mayor eficiencia al procedimiento de elección, 
garantizar un proceso justo mediante la utilización de un sistema de puntua-
ción definido previamente y evitar, en la medida de lo posible, que durante el 
proceso de elección se presenten empates sucesivos que dilaten en el tiempo la 
elección de dicho representante,

decreta:

artÍcuLo 1°. Modifícase el artículo 3° del Decreto 1313 de 2008, el cual 
quedará así:
“Artículo 3°. Elección del representante de las universidades. El representante de 
las universidades a que se refiere el numeral 8 del artículo 1° de este decreto 
será designado por un término de dos (2) años.

Para la elección de este representante se seguirá el siguiente procedimiento:

1.  El Ministerio de Cultura efectuará una convocatoria mediante la publica-
ción de un aviso en un diario de amplia circulación nacional y en su página 
web. En esta convocatoria se especificarán los requisitos que deberán 
cumplir las universidades que presenten candidatos, los requisitos que 
deberán cumplir los candidatos, la modalidad de inscripción a la convo-
catoria, los documentos necesarios para presentarse a ésta y el sistema de 
puntuación que se utilizará durante el proceso de selección.

2.  Las universidades que cuenten con programas de pregrado o programas 
superiores como posgrado, especialización, maestría u otros superiores al 
nivel de pregrado en áreas que defina la convocatoria y que tengan relación 
con el estudio, investigación y demás relativas al patrimonio cultural de 
la Nación, según la convocatoria y requisitos de acreditación que defina 
el Ministerio de Cultura, podrán proponer, a través de sus representantes 
legales, sus candidatos en el término máximo de cinco (5) días hábiles a 
partir de la convocatoria.

Las propuestas de candidatos serán recibidas y consolidadas por la 
Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura, quien verificará en 
cada una el cumplimiento de los requisitos y les asignará un puntaje según 
el sistema de puntuación previamente establecido.

3.  Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al plazo descrito en el 
numeral anterior, el Ministerio de Cultura publicará en su página web los 
nombres de los tres (3) candidatos que hayan obtenido el mayor puntaje, 
a efectos de que por vía electrónica o mediante documento escrito, los 
representantes legales de las universidades aceptadas por cumplir con los 
requisitos exigidos, emitan su voto.

4.  La emisión del voto se efectuará durante los tres (3) días hábiles siguientes 
al plazo descrito en el numeral anterior, al cabo de los cuales el Ministerio 
de Cultura publicará el resultado en su página web y se lo comunicará al 
representante elegido.

5.  El representante elegido deberá expresar mediante escrito dirigido a la 
Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura, en los tres (3) días 
hábiles siguientes, su aceptación de la designación.

Parágrafo 1°. En caso que se presente un empate en la votación del represen-
tante, se escogerá al que haya obtenido un mayor puntaje de acuerdo con el 
sistema de puntuación establecido por el Ministerio de Cultura.
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Parágrafo 2°. En caso que se presente un empate en la votación y en el puntaje, 
el Ministerio de Cultura efectuará la correspondiente designación entre los 
candidatos que hayan quedado empatados.
Parágrafo 3°. El representante en ejercicio cumplirá sus actividades hasta que se 
elija el nuevo representante.
Parágrafo 4°. En caso que el representante en ejercicio se desvincule de la 
universidad que lo presentó, se efectuará una nueva convocatoria.

artÍcuLo 2°. El presente decreto rige a partir de su promulgación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en bogotá, D. C., a 5 de septiembre de 2008.

ÁLVARO URIbE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata.

Sin título, Johana Marcela Toro Mora, San Martín, Meta (Cuadrillas de San Martín). Premio 
Nacional de Fotografía del Patrimonio Cultural, 2009.
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decreto 763 
de 2009
(10 de marzo)
POR EL CUAL SE REGLAMENTAN PARCIALMENTE LAS LEYES 814 DE 2003 
Y 397 DE 1997 MODIFICADA POR MEDIO DE LA LEY 1185 DE 2008, EN LO 
CORRESPONDIENTE AL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN DE NATU-
RALEZA MATERIAL.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial de las que le confieren el artículo 189, 
numeral 11 de la Constitución Política, y en desarrollo de las Leyes 397 de 1997, 
modificada por la Ley 1185 de 2008 y 814 de 2003, y

considerando:

Que la Ley 1185 de 2008 modificó integralmente el título II de la Ley 397 de 1997 
relativo al patrimonio cultural de la Nación, estableció el Sistema Nacional de 
Patrimonio Cultural de la Nación y fijó un Régimen Especial de Protección y 
Estímulo para los bienes de dicho patrimonio que por sus especiales condi-
ciones o representatividad hayan sido o sean declarados como bienes de interés 
cultural.

Que la Ley 1185 de 2008, modificatoria de manera integral del título II de 
la Ley 397 de 1997, estableció que el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural 
de la Nación tiene incidencia en todos los niveles territoriales y está bajo la 
coordinación general del Ministerio de Cultura, el cual tiene la facultad de fijar 
lineamientos técnicos y administrativos, a los que deben sujetarse las entidades 
y personas que integran dicho Sistema, haciéndose necesario que el Gobierno 
Nacional reglamente la mencionada legislación y fije los parámetros generales 
para la actuación de esa Cartera.

Que la Ley 814 de 2003 y el Decreto-Ley 1746 de 2004 incorporaron 
diversas precisiones sobre las competencias del Ministerio de Cultura respecto 
de la actividad y el patrimonio cinematográfico en el país y, en consecuencia, 
es necesario modificar algunas disposiciones del Decreto 358 de 2000 anterior 
Patrimonio inmaterial 1, Jaime Humberto Grajales benjumea y Rodrigo Antonio Grajales Murillo, 
Pereira, Risaralda (Catedral de Nuestra Señora de la Pobreza), Premio Nacional de Fotografía del 
Patrimonio Cultural, 2008.
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a dicha legislación, y derogar aquellas que tratan aspectos cuyo manejo debe 
reglamentar esa Cartera.

Que el desarrollo creciente que ha venido presentando la industria cine-
matográfica en el país, obliga revisar algunos aspectos reglamentados en el 
Decreto 352 de 2004 sobre los requisitos que deben acreditarse para obtener 
inversiones amparadas por la Ley 814 de 2003 y para tener acceso a los estí-
mulos del Fondo para el Desarrollo Cinematográfico.

Que la Ley 1185 de 2008 señaló que el Gobierno Nacional podría ampliar 
mediante decreto la composición del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, 
encontrándose la necesidad de incorporar al Archivo General de la Nación en 
dicho órgano asesor para el manejo del patrimonio cultural de la Nación y de los 
bienes de interés cultural, en especial aquellos de carácter archivístico.

Del mismo modo, se requiere garantizar una adecuada representación de 
los diversos agentes de la cadena cinematográfica en el Consejo Nacional de las 
Artes y la Cultura en Cinematografía creado mediante el Decreto 2291 de 2003, 
así como en las obras nacionales de largo y cortometraje nacionales, en virtud 
de las cambiantes y crecientes condiciones de la cinematografía nacional.

decreta:

artÍcuLo 1°. Objeto. El presente decreto reglamenta parcialmente la Ley 397 
de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, y la Ley 814 de 2003, en lo perti-
nente al patrimonio cultural de la Nación de naturaleza material y al Régimen 
Especial de Protección de los bienes de interés cultural.

tÍtuLo i
sistema nacionaL de patrimonio cuLturaL de La nación

artÍcuLo 2°. Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación. El Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación, cuya sigla es SNPCN, está consti-
tuido por el conjunto de instancias públicas del nivel nacional y territorial que 
ejercen competencias sobre el patrimonio cultural de la Nación, por los bienes y 
manifestaciones del patrimonio cultural de la Nación, por los bienes de interés 
cultural y sus propietarios, usufructuarios a cualquier título y tenedores, por las 
manifestaciones incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial, por el conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional, 
planificación, información, y por las competencias y obligaciones públicas y 

de los particulares, articulados entre sí, que posibilitan la protección, salva-
guardia, recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del patri-
monio cultural de la Nación.

El SNPCN tiene por objeto contribuir a la valoración, preservación, salva-
guardia, protección, recuperación, conservación, sostenibilidad, divulgación 
y apropiación social del patrimonio cultural, de acuerdo con lo establecido en 
la Constitución Política en la legislación, en particular en la Ley 397 de 1997, 
modificada por la Ley 1185 de 2008 y bajo los principios de descentralización, 
diversidad, participación, coordinación y autonomía.

De conformidad con el artículo 5° de la Ley 397 de 1997, modificado por el 
artículo 2° de la Ley 1185 de 2008, el SNPCN está bajo la coordinación general 
del Ministerio de Cultura, el cual tiene la facultad de fijar normas técnicas y 
administrativas, a las que deberán sujetarse las entidades y personas que inte-
gran dicho sistema, en consonancia con la ley y con las previsiones del presente 
decreto.

Para promover la apropiación social del patrimonio cultural, el SNPCN 
propenderá por la implementación de programas y proyectos formativos y 
procesos de información a nivel nacional y regional, que incentiven la parti-
cipación activa de las comunidades, instituciones, entes territoriales, colecti-
vidades y agentes culturales, en los procesos de valoración y reflexión sobre el 
patrimonio cultural.

artÍcuLo 3°. Articulación. Para garantizar su operatividad y funcionamiento 
el SNPCN se coordinará, relacionará e integrará con el Sistema Nacional de 
Cultura y con los diferentes actores e instancias nacionales y territoriales invo-
lucrados en los procesos de planificación y ejecución de acciones en favor del 
patrimonio cultural.

Del mismo modo, de conformidad con el artículo 4° de la Ley 397 de 1997, 
modificado por el artículo 1° de la Ley 1185 de 2008, literal “a”, para el logro 
de los objetivos del SNPC los planes de desarrollo de las entidades territo-
riales y los planes de las comunidades, grupos sociales y poblacionales incor-
porados a éstos, deberán armonizarse con el Plan Decenal de Cultura, con el 
Plan Nacional de Desarrollo y deben asignar los recursos para la salvaguardia, 
conservación, recuperación, protección, sostenibilidad y divulgación del patri-
monio cultural.

artÍcuLo 4°. Competencias institucionales públicas. Para los fines de este 
decreto, son entidades públicas del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de 
la Nación, el Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e 
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Historia, el Archivo General de la Nación, el Instituto Caro y Cuervo, el Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural, los Consejos Departamentales y Distritales 
de Patrimonio Cultural, los departamentos, los distritos y municipios, las auto-
ridades indígenas, las autoridades de que trata la Ley 70 de 1993 y, en general, 
las entidades estatales que a nivel nacional y territorial desarrollan, finan-
cian, fomentan o ejecutan actividades referentes al patrimonio cultural de la 
Nación.

Sin perjuicio de otras atribuciones específicas que les asignen la Cons-
titución Política u otras disposiciones legales, las actuaciones públicas que se 
establecen en la Ley 1185 de 2008 y en el presente decreto en relación con los 
bienes del patrimonio cultural de la Nación y con los bienes de interés cultural, 
cuya sigla es bIC, son las enumeradas en este artículo.

En consonancia con lo anterior, cuando en este decreto se hace alusión a 
la competencia de la “instancia competente” o “autoridad competente” en cada 
caso se entenderá referida a las siguientes atribuciones específicas:

1. deL ministerio de cuLtura

1.1  Competencias generales sobre BIC del ámbito nacional y territorial.

i. Formular la política estatal en lo referente al patrimonio cultural de 
la Nación, y coordinar el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de 
la Nación, para lo cual fijará las políticas generales y dictará linea-
mientos técnicos y administrativos, a los que deberán sujetarse las 
entidades y personas que integran dicho sistema.

ii. Reglamentar los criterios de valoración que deberán aplicar todas las 
instancias competentes del ámbito nacional y territorial para declarar 
bIC.

iii. Reglamentar, en caso de estimarlo necesario de acuerdo con las 
cambiantes conceptualizaciones del patrimonio cultural, categorías 
o clasificaciones de bIC adicionales a las establecidas en el presente 
decreto, para el ámbito nacional y territorial.

iv. Establecer aspectos técnicos y administrativos relativos al contenido 
general de los Planes Especiales de Manejo y Protección, cuya sigla es 
PEMP, de los bIC del ámbito nacional y territorial, de conformidad con 
la Ley 397 de 1997 modificada por la Ley 1185 de 2008 y este decreto.

v. Determinar cuáles bIC declarados previamente a la expedición de 
la Ley 1185 de 2008 en los ámbitos nacional y territorial requieren 

PEMP y el plazo para adoptarlo, si fuere necesario en forma adicional 
a lo establecido en este decreto.

vi. Autorizar de conformidad con la Ley 1185 de 2008 y este decreto, 
la exportación temporal de bIC muebles de propiedad de diplomá-
ticos independientemente de la instancia que hubiera efectuado su 
declaratoria.

vii. Reglamentar aspectos técnicos y administrativos que se requieren 
para la exportación temporal de bIC muebles tanto del ámbito 
nacional como territorial, sin perjuicio de las regulaciones en materia 
aduanera.

viii. Definir las herramientas y criterios para la conformación del Inven-
tario del Patrimonio Cultural de la Nación, en coordinación con las 
entidades territoriales, de conformidad con el artículo 14 de la Ley 
397 de 1997, modificado por el artículo 9° de la Ley 1185 de 2008.

ix. Reglamentar los aspectos técnicos y administrativos para la elabo-
ración y actualización de registros de bIC de los ámbitos nacional y 
territorial, de conformidad con la Ley 397 de 1997, modificada por la 
Ley 1185 de 2008, y con lo establecido en este decreto.

x. Recibir noticia y mantener un registro de las sanciones administra-
tivas impuestas en el ámbito nacional y territorial por las instancias 
competentes, en casos de vulneración al patrimonio cultural de la 
Nación consagrados en el artículo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado 
por el artículo 10 de la Ley 1185 de 2008, 

xi. Celebrar con las correspondientes iglesias y confesiones religiosas, 
convenios para la protección y para la efectiva aplicación del Régimen 
Especial de Protección cuando los bienes pertenecientes a aquéllas 
hubieran sido declarados como bIC.

xii. Revocar, cuando proceda, las declaratorias de monumentos nacio-
nales efectuadas por el Ministerio de Educación.

xiii. Destinar los recursos que las leyes sobre la materia y las correspon-
dientes leyes anuales de presupuesto le asignen para las acciones 
relativas al patrimonio cultural de la Nación.

Las facultades del Ministerio de Cultura en lo referente a la expedición de 
lineamientos técnicos y administrativos necesarios se ejercerán dentro de las 
previsiones de las normas legales y el presente decreto.
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1.2  Competencias específicas sobre BIC del ámbito nacional. 

Lista Indicativa de Candidatos a Bienes de Interés Cultural
i. Elaborar y administrar la Lista Indicativa de Candidatos a bienes de 

Interés Cultural del ámbito nacional, e incluir en dicha Lista los bienes 
que podrían llegar a ser declarados como bIC en dicho ámbito.

ii. Definir cuáles de los bienes incluidos en la Lista de que trata el 
numeral anterior requieren un Plan Especial de Manejo y Protección 
—PEMP—.

Declaratorias y revocatorias
iii. Efectuar las declaratorias de los bIC del ámbito nacional.
iv. Revocar los actos de declaratoria de bIC del ámbito nacional por 

razones legales o cuando los respectivos bienes hubieran perdido los 
valores que dieron lugar a la declaratoria. 

v. Someter al concepto del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural 
los actos antes enumerados que requieran de la participación de 
dicho Consejo, y acoger dichos conceptos cuando tengan carácter 
obligatorio.

Régimen Especial de Protección de BIC
vi. Actuar como instancia competente en lo relacionado con la aplicación 

del Régimen Especial de Protección, cuya sigla es REP, de que trata el 
artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7° de la Ley 
1185 de 2008, respecto de los bienes que declare como bIC del ámbito 
nacional o de los declarados como tal con anterioridad a la Ley 1185 de 
2008.

vii. Aprobar los PEMP de bienes que declare como bIC del ámbito 
nacional o los declarados como tal antes de la expedición de la Ley 
1185 de 2008, si tales bienes requieren dicho Plan, previo concepto 
del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

viii. Autorizar las intervenciones en bIC del ámbito nacional, así como 
aquellas que se pretendan realizar en sus áreas de influencia y/o en 
bienes colindantes con dichos bienes.

ix. Autorizar las intervenciones en espacios públicos localizados en 
sectores urbanos declarados bIC del ámbito nacional.

x. Registrar a profesionales que supervisen intervenciones de bIC del 
ámbito nacional.

xi. Autorizar, cuando proceda en los casos previstos en la Ley 1185 de 
2008 y bajo las condiciones allí establecidas y reglamentadas en 
este decreto, la exportación temporal de bIC muebles del ámbito 
nacional.

xii. Evaluar los ofrecimientos de enajenación de bIC muebles del ámbito 
nacional, producto de la intención de venta de sus propietarios y dar 
respuesta de conformidad con el artículo 11 de la Ley 397 de 1997, 
modificado por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, numeral 4, y 
recibir noticia de la transferencia de dominio de los bIC del ámbito 
nacional de conformidad con la misma disposición legal.

xiii. Informar a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos para que ésta incorpore la anotación en el folio de matrícula 
inmobiliaria respecto de los bIC inmuebles que declare, o los decla-
rados con anterioridad a la expedición de la Ley 1185 de 2008 en el 
ámbito nacional, así como sobre la existencia del PEMP aplicable al 
inmueble, si dicho plan fuese requerido. Igualmente, informar sobre 
la revocatoria de tales declaratorias.

xiv. Autorizar en casos excepcionales, la enajenación o el préstamo de 
bIC del ámbito nacional que pertenezcan a entidades públicas, entre 
entidades públicas de cualquier orden, y autorizar cuando proceda a 
las entidades públicas propietarias de bIC del ámbito nacional, para 
darlos en comodato a entidades privadas sin ánimo de lucro de reco-
nocida idoneidad o celebrar con éstas convenios o contratos de que 
trata el artículo 10 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 6° 
de la Ley 1185 de 2008.

xv. Elaborar y mantener actualizado el registro de bIC del ámbito nacional, 
e incorporar los registros de bIC del ámbito territorial al Registro 
Nacional de bIC de conformidad con el artículo 14 de la Ley 397 de 
1997, modificado por el artículo 9° de la Ley 1185 de 2008.

Sanciones
xvi. Aplicar o coordinar, según el caso, respecto de los bIC del ámbito 

nacional el régimen precautelar y sancionatorio dispuesto en el artí-
culo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 10 de la Ley 
1185 de 2008.
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2. deL instituto coLombiano  
de antropoLogÍa e Historia
Al Instituto Colombiano de Antropología e Historia le compete aplicar con 
exclusividad en todo el territorio nacional el Régimen Especial del Patrimonio 
Arqueológico, así como las funciones que le asigna la Ley 397 de 1997, modi-
ficada por la Ley 1185 de 2008 en relación con dicho patrimonio, las cuales se 
describen en el título IV de este decreto.

3. deL arcHivo generaL de La nación
Al Archivo General de la Nación le compete con exclusividad y con sujeción a los 
procedimientos establecidos en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 
de 2008, llevar a cabo las acciones de que trata este artículo, numeral 1.2 y sus 
subnumerales, respecto de los bienes muebles de carácter archivístico.

Sin perjuicio de lo anterior, las competencias del Archivo General de la 
Nación en la materia se realizarán de manera que garantice la coordinación 
necesaria dentro del Sistema Nacional de Archivos de que trata la Ley 594 de 
2000.

Las disposiciones de este decreto serán aplicables en forma general al 
Archivo General de la Nación y al Régimen Especial de Protección de archivos 
declarados bIC, en cuanto sean compatibles con la naturaleza especial de tales 
bienes. En todo caso, el Ministerio de Cultura, en coordinación con el Archivo 
General de la Nación, podrá expedir reglamentaciones técnicas relativas a la 
declaratoria de archivos como bIC, a los criterios de valoración pertinentes y a 
la aplicación específica del Régimen Especial de Protección de bIC.

4. de Los municipios
A los municipios a través de la respectiva Alcaldía Municipal, de conformidad 
con el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 
1185 de 2008, les corresponde cumplir respecto de los bIC del ámbito muni-
cipal que declare o pretenda declarar como tales, competencias análogas a las 
señaladas en el numeral 1.2 y sus subnumerales de este artículo.

También aplicarán dichas competencias respecto de los bienes incluidos 
en los Planes de Ordenamiento Territorial y los declarados como monumentos, 
áreas de conservación histórica o arquitectónica, conjuntos históricos u otras 
denominaciones efectuadas por los Concejos Municipales y Alcaldías, homolo-
gadas a bIC de conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la Ley 397 de 
1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 1185 de 2008, literal “b”.

Del mismo modo les compete, en coordinación con el respectivo 
Concejo Municipal, destinar los recursos que las leyes y los presupuestos 

correspondientes señalan para las acciones relativas al patrimonio cultural de 
la Nación en lo de su competencia.

A los Municipios les corresponde la formulación del PEMP para los bienes 
del grupo urbano y los monumentos en espacio público localizados en su 
territorio.

5. de Los distritos
A los Distritos a través de la respectiva Alcaldía Distrital, de conformidad con 
el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 1185 
de 2008, les corresponde cumplir respecto de los bIC del ámbito distrital que 
declare o pretenda declarar como tales, competencias análogas a las señaladas 
en el numeral 1.2 y sus subnumerales de este artículo.

También aplicarán dichas competencias respecto de los bienes declarados 
como monumentos, áreas de conservación histórica o arquitectónica, conjuntos 
históricos u otras denominaciones efectuadas por los Concejos Distritales o 
Alcaldías, homologadas a bIC de conformidad con lo establecido en el artículo 
4° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 1185 de 2008, 
literal “b”.

Del mismo modo les compete, en coordinación con el respectivo Concejo 
Distrital, destinar los recursos que las leyes y los presupuestos correspon-
dientes señalan para las acciones relativas al patrimonio cultural de la Nación 
en lo de su competencia.

6. de Los departamentos
A los departamentos a través de las gobernaciones, de conformidad con el artí-
culo 8º de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 1185 de 
2008, les corresponde cumplir respecto de los bIC del ámbito departamental 
que declare o pretenda declarar como tales, competencias análogas a las seña-
ladas en el numeral 1.2 y sus subnumerales de este artículo.

También aplicarán dichas competencias respecto de los bienes declarados 
como monumentos, áreas de conservación histórica o arquitectónica, conjuntos 
históricos u otras denominaciones efectuadas por las Asambleas Departamen-
tales o Gobernaciones, homologadas a bIC de conformidad con lo establecido 
en el artículo 4° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 
1185 de 2008, literal “b”.

Del mismo modo les compete, en coordinación con la respectiva Asamblea 
Departamental, destinar los recursos que las leyes y los presupuestos corres-
pondientes señalan para las acciones relativas al patrimonio cultural de la 
Nación en lo de su competencia.
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7. de Las autoridades indÍgenas
A las autoridades indígenas, de conformidad con el artículo 8° de la Ley 397 
de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 1185 de 2008, les corresponde 
cumplir respecto de los bIC que declaren o pretendan declarar como tales en 
sus jurisdicciones, competencias análogas a las señaladas en el numeral 1.2 y 
sus subnumerales de este artículo.

8. de Las autoridades de comunidades negras
A las autoridades de las comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993, de 
conformidad con el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artí-
culo 5° de la Ley 1185 de 2008, les corresponde cumplir respecto de los bIC que 
declaren o pretendan declarar como tales en sus jurisdicciones, competencias 
análogas a las señaladas en el numeral 1.2 y sus subnumerales de este artículo.

9. deL consejo nacionaL de patrimonio cuLturaL
Al Consejo Nacional de Patrimonio Cultural le corresponde emitir los conceptos 
previos y cumplir las funciones que señala el artículo 2° del Decreto 1313 de 
2008 o las normas que lo modifiquen o sustituyan, en especial respecto de los 
bienes de competencia del Ministerio de Cultura y del Archivo General de la 
Nación según las previsiones de este decreto.

10. de Los consejos departamentaLes de patrimonio 
cuLturaL
A los Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural les corresponde emitir 
los conceptos previos y cumplir las funciones que señalan los artículos 2° y 10 
del Decreto 1313 de 2008 o las normas que los modifiquen o sustituyan, respecto 
de los bienes de competencia de los departamentos, municipios, autoridades 
indígenas y autoridades de comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993.

11. de Los consejos distritaLes de patrimonio cuLturaL
A los Consejos Distritales de Patrimonio Cultural les corresponde emitir los 
conceptos previos y cumplir las funciones que señalan los artículos 2° y 10 del 
Decreto 1313 de 2008 o las normas que los modifiquen o sustituyan, respecto de 
los bienes de competencia de los distritos.

artÍcuLo 5°. Prevalencia de disposiciones sobre patrimonio cultural. De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, numeral 
1.5 y con lo preceptuado en la Ley 388 de 1997 o las normas que los modifiquen 
o sustituyan, las disposiciones sobre conservación, preservación y uso de las 

áreas e inmuebles declarados como bIC prevalecerán al momento de adoptar, 
modificar o ajustar los Planes de Ordenamiento Territorial de municipios y 
distritos.

tÍtuLo ii
criterios de vaLoración para decLarar bienes  
de interes cuLturaL –bic–

artÍcuLo 6°. Criterios de valoración. Los criterios de valoración son pautas 
generales que orientan y contribuyen a la atribución y definición de la signi-
ficación cultural de un bien mueble o inmueble. La significación cultural es la 
definición del valor cultural del bien a partir del análisis integral de los crite-
rios de valoración y de los valores atribuidos.

Los bIC del ámbito nacional y territorial serán declarados por la instancia 
competente, de conformidad con los siguientes criterios de valoración, 
sin perjuicio de otros que de ser necesario podrá señalar el Ministerio de 
Cultura:

1.  Antigüedad: Determinada por la fecha o época de origen, fabricación o 
construcción del bien.

2.  Autoría: Identificación del autor, autores o grupo que hayan dejado testi-
monio de su producción, asociada a una época, estilo o tendencia. La 
autoría puede ser, excepcionalmente, atribuida.

3.  Autenticidad: Determinada por el estado de conservación del bien y su 
evolución en el tiempo. Se relaciona con su constitución original y con 
las transformaciones e intervenciones subsiguientes, las cuales deben ser 
claramente legibles. Las transformaciones o alteraciones de la estructura 
original no deben desvirtuar su carácter.

4.  Constitución del bien: Se refiere a los materiales y técnicas constructivas o 
de elaboración.

5.  Forma: Se relaciona con los elementos compositivos y ornamentales del 
bien respecto de su origen histórico, su tendencia artística, estilística o de 
diseño, con el propósito de reconocer su utilización y sentido estético.

6.  Estado de conservación: Condiciones físicas del bien plasmadas en los 
materiales, estructura, espacialidad o volumetría, entre otros. Entre 
las condiciones que lo determinan se encuentran el uso, el cuidado y el 
mantenimiento del bien.
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7.  Contexto ambiental: Se refiere a la constitución e implantación del bien en 
relación con el ambiente y el paisaje.

8.  Contexto urbano: Se refiere a la inserción del bien como unidad indivi-
dual, en un sector urbano consolidado. Se deben analizar características 
tales como el perfil, el diseño, los acabados, la volumetría, los elementos 
urbanos, la organización, los llenos y vacíos y el color.

9.  Contexto físico: Se refiere a la relación del bien con su lugar de ubicación. 
Analiza su contribución a la conformación y desarrollo de un sitio, pobla-
ción o paisaje. Si el bien se ubica dentro de un inmueble debe analizarse 
si fue concebido como parte integral de éste y/o si ha sido asociado con un 
nuevo uso y función relevantes dentro del inmueble.

10.  Representatividad y contextualización sociocultural: Hace referencia a la 
significación cultural que el bien tiene en la medida que crea lazos emocio-
nales de la sociedad hacia los objetos y sitios. Revela el sentido de perte-
nencia de un grupo humano sobre los bienes de su hábitat toda vez que 
implica referencias colectivas de memoria e identidad.

Los criterios de valoración antes señalados permiten atribuir valores a los 
bienes tales como:

1.  Valor histórico: Un bien posee valor histórico cuando se constituye en docu-
mento o testimonio para la reconstrucción de la historia, así como para 
el conocimiento científico, técnico o artístico. Es la asociación directa 
del bien con épocas, procesos, eventos y prácticas políticas, económicas, 
sociales y culturales, grupos sociales y personas de especial importancia en 
el ámbito mundial, nacional, regional o local.

2. Valor estético: Un bien posee valor estético cuando se reconocen en éste 
atributos de calidad artística, o de diseño, que reflejan una idea creativa en 
su composición, en la técnica de elaboración o construcción, así como en 
las huellas de utilización y uso dejadas por el paso del tiempo.

Este valor se encuentra relacionado con la apreciación de las caracte-
rísticas formales y físicas del bien y con su materialidad.

3.  Valor simbólico: Un bien posee valor simbólico cuando manifiesta modos 
de ver y de sentir el mundo. El valor simbólico tiene un fuerte poder de 
identificación y cohesión social. Lo simbólico mantiene, renueva y actua-
liza deseos, emociones e ideales construidos e interiorizados que vinculan 
tiempos y espacios de memoria.

Este valor hace referencia a la vinculación del bien con procesos, prácticas, 
eventos o actividades significativas para la memoria o el desarrollo constante 
de la comunidad.
Parágrafo. Un bien puede reunir todos o algunos de los valores o basarse en uno 
o varios de los criterios de valoración señalados en este artículo, para ser decla-
rado por la instancia competente como bIC del ámbito nacional o territorial, 
según su representatividad para el ámbito de que se trate.

tÍtuLo iii
decLaratoria de bienes de interÉs cuLturaL —bic— 

capÍtuLo i
procedimiento

artÍcuLo 7°. Procedimiento para declarar BIC. El procedimiento que deberá 
seguir la autoridad competente en todos los casos para declarar bIC, es el esta-
blecido en el artículo 89 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5° de 
la Ley 1185 de 2008.

Las declaratorias de bIC que se lleven a cabo sin seguir el procedimiento 
definido en la referida ley y reglamentado en este decreto, estarán viciadas de 
nulidad conforme a lo previsto en el Código Contencioso Administrativo. La 
solicitud de nulidad podrá formularla cualquier instancia o persona.

artÍcuLo 8°. Lista Indicativa de Candidatos a Bienes de Interés Cultural. La 
inclusión de un bien en la Lista Indicativa de Candidatos a bienes de Interés 
Cultural, cuya sigla es LICbIC, constituye el primer paso que deberá cumplir la 
instancia competente dentro del proceso de declaratoria de bIC. Esta inclusión 
no implica la sujeción del mismo al Régimen Especial de Protección estable-
cido en la Ley 1185 de 2008 y reglamentado en este decreto.

La LICbIC consiste en un registro de información que administrará, en 
cada caso, la autoridad competente.

Podrán ingresar a la LICbIC aquellos bienes que, de acuerdo con su signi-
ficación cultural en el ámbito correspondiente (nacional, departamental, 
distrital, municipal, territorios indígenas o territorios de comunidades negras 
de que trata la Ley 70 de 1993) y por estar acordes con los criterios de valoración 
señalados en el título anterior, son susceptibles de ser declarados como bIC.



62 63

Una vez incluido un bien en la LICbIC, la autoridad competente definirá si 
el mismo requiere o no la formulación de un Plan Especial de Manejo y Protec-
ción –PEMP–.

La inclusión de un bien en la LICbIC se comunicará al solicitante o al 
propietario, usufructuario o persona interesada o a los terceros indetermi-
nados, en la forma dispuesta por el Código Contencioso Administrativo.

La LICbIC debe integrarse al Inventario de Patrimonio Cultural de la 
Nación que administra el Ministerio de Cultura o a los inventarlos que admi-
nistren, en sus respectivas especialidades, las autoridades nacionales y terri-
toriales competentes. En todo caso la inclusión de bienes en una LICbIC del 
ámbito nacional o territorial debe informarse en un término no superior a un 
mes al Ministerio de Cultura, el cual podrá fijar las características que deberá 
reunir dicha información.

artÍcuLo 9°. Iniciativa para la declaratoria. La iniciativa para la declaratoria 
de un bIC puede surgir de la autoridad competente para el efecto, del propie-
tario del bien y/o de un tercero con independencia de su naturaleza pública o 
privada, natural o jurídica.

Cuando la iniciativa provenga del propietario o de un tercero, la solicitud 
debe formularse ante la autoridad competente de efectuar la declaratoria.

Si el bien requiere la formulación de PEMP a juicio de la autoridad compe-
tente según lo señalado en el artículo anterior, el propietario o interesado 
deberán formularlo. Durante este período la autoridad competente no perderá 
la facultad de formular oficiosamente el PEMP de lo cual informará oportuna-
mente al autor de la iniciativa.

El Ministerio de Cultura establecerá, de conformidad con las facultades 
que le otorga la Ley 1185 de 2008, los requisitos técnicos y administrativos que 
deberá cumplir quien solicite una declaratoria de bIC.

artÍcuLo 10. Concepto del Consejo de Patrimonio Cultural. Una vez incluido un 
bien en la LIbCbIC y formulado el respectivo PEMP, si el bien lo requiere a juicio 
de la autoridad competente, se someterá la propuesta de declaratoria de bIC y el 
PEMP al concepto del Consejo de Patrimonio Cultural correspondiente.

El Consejo respectivo emitirá su concepto sobre la declaratoria y aproba-
ción del PEMP si fuere el caso o sobre la necesidad de efectuar correcciones. La 
propuesta se podrá presentar tantas veces como sea necesario.

artÍcuLo 11. Principio de coordinación. De conformidad con lo previsto en 
el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 1185 

de 2008, para la declaratoria y manejo de los bIC se aplicará el principio de 
coordinación entre los niveles nacional, departamental, distrital, municipal o 
de los territorios indígenas y de las comunidades negras de que trata la Ley 70 
de 1993.

Todos los expedientes de declaratoria de bIC que sean sometidos a partir 
de la expedición de este decreto a los Consejos Distritales o Departamentales 
de Patrimonio Cultural, deberán informarse al Ministerio de Cultura con una 
antelación no menor a quince (15) días hábiles a dicha postulación.

El Ministerio de Cultura podrá emitir las opiniones que estime necesa-
rias. Del mismo modo, podrá solicitar que se suspenda el proceso e iniciar uno 
nuevo.

artÍcuLo 12. Naturaleza de las declaratorias. Los actos de declaratoria o revo-
catoria de bIC son actos administrativos en los términos del Código Conten-
cioso Administrativo.

La actuación administrativa consiste en el procedimiento previsto en el 
artículo 5° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 8° de la Ley 397 de 
1997, sin perjuicio de los términos reglamentados en este decreto.

artÍcuLo 13. Contenido del acto de declaratoria. Todo acto administrativo que 
declare un bien como bIC deberá contener como mínimo:

1.  La descripción y localización del bien o conjunto de bienes.
2.  La delimitación del área afectada y la zona de influencia, en el caso de 

bienes inmuebles. 3. La descripción del espacio de ubicación en el caso de 
bienes muebles.

4.  Los criterios de valoración y valores considerados para establecer la signi-
ficación cultural del bien o conjunto de bienes.

5.  La referencia al Régimen Especial de Protección de los bIC previsto en el 
artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 11 de la Ley 
397 de 1997.

6.  La aprobación del Plan Especial de Manejo y Protección –PEMP–, si éste se 
requiere, en cuyo caso hará parte integral del acto administrativo.

7.  La referencia al régimen sancionatorio previsto en el artículo 10 de la Ley 
1185 de 2008, modificatorio del artículo 15 de la Ley 397 de 1997.

8.  La decisión de declarar el bien o conjunto de bienes de que se trate, como 
bIC.

9.  La obligatoriedad de notificar y comunicar el acto, según el caso, y la indi-
cación de los recursos que proceden.
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10.  La obligatoriedad de remitir el acto administrativo a la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos, en el caso de los bienes inmuebles.

Parágrafo. Cuando se trate de bienes inmuebles, la autoridad competente deberá 
remitir a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos copia del acto de 
declaratoria y de aprobación del PEMP, si fuere pertinente, para efectos de su 
registro en el(los) folio(s) de matrículas respectivo(s) dentro de los quince (15) 
días hábiles siguientes a la entrada en vigor de la declaratoria. De conformidad 
con lo previsto en el artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 
7° de la Ley 1185 de 2008, este tipo de inscripciones no tiene ningún costo. Del 
mismo modo deberá procederse en caso de revocatoria de la declaratoria.

capÍtuLo ii
planes especiales de manejo y protección –pemp–

artÍcuLo 14. Objetivo de los PEMP. Los Planes Especiales de Manejo y 
Protección –PEMP– son un instrumento de gestión del patrimonio cultural de 
la Nación, mediante el cual se establecen acciones necesarias con el objetivo 
de garantizar la protección, conservación y sostenibilidad de los bIC o de los 
bienes que pretendan declararse como tales si a juicio de la autoridad compe-
tente dicho Plan se requiere.

Los PEMP como instrumento del Régimen Especial de Protección de los 
bIC, deben:

I.  Definir las condiciones para la articulación de los bienes con su contexto 
físico, arquitectónico, urbano o rural, los planes preexistentes y su entorno 
socio-cultural, partiendo de la conservación de sus valores, la mitigación 
de sus riesgos y el aprovechamiento de sus potencialidades.

II.  Precisar las acciones de protección de carácter preventivo y/o correctivo 
que sean necesarias para la conservación de los bienes.

III.  Establecer las condiciones físicas, de mantenimiento y de conservación de 
los bienes.

IV.  Establecer mecanismos o determinantes que permitan la recuperación y 
sostenibilidad de los bienes.

V.  Generar las condiciones y estrategias para el mejor conocimiento y la apro-
piación de los bienes por parte de la comunidad, con el fin de garantizar su 
conservación y su transmisión a las futuras generaciones.

capÍtuLo iii
parte i: planes especiales de manejo y proteccion para bienes 
inmuebles

artÍcuLo 15. Categorías de bienes inmuebles. Los bienes inmuebles, para 
efectos de la adopción de PEMP se clasifican como se indica a continuación, sin 
perjuicio de otros que por vía general reglamente el Ministerio de Cultura:

1.  Del grupo urbano:

i. Sector urbano: Fracción del territorio de una población dotada de fiso-
nomía, características y de rasgos distintivos que le confieren cierta 
unidad y particularidad.

ii. Espacio público: Conjunto de inmuebles de uso público, y de elementos 
de los inmuebles privados destinados por su naturaleza, usos o afec-
tación a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que tras-
cienden los límites de los intereses individuales de los habitantes.

2.  Del grupo arquitectónico: Construcciones de arquitectura habitacional, 
institucional, comercial, industrial, militar, religiosa, para el transporte y 
las obras de ingeniería.

artÍcuLo 16. PEMP para bienes inmuebles. En el caso de las categorías de 
inmuebles señaladas en el artículo anterior se tendrá en cuenta lo siguiente 
para efectos de la formulación de PEMP:

1.  Del grupo urbano: Procurará formularse un PEMP para los inmuebles del 
grupo urbano que se incluyan en la Lista Indicativa de Candidatos a bienes 
de Interés Cultural –LICbIC–, sin perjuicio de las atribuciones autónomas 
de decisión con que cuentan las autoridades competentes en la materia.

Los bienes del grupo urbano del ámbito nacional y territorial decla-
rados bIC con anterioridad a la Ley 1185 de 2008 requieren en todos los 
casos la formulación de PEMP.

2.  Del grupo arquitectónico: Procurará formularse un PEMP para los inmuebles 
del grupo arquitectónico que se incluyan en la Lista Indicativa de Candi-
datos a bienes de Interés Cultural –LICbIC–, en el ámbito nacional y terri-
torial y sin perjuicio de las atribuciones autónomas con que cuentan las 
autoridades competentes en la materia, cuando presenten alguna de las 
siguientes condiciones:
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i. Riesgo de transformación o demolición parcial o total debido a desa-
rrollos urbanos, rurales y/o de infraestructura.

ii. Cuando el uso represente riesgo o limitación para su conservación.
iii. Cuando el bien requiera definir o redefinir su normativa y/o la de su 

entorno para efectos de su conservación.

Los bienes del grupo arquitectónico del ámbito nacional y territorial 
declarados bIC con anterioridad a la Ley 1185 de 2008, requieren PEMP cuando 
se encuentren en cualquiera de las circunstancias antes enumeradas, sin 
perjuicio de las atribuciones de la autoridad competente para formularlos en 
otros casos.

Los inmuebles del grupo arquitectónico localizados en un sector urbano 
declarado bIC, no requieren obligatoriamente un PEMP específico.

artÍcuLo 17. Contenido de los PEMP de bienes inmuebles. De conformidad con 
lo previsto en el artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7° 
de la Ley 1185 de 2008, numeral 1, cuando la declaratoria de un bIC inmueble 
imponga la formulación de un PEMP, éste establecerá el área afectada, la zona 
de influencia, el nivel permitido de intervención, las condiciones de manejo 
y plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a la conservación 
del bien.

artÍcuLo 18. Área afectada. Es la demarcación física del inmueble o conjunto 
de inmuebles, compuesta por sus áreas construidas y libres, para efectos de su 
declaratoria como bIC.

artÍcuLo 19. Zona de influencia. Es la demarcación del contexto circundante o 
próximo del inmueble, necesario para que los valores del mismo se conserven. 
Para la delimitación de la zona de influencia, se debe realizar un análisis de 
las potencialidades y de las amenazas o riesgos que puedan afectar al bien, en 
términos de paisaje, ambiente, contexto urbano o rural e infraestructura.

artÍcuLo 20. Nivel permitido de intervención. Son las pautas o criterios 
relacionados con la conservación de los valores del inmueble y su zona de 
influencia.

Define el(los) tipo(s) de obra que pueden acometerse en el área afectada 
y su zona de influencia, con el fin de precisar los alcances de la intervención. 
Se deben tener en cuenta los siguientes niveles de intervención, sin perjuicio 

de la facultad del Ministerio de reglamentar por vía general otros niveles de 
intervención para bIC del ámbito nacional y territorial:

I.  Nivel 1. Conservación integral: Se aplica a inmuebles del grupo arquitec-
tónico de excepcional valor, los cuales, por ser irremplazables, deben 
ser preservados en su integralidad. En éstos, cualquier intervención 
puede poner en riesgo sus valores e integridad, por lo que las obras 
deben ser legibles y dar fe del momento en el que se realizaron. Si el 
inmueble lo permite, se podrán realizar ampliaciones, en función de 
promover su revitalización y sostenibilidad.

En relación con los inmuebles del grupo urbano debe garantizarse 
la preservación del trazado, manzanas, paramentos, perfiles, alturas, 
índices de ocupación, vías, parques, plazas y pasajes, entre otros. 
Se permite la modificación de los espacios internos del inmueble, 
siempre y cuando se mantenga la autenticidad de su estructura espa-
cial: disposición de accesos, vestíbulos, circulaciones horizontales y 
verticales.

Tipos de obras permitidos en el nivel 1: restauración, repa-
raciones locativas, primeros auxilios, rehabilitación o adecuación 
funcional, reforzamiento estructural, reintegración, ampliación, 
consolidación y liberación.

II.  Nivel 2. Conservación del tipo arquitectónico. Se aplica a inmuebles del 
grupo arquitectónico con características representativas en términos 
de implantación predial (rural o urbana), volumen edificado, orga-
nización espacial y elementos ornamentales las cuales deben ser 
conservadas. Se permite la modificación de los espacios internos 
del inmueble, siempre y cuando se mantenga la autenticidad de su 
estructura espacial: disposición de accesos, vestíbulos, circulaciones 
horizontales y verticales.

Tipos de obras permitidos en el nivel 2: restauración, reparaciones 
locativas, primeros auxilios, rehabilitación o adecuación funcional, 
remodelación, reforzamiento estructural, reintegración, ampliación, 
consolidación y liberación.

III.  Nivel 3. Conservación contextual. Se aplica a inmuebles ubicados en un 
sector urbano, los cuales, aun cuando no tengan características arqui-
tectónicas representativas, por su implantación, volumen, perfil y 
materiales, son compatibles con el contexto.



68 69

De igual manera, se aplica para inmuebles que no son compa-
tibles con el contexto, así como a predios sin construir que deben 
adecuarse a las características del sector urbano.

Este nivel busca la recuperación del contexto urbano en términos 
del trazado, perfiles, paramentos, índices de ocupación y volumen 
edificado.

Tipos de obras permitidos en el nivel 3: demolición, obra nueva, 
modificación, remodelación, reparaciones locativas, primeros auxi-
lios, reconstrucción, reforzamiento estructural, consolidación y 
ampliación.

artÍcuLo 21. Condiciones de manejo. Las condiciones de manejo son el 
conjunto de pautas y determinantes para el manejo del inmueble, en tres (3) 
aspectos: físico-técnicos, administrativos y financieros, los cuales deben 
propender por su preservación y sostenibilidad.

I.  Aspectos físico-técnicos: Determinantes relacionadas con usos, volu-
metría, alturas, índices de ocupación y construcción, accesibilidad, 
movilidad, parqueaderos, antejardines, aislamientos, señalización, 
redes de servicios públicos, equipamientos urbanos, espacio público y 
demás aspectos relacionados con las condiciones físicas del inmueble 
y su zona de influencia.

II.  Aspectos administrativos: Esquema de manejo administrativo del 
inmueble, que defina y garantice un responsable que se encargue del 
cuidado del mismo y de la aplicación del PEMP correspondiente.

III.  Aspectos financieros: Medidas económicas y financieras para la recu-
peración y sostenibilidad del inmueble, que comprenden la identi-
ficación y formulación de proyectos para incorporarlo a la dinámica 
económica y social y determinar las fuentes de recursos para su 
conservación y mantenimiento.

El PEMP deberá fijar, en los casos en que sea pertinente, las determinantes 
que desarrollarán las diferentes administraciones locales, en relación con los 
instrumentos de gestión del suelo, tales como planes parciales, unidades de 
actuación urbanística, procesos de expropiación y de renovación urbana, entre 
otros; así como los compromisos de inversión pública y privada.

Los planes de desarrollo, según sea el caso, deberán contemplar las previ-
siones necesarias tanto técnicas como financieras y presupuestales para desa-
rrollar e implementar los PEMP de inmuebles del grupo urbano.

Las entidades públicas, propietarias de bienes inmuebles declarados 
bIC están en la obligación de destinar recursos técnicos y financieros para su 
conservación y mantenimiento.

Dentro de este tipo de aspectos se incluyen los incentivos tributarios regla-
mentados en este decreto.

artÍcuLo 22. Plan de Divulgación. Es el conjunto de acciones para difundir 
las características y los valores del inmueble. El objetivo principal de este plan 
es asegurar el respaldo comunitario a la conservación del bien.

Cuando un inmueble se declare como bIC, la autoridad competente deberá 
informar a las entidades encargadas de cultura y turismo en el departamento, 
municipio y/o distrito en donde éste se localice, con el fin de promover su 
conocimiento y apropiación por parte de la ciudadanía en general.

capÍtuLo iii
parte ii: planes especiales de manejo y protección  
para bienes muebles

artÍcuLo 23. Categorías de bienes muebles. Los bienes muebles, para efectos 
de la adopción de PEMP se clasifican como se indica a continuación, sin 
perjuicio de otros que por vía general reglamente el Ministerio de Cultura:

1.  Colecciones privadas y públicas: bienes que conforman las colecciones que 
pertenecen a entidades públicas, bibliotecas, museos, casas de cultura, 
iglesias y confesiones religiosas, entre otras.

2.  Monumentos en espacio público: Monumentos ubicados en espacios públicos 
como vías, plazas y parques.

artÍcuLo 24. PEMP para bienes muebles. Dentro de las categorías de muebles 
señaladas en el artículo anterior, se tendrá en cuenta lo siguiente para efectos 
de la formulación de PEMP:

Procurará formularse PEMP para las colecciones privadas y públicas y 
los monumentos en espacio público que se incluyan en la Lista Indicativa de 
Candidatos a bienes de interés Cultural –LICbIC–, sin perjuicio de las atribu-
ciones autónomas de decisión que corresponden a cada autoridad competente.

Se formulará PEMP para los monumentos en espacio público declarados 
bIC con anterioridad a la expedición de la Ley 1185 de 2008, sin perjuicio de la 
facultad de cada autoridad competente para formularlo en otros casos.
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artÍcuLo 25. Contenido de los PEMP de bienes muebles. De conformidad con 
lo previsto en el inciso 4° del numeral 1 del artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, 
cuando la declaratoria de un bIC mueble imponga la formulación de un PEMP, 
éste indicará el bien o conjunto de bienes, las características del espacio donde 
están ubicados, el nivel permitido de intervención, las condiciones de manejo 
y plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a su conservación.

artÍcuLo 26. Bien o conjunto de bienes. Es la descripción física del bien o del 
conjunto de bienes y de sus partes constitutivas, la cual se define para efectos 
de su declaratoria como bIC.

artÍcuLo 27. Espacio de ubicación. Es la descripción, demarcación y carac-
terización del espacio en el que se encuentra ubicado el bien o el conjunto de 
bienes. El uso apropiado de este espacio es necesario para que los valores del 
bien o del conjunto se conserven.

artÍcuLo 28. Nivel permitido de intervención. En los muebles declarados bIC 
solamente se permitirá el nivel de conservación integral, teniendo en cuenta 
que éstos deben ser preservados en su integralidad. Cualquier intervención 
puede poner en riesgo sus valores y su integridad, por lo que las acciones que 
se pretendan efectuar deben ser legibles y dar fe del momento en el que se 
hicieron.

artÍcuLo 29. Condiciones de manejo. Son el conjunto de pautas y determi-
nantes para el manejo del bien mueble o conjunto de bienes muebles, en tres 
(3) aspectos: físico-técnicos, administrativos y financieros, los cuales deben 
propender por su preservación y sostenibilidad.

I.  Aspectos físico-técnicos: Determinantes relacionadas con las condi-
ciones físicas del bien o del conjunto de bienes, con su uso y función, 
espacio de ubicación, condiciones de exhibición, presentación, 
manipulación, almacenamiento, seguridad y con el ambiente (tempe-
ratura, humedad e iluminación).

II.  Aspectos administrativos: Esquema administrativo del bien o del 
conjunto de bienes, que defina y garantice un responsable que 
se encargue del cuidado del mismo y de la aplicación del PEMP 
correspondiente.

III.  Aspectos financieros: Medidas económicas y financieras para la recu-
peración y sostenibilidad del bien o del conjunto de bienes, que 

comprenden la identificación y formulación de proyectos para incor-
porarlos a la dinámica económica y social y determinar las fuentes 
de recursos para su conservación y mantenimiento. Incorpora los 
aspectos tributarios reglamentados en este decreto.

artÍcuLo 30. Plan de Divulgación. Es el conjunto de acciones para difundir 
las características y los valores del bien mueble o conjunto de éstos. El objetivo 
principal de este plan es asegurar el respaldo comunitario a la conservación de 
los mismos.

Cuando un mueble se declare como bIC, la autoridad competente deberá 
informar a las entidades encargadas de cultura y turismo en el departamento, 
municipio y/o distrito en donde éste se ubique, con el fin de que éstas puedan 
promover su conocimiento y apropiación por parte de la ciudadanía en general.

capÍtuLo iv
competencias para la formulación de planes especiales de manejo y 
protección –pemp–

artÍcuLo 31. Competencias para la formulación de los PEMP. Para los bienes 
del grupo arquitectónico y las colecciones privadas y públicas, la formulación 
del PEMP corresponde al propietario. En dicha formulación podrá concurrir el 
tercero solicitante de la declaratoria.

Para los bienes del grupo urbano y los monumentos en espacio público, la 
formulación del PEMP corresponde a las autoridades distritales o municipales 
del territorio en donde éstos se localicen. Las autoridades competentes depar-
tamentales y nacionales podrán concurrir mediante el aporte de recursos en 
este caso.

artÍcuLo 32. Iniciativa de particulares para formular los PEMP. Los particu-
lares propietarios de bienes declarados bIC o incluidos en la LICbIC pueden 
adelantar la formulación del PEMP aunque no sea requerido por la autoridad 
competente, con el fin de llevar a cabo acciones de protección y preservación 
de los bienes.

artÍcuLo 33. Procedimiento para la formulación y aprobación de los PEMP. El 
Ministerio de Cultura podrá definir aspectos técnicos y administrativos que 
desarrollen como mínimo dos fases del PEMP: Fase I Análisis y Diagnóstico; 
Fase II Propuesta Integral.



72 73

artÍcuLo 34. Implementación de los PEMP. Una vez expedido el acto admi-
nistrativo de declaratoria del bien como bIC y de aprobación del PEMP respec-
tivo, se deberá dar inicio a la implementación del mismo.

Parágrafo 1°. La autoridad competente para realizar la declaratoria y aprobar 
el PEMP, será la encargada de verificar la implementación del mismo. Para el 
efecto, programará visitas técnicas al bien por lo menos una (1) vez al año, las 
cuales deberán ser realizadas por profesionales idóneos. Como resultado de las 
mismas se elaborará un informe.
Parágrafo 2°. Para el caso de los bIC del ámbito nacional, el Ministerio de Cultura 
podrá hacer la verificación directamente o a través de las autoridades territo-
riales competentes para el manejo del patrimonio cultural.

artÍcuLo 35. Régimen de transición. Los Planes Especiales de Protección 
–PEP– formulados y aprobados con anterioridad a la expedición del presente 
decreto, los cuales en adelante serán considerados PEMP, se regirán por los 
actos respectivos de adopción. Sin embargo, las modificaciones de aquéllos 
deberán sujetarse a lo previsto en el presente decreto.

Los PEMP que a la fecha de expedición del presente decreto se encuentren 
en proceso de formulación deberán ajustarse a las disposiciones contenidas 
en éste.

artÍcuLo 36. Términos para formulación y aprobación de PEMP. En razón 
de la naturaleza diferencial de los bIC muebles e inmuebles y de las diversas 
categorías de bienes, el Ministerio de Cultura reglamentará por vía general los 
plazos para la formulación y aprobación de PEMP.

Del mismo modo señalará los plazos máximos para determinar cuáles bIC 
declarados con anterioridad a la Ley 1185 de 2008 requieren PEMP, así como 
el plazo máximo para formular y aprobar tales PEMP, sin que el plazo máximo 
total para el efecto pueda superar cinco (5) años a partir de la vigencia de este 
decreto.

artÍcuLo 37. Competencia residual. No obstante lo establecido en este capí-
tulo, las autoridades competentes para declarar bIC, podrán formular directa-
mente los PEMP que estimen necesarios.

capÍtuLo v
intervención de bic

artÍcuLo 38. Definición. Por intervención se entiende todo acto que cause 
cambios al bIC o que afecte el estado del mismo. Comprende, a título enun-
ciativo, actos de conservación, restauración, recuperación, remoción, demoli-
ción, desmembramiento, desplazamiento o subdivisión, y deberá realizarse de 
conformidad con el Plan Especial de Manejo y Protección si éste existe. 

La intervención comprende desde la elaboración de estudios técnicos, 
diseños y proyectos, hasta la ejecución de obras o de acciones sobre los bienes.

artÍcuLo 39. Autorización. Toda intervención de un bIC, con independencia 
de si el bIC requiere o no de un Plan Especial de Manejo y Protección, deberá 
contar con la previa autorización de la autoridad competente que hubiera efec-
tuado la declaratoria.

artÍcuLo 40. Principios generales de intervención. Toda intervención de un 
bIC deberá observar los siguientes principios:

1.  Conservar los valores culturales del bien.
2.  La mínima intervención entendida como las acciones estrictamente nece-

sarias para la conservación del bien, con el fin de garantizar su estabilidad 
y sanearlo de las fuentes de deterioro.

3.  Tomar las medidas necesarias que las técnicas modernas proporcionen 
para garantizar la conservación y estabilidad del bien.

4.  Permitir la reversibilidad de la intervención si en el futuro se considera 
necesario.

5.  Respetar la evolución histórica del bien y abstenerse de suprimir agre-
gados sin que medie una valoración crítica de los mismos.

6.  Reemplazar o sustituir solamente los elementos que sean indispensables 
para la estructura. Los nuevos elementos deberán ser datados y distin-
guirse de los originales.

7.  Documentar todas las acciones e intervenciones realizadas. 
8.  Las nuevas intervenciones deben ser legibles.

artÍcuLo 41. Tipos de obras para BIC inmuebles. Las diferentes obras que 
se pueden efectuar en bIC inmuebles, de acuerdo con el nivel de interven-
ción permitido y previa autorización de la autoridad competente, son las 
siguientes:
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1.  Primeros auxilios: Obras urgentes a realizar en un inmueble que se encuentra 
en peligro de ruina, riesgo inminente, o que ha sufrido daños por agentes 
naturales o por la acción humana. Incluye acciones y obras provisionales de 
protección para detener o prevenir daños mayores, tales como: apuntala-
miento de muros y estructuras, sobrecubiertas provisionales y todas aque-
llas acciones para evitar el saqueo de elementos y/o partes del inmueble, 
carpinterías, ornamentaciones, bienes muebles, etc.

2.  Reparaciones locativas: Obras para mantener el inmueble en las debidas 
condiciones de higiene y ornato sin afectar su materia original, su forma 
e integridad, su estructura portante, su distribución interior y sus carac-
terísticas funcionales, ornamentales, estéticas, formales y/o volumétricas. 
Incluye obras de mantenimiento y reparación como limpieza, renovación 
de pintura, eliminación de goteras, remplazo de piezas en mal estado, obras 
de drenaje, control de humedades, contención de tierras, mejoramiento de 
materiales de pisos, cielorrasos, enchapes, y pintura en general. También 
incluye la sustitución, mejoramiento y/o ampliación de redes de instala-
ciones hidráulicas, sanitarias, eléctricas, ventilación, contra incendio, de 
voz y datos y de gas.

3.  Reforzamiento estructural: Es la consolidación de la estructura de uno o 
varios inmuebles, con el objeto de acondicionarlos a niveles adecuados de 
seguridad sismorresistente de acuerdo con los requisitos de la Ley 400 de 
1997 o la norma que la adicione, modifique o sustituya y su reglamento.

4.  Rehabilitación o adecuación funcional: Obras necesarias para adaptar un 
inmueble a un nuevo uso, garantizando la preservación de sus caracterís-
ticas. Permiten modernizar las instalaciones, y optimizar y mejorar el uso 
de los espacios.

5.  Restauración: Obras tendientes a recuperar y adaptar un inmueble o parte 
de éste, con el fin de conservar y revelar sus valores estéticos, históricos y 
simbólicos. Se fundamenta en el respeto por su integridad y autenticidad.

6.  Obra nueva: Construcción de obra en terrenos no construidos. 
7.  Ampliación: Incremento del área construida de una edificación existente, 

entendiéndose por área construida la parte edificada que corresponde a la 
suma de las superficies de los pisos, excluyendo azoteas y áreas sin cubrir o 
techar.

8.  Consolidación. Fortalecimiento de una parte o de la totalidad del 
inmueble.

9.  Demolición. Derribamiento total o parcial de una o varias edificaciones 
existentes en uno o varios predios.

10.  Liberación. Obras dirigidas a retirar adiciones o agregados que van en 
detrimento del inmueble ya que ocultan sus valores y características. El 
proceso de liberación de adiciones o agregados comprende las siguientes 
acciones:

i. Remoción de muros construidos en cualquier material, que subdividan 
espacios originales y que afecten sus características y proporciones. 

ii. Demolición de cuerpos adosados a los volúmenes originales del 
inmueble, cuando se determine que éstos afectan sus valores 
culturales.

iii. Reapertura de vanos originales de ventanas, puertas, óculos, nichos, 
hornacinas, aljibes, pozos y otros.

iv. Retiro de elementos estructurales y no estructurales que afecten la 
estabilidad del inmueble.

v. Supresión de elementos constructivos u ornamentales que distor-
sionen los valores culturales del inmueble.

11.  Modificación. Obras que varían el diseño arquitectónico o estructural de 
una edificación existente, sin incrementar su área construida.

12.  Reconstrucción. Obras dirigidas a rehacer total o parcialmente la estructura 
espacial y formal del inmueble, con base en datos obtenidos a partir de la 
misma construcción o de documentos gráficos, fotográficos o de archivo.

13.  Reintegración: Obras dirigidas a restituir elementos que el inmueble ha 
perdido o que se hace necesario reemplazar por su deterioro irreversible.

Parágrafo. En el caso de inmuebles, también son objeto de esta autorización las 
intervenciones en las áreas de influencia, bienes colindantes con dichos bienes 
y espacios públicos localizados en sectores urbanos declarados bIC e identifi-
cados en el PEMP.

artÍcuLo 42. Tipos de acciones e intervenciones para BIC muebles. Las dife-
rentes acciones o intervenciones que se pueden efectuar en bIC muebles, de 
acuerdo con el nivel de conservación integral y previa autorización de la auto-
ridad competente, son las siguientes:

1.  Conservación preventiva: Se refiere a estrategias y medidas de orden técnico 
y administrativo dirigidas a evitar o minimizar el deterioro de los bienes 
y, en lo posible, las intervenciones directas. Comprende actividades tales 
como almacenamiento, manipulación, embalaje, transporte, control de 



76 77

condiciones ambientales, planificación de emergencias, capacitación del 
personal y sensibilización del público.

2.  Conservación - restauración: Acciones directas sobre los bienes, orientadas 
a asegurar su preservación a través de la estabilización de la materia. Se 
realizan a partir de la formulación del proyecto de restauración. Incluye 
acciones urgentes en bienes cuya integridad física y/o química se encuentra 
en peligro y/o riesgo inminente, como resultado de los daños produ-
cidos por agentes naturales o la acción humana, acciones provisionales 
de protección para detener o prevenir daños mayores, así como acciones 
periódicas y planificadas dirigidas a mantener los bienes en condiciones 
óptimas.

Dentro de las acciones se encuentran: limpieza superficial, limpieza 
profunda, desinfección, desinsectación, desalinización, desacidificación, 
recuperación de plano, refuerzos estructurales, unión de rasgaduras o 
de fragmentos, consolidación, fijado, injertos, restitución de partes y/o 
faltantes, remoción de material biológico, remoción de intervenciones 
anteriores y/o de materiales agregados, resanes y reintegración cromática, 
entre otros.

artÍcuLo 43. Solicitud de autorización. La solicitud de autorización para 
intervenir un bIC deberá presentarse ante la autoridad competente, por su 
propietario o representante legal o por el profesional debidamente autorizado 
por el propietario, según requisitos que señalará el Ministerio de Cultura tanto 
para los bIC del ámbito nacional como territorial.

La autorización constará en resolución motivada, en la cual se señalará el 
tipo de intervención aprobada.

En el caso de bIC inmuebles, al mismo procedimiento están sujetos los 
inmuebles colindantes o localizados en la zona de influencia del bIC.
Parágrafo. El Ministerio de Cultura podrá reglamentar los casos de interven-
ciones mínimas de bIC inmuebles y muebles que no requieran autorización 
previa.

artÍcuLo 44. Obligación de restitución de BIC por demolición no autorizada. 
Si un bIC fuere demolido parcial o totalmente, o fuere intervenido sustancial-
mente, sin la autorización correspondiente y en contravención de las normas 
que obligan a su conservación, la autoridad competente procederá de manera 
inmediata a la paralización de dicha actividad en concurso con las autoridades 
de policía o locales si fuere el caso, y ordenará al propietario o poseedor la resti-

tución de lo indebidamente demolido o intervenido según su diseño original, 
sin perjuicio de las sanciones previstas en la ley.

capÍtuLo vi
registro de profesionales para la supervisión  
de intervenciones de bic

artÍcuLo 45. Registro de profesionales para la supervisión de intervención 
de BIC. La intervención de un bIC sólo podrá realizarse bajo la supervisión 
de profesionales en la materia debidamente registrados ante la autoridad 
competente.

Las autoridades territoriales podrán utilizar el registro del Ministerio de 
Cultura.

Entiéndase por supervisión de intervención, el seguimiento, dirección, 
control y/o ejecución de la intervención de un bIC.

artÍcuLo 46. Principios para supervisión de intervención. Para efectos de la 
supervisión de intervención, los profesionales deberán actuar con base en los 
siguientes principios:

1.  Autonomía y responsabilidad: Los profesionales son responsables disci-
plinaria, fiscal, civil y penalmente por los daños y perjuicios que causen 
a quien los contrate, a terceros o a la Administración Pública, así como al 
bien objeto de la intervención, según el caso.

2.  Sujeción al PEMP y a la normatividad aplicable. Los profesionales verifi-
carán la concordancia de la intervención con el Plan Especial de Manejo y 
Protección –PEMP–, cuando éste exista, y con la normatividad aplicable.

artÍcuLo 47. Contratación de profesionales para la supervisión de interven-
ción de BIC. Las personas jurídicas públicas o privadas y las personas naturales 
que pretendan efectuar alguna intervención en un bien mueble o inmueble 
declarado como bIC, deberán contratar a su costa a profesionales debidamente 
registrados ante la autoridad competente con el fin de que ejerzan la supervi-
sión de la intervención.

artÍcuLo 48. Requisitos para la inscripción. Para efectos de la inscripción en 
el Registro, se deberá presentar solicitud de inscripción ante el Ministerio de 
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Cultura o ante las autoridades territoriales y acreditar los siguientes requisitos 
mínimos:

1.  Para bienes inmuebles:

i. Poseer título profesional de arquitecto o ingeniero civil, matrícula 
profesional y título de postgrado en restauración arquitectónica o 
urbana de mínimo un año académico. El Ministerio de Cultura podrá 
determinar de manera general las equivalencias para efectos de homo-
logación de la experiencia profesional por formación de postgrado.

ii. Acreditar experiencia laboral mínima de un (1) año en estudios, 
proyectos y/u obras en inmuebles declarados bIC y demás inmuebles 
que integran el patrimonio cultural de la Nación, para obras menores 
como primeros auxilios, mantenimiento y reparaciones locativas, y 
tres (3) años para los demás tipos de obras relacionadas con la inter-
vención de dichos inmuebles.

2.  Para bienes muebles:

i. Poseer título profesional en restauración de bienes muebles o creden-
cial otorgada por el Consejo de Monumentos Nacionales.

ii. Acreditar experiencia laboral mínima de dos (2) años en estudios, 
proyectos y/o ejecución de acciones de intervención en bienes cultu-
rales muebles.

Parágrafo. Los títulos obtenidos en otros países deberán ser homologados según 
las exigencias legales en Colombia.

artÍcuLo 49. Registro de profesionales para la supervisión de intervención de 
BIC en el ámbito territorial. Las autoridades competentes en el ámbito territo-
rial podrán establecer su propio Registro de Profesionales, para lo cual deberán 
sujetarse a los requerimientos mínimos fijados en este decreto.

De igual manera, podrán tener en cuenta y aceptar los profesionales que 
figuren en los Registros del Ministerio de Cultura o de los Departamentos, 
Distritos o Municipios.

artÍcuLo 50. Solicitud de inscripción y presentación de la documenta-
ción. La solicitud de inscripción deberá realizarse mediante la entrega 
del formulario establecido por la autoridad competente, debidamente 

diligenciado, junto con los documentos que acrediten el cumplimiento de 
los requisitos exigidos.

Este formulario deberá estar disponible en forma gratuita en la página 
web de cada autoridad competente.

artÍcuLo 51. Verificación de requisitos. Una vez la autoridad competente haya 
verificado el cumplimiento de los requisitos, el profesional formará parte del 
Registro de Profesionales para la supervisión de intervención de bIC.

La ausencia o no veracidad en las acreditaciones presentadas determi-
narán el retiro inmediato del aspirante del proceso de registro, cualquiera que 
sea la etapa en que se encuentre, sin perjuicio de las acciones civiles, penales, 
disciplinarias y fiscales que se pudieren derivar.

De igual manera, la autoridad competente podrá revisar en cualquier tiempo 
la inscripción en el Registro, de oficio o a solicitud de cualquier ciudadano.

Las solicitudes e inscripciones en el Registro podrán hacerse en cualquier 
tiempo.

Las autoridades competentes deberán realizar una convocatoria para el 
registro de profesionales mínimo cada tres (3) años, sin perjuicio de que puedan 
hacerla antes, cuando criterios de conveniencia o necesidad lo ameriten.

capÍtuLo vii
exportación temporal de bic

artÍcuLo 52. Autorización. Las exportaciones temporales de bIC serán 
autorizadas por la instancia competente según lo previsto en el título I de este 
decreto, cuando se comprueben estrictamente los fines determinados en la Ley 
397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008.

El Ministerio de Cultura fijará aspectos técnicos generales para que 
procedan las autorizaciones, sin perjuicio de las regulaciones aduaneras.

capÍtuLo viii
enajenación y contratos sobre bic de entidades públicas

artÍcuLo 53. Enajenación y otros contratos sobre BIC de entidades públicas. De 
conformidad con el artículo 10 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artí-
culo 6° de la Ley 1185 de 2008, los bIC de propiedad de entidades públicas son 
inembargables, imprescriptibles e inalienables.
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La autorización de enajenaciones o préstamos entre entidades públicas se 
llevará a cabo mediante acto administrativo motivado que expida la autoridad 
competente.

Del mismo modo en caso de la celebración de contratos de que trata el 
parágrafo de la referida disposición, respecto de entidades privadas sin ánimo 
de lucro, se expedirá acto administrativo motivado, sin perjuicio de los demás 
requisitos que señala el artículo 355 de la Constitución Política, o los artículos 
95 y 96 de la Ley 489 de 1998. Este tipo de contratos o convenios con parti-
culares sólo podrá tener como finalidad principal garantizar lo necesario para 
la protección, recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del 
respectivo bIC sin afectar su inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembar-
gabilidad. En este sentido, el uso que se le dé al inmueble debe garantizar su 
integridad.

Sin perjuicio de otras informaciones, ni de las estipulaciones de los respec-
tivos contratos, el acto administrativo a que se refiere este artículo deberá 
contener como mínimo:

1. La identificación de las partes y de sus representantes legales, cuando al 
momento de la autorización se conozca la parte contratista.

2.  La descripción y localización del bien o bienes de que se trate.
3.  La situación administrativa, técnica, jurídica u otras que describan la 

situación actual del bien. 
4.  El acto de declaratoria como bIC.
5.  El PEMP, en caso de que el bien lo tuviere.
6.  La descripción de actividades de protección, recuperación, conservación, 

sostenibilidad y divulgación del bien, que la entidad llevará a cabo de 
acuerdo con el PEMP, si el bien lo tuviere. Si el bien no cuenta con PEMP, 
serán de conformidad con las indicaciones de la entidad comodante, o 
enajenante si se trata de enajenación entre entidades públicas.

7.  La entidad comodataria, la adquirente de la propiedad, o el particular, 
deberá manifestar por escrito su compromiso irrevocable de cumplir con 
las actividades de protección, recuperación, conservación, sostenibilidad 
y divulgación del bien.

8.  La descripción sobre las partes, objeto, obligaciones, valores, plazo y 
condiciones del contrato a celebrar.

Parágrafo 1°. Será de responsabilidad exclusiva de la entidad que celebre el 
respectivo contrato, dar cumplimiento a las exigencias legales.

Parágrafo 2°. Durante el desarrollo del contrato, la entidad pública que lo celebre 
deberá enviar a la entidad que otorgó la autorización, la información que ésta 
requiera. Una vez terminado el contrato deberá enviar un informe final sobre 
la ejecución y liquidación del mismo. En todo caso, la entidad que otorgue la 
autorización podrá realizar labores de supervisión y vigilancia con el fin de 
verificar que las condiciones en las cuales fue otorgada la autorización se estén 
cumpliendo.
Parágrafo 3°. Previo a la autorización, la autoridad competente podrá establecer 
la necesidad de adoptar un PEMP para el bIC, en caso de que éste no lo tuviere. 

tÍtuLo iv
patrimonio arQueoLógico

artÍcuLo 54. Régimen Especial del Patrimonio Arqueológico. El patrimonio 
arqueológico se rige con exclusividad por lo previsto en los artículos 63 y 72 de 
la Constitución Política, en lo pertinente por los artículos 12 y 14 de la Ley 163 
de 1959, por el artículo 6° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 3° 
de la Ley 1185 de 2008 y demás normas pertinentes, el artículo 1° del Decreto 
1397 de 1989, así como por lo establecido en el Decreto 833 de 2002 y las dispo-
siciones del presente título.

Las demás disposiciones de este decreto le serán aplicables al patrimonio 
arqueológico sólo cuando expresamente lo señalen.

artÍcuLo 55. Autoridad competente. De conformidad con el artículo 6° de 
la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 3° de la Ley 1185 de 2008 y las 
demás normas pertinentes de dicha ley, el Instituto Colombiano de Antropo-
logía e Historia –ICANH– es la única entidad facultada por las disposiciones 
legales para aplicar el régimen de manejo del patrimonio arqueológico tanto en 
el nivel nacional, como en los diversos niveles territoriales.

Sin perjuicio de otras competencias previstas en disposiciones legales o 
reglamentarias o de cualquier otra que corresponda al manejo del patrimonio 
arqueológico en todo el territorio nacional, en particular le compete al ICANH:

1.  Autorizar a las personas naturales o jurídicas para ejercer la tenencia de los 
bienes muebles del patrimonio arqueológico, siempre que éstas cumplan 
con las obligaciones de registro, manejo y seguridad de dichos bienes que 
determine el ICANH.
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2.  Llevar el registro de bienes arqueológicos muebles en tenencia de 
terceros.

3.  Elaborar y mantener actualizado el Registro de bienes Arqueológicos, Áreas 
Arqueológicas Protegidas y sus Áreas de Influencia, y remitirlo anualmente 
al Ministerio de Cultura - Dirección de Patrimonio, de conformidad con el 
numeral 2, artículo 14 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 9° 
de la Ley 1185 de 2008.

4.  Declarar, cuando proceda, áreas arqueológicas protegidas y, si fuera el 
caso, delimitar el área de influencia respectiva, declaratoria que no afecta 
la propiedad del suelo.

5.  Aprobar los Planes de Manejo Arqueológico para las áreas arqueológicas 
protegidas, los cuales incluirán las áreas de influencia si las hubiere. Sobre 
los bienes arqueológicos muebles dados en tenencia, podrá exigir y aprobar 
dicho Plan de Manejo Arqueológico.

6. Recibir los avisos que cualquier persona esté en la obligación de llevar 
a cabo, con ocasión del encuentro de bienes integrantes del patrimonio 
arqueológico, y definir las medidas aplicables para una adecuada protec-
ción de dichos bienes.

7.  Autorizar el desarrollo de prospecciones, exploraciones o excavaciones de 
carácter arqueológico.

8.  Aprobar los Planes de Manejo Arqueológico en los proyectos de construc-
ción de redes de transporte de hidrocarburos, minería, embalses, infra-
estructura vial, así como en los demás proyectos y obras que requieran 
licencia ambiental, registros o autorizaciones equivalentes ante la auto-
ridad ambiental, y definir las características de los Programas de Arqueo-
logía Preventiva en estos casos, de conformidad con el numeral 1.4, 
artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7° de la Ley 
1185 de 2008.

9. Autorizar intervenciones de bienes del patrimonio arqueológico, áreas 
arqueológicas protegidas y áreas de influencia, de conformidad con los 
Planes de Manejo Arqueológico que existieren, y registrar o acreditar los 
profesionales que podrán realizar las intervenciones respectivas, según lo 
dispone el numeral 2, artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el 
artículo 7° de la Ley 1185 de 2008.

10.  Autorizar, cuando proceda y hasta por el término legal máximo, la expor-
tación temporal de bienes arqueológicos, de conformidad con el numeral 
3, artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7° de la Ley 
1185 de 2008.

11.  Aplicar el régimen de sanciones de su competencia, según lo previsto en 
el artículo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 10 de la Ley 
1185 de 2008.

Parágrafo 1°. En caso de ser necesario, el ICANH podrá delegar el ejercicio de las 
competencias que le atribuyen la ley y los actos reglamentarios, de conformidad 
con los precisos parámetros de la Ley 489 de 1998.
Parágrafo 2°. Para el ejercicio de las competencias asignadas por la ley y enun-
ciadas en el presente artículo, el ICANH podrá establecer las acreditaciones, 
requisitos documentales y aspectos técnicos que sean pertinentes dada la natu-
raleza del patrimonio arqueológico.
Parágrafo 3°. Lo previsto en este artículo modifica lo establecido en el artículo 
2° del Decreto 833 de 2000. Para todos los efectos de dicho decreto la autoridad 
competente es el ICANH.
Parágrafo 4°. El Programa de Arqueología Preventiva es la investigación cien-
tífica dirigida a identificar y caracterizar los bienes y contextos arqueológicos 
existentes en el área de aquellos proyectos, obras o actividades que requieren 
licencia ambiental, registros o autorizaciones equivalentes ante la autoridad 
ambiental o que, ocupando áreas mayores a una hectárea, requieren licencia de 
urbanización, parcelación o construcción.

El propósito de este programa es evaluar los niveles de afectación espe-
rados sobre el patrimonio arqueológico por la construcción y operación de las 
obras, proyectos y actividades anteriormente mencionados, así como formular 
y aplicar las medidas de manejo a que haya lugar para el Plan de Manejo Arqueo-
lógico correspondiente.

artÍcuLo 56. Áreas arqueológicas protegidas y áreas de influencia. De confor-
midad con el artículo 6° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 3° 
de la Ley 1185 de 2008, el ICANH, podrá declarar áreas protegidas en las que 
existan bienes arqueológicos, sin que dicha declaratoria afecte la propiedad del 
suelo, si bien éste queda sujeto al Plan de Manejo Arqueológico que apruebe 
dicha entidad.

Las áreas arqueológicas protegidas declaradas o que declare el ICANH serán 
áreas precisamente determinadas del territorio nacional, incluidos terrenos de 
propiedad pública o particular, en las cuales existan bienes muebles o inmue-
bles integrantes del patrimonio arqueológico, a efectos de establecer en ellas 
un Plan de Manejo Arqueológico que garantice la integridad del contexto 
arqueológico.
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La declaratoria de áreas arqueológicas protegidas podrá hacerse oficiosa-
mente por el ICANH. En este caso, el ICANH elaborará previamente el Plan de 
Manejo Arqueológico correspondiente, el cual deberá ser socializado ante las 
autoridades territoriales, las comunidades indígenas y las comunidades negras 
de que trata la Ley 70 de 1993, que tengan jurisdicción sobre el área. El ICANH 
podrá atender las sugerencias hechas por las autoridades e incorporarlas al 
Plan de Manejo Arqueológico correspondiente.

También podrá solicitarse la declaratoria de áreas arqueológicas prote-
gidas por las entidades territoriales, las comunidades indígenas y las comuni-
dades negras de que trata la Ley 70 de 1993 cuando dichas áreas se encuentren 
dentro de su jurisdicción. Esta solicitud, que podrá ser individual o conjunta 
entre las señaladas autoridades, deberá adjuntar el Plan de Manejo Arqueoló-
gico correspondiente para aprobación del ICANH, para cuya realización podrá 
solicitar la información que el ICANH tenga sobre el área, así como su asistencia 
en la formulación del Plan. En estos casos la obligación de socializar el Plan de 
Manejo Arqueológico será de la entidad o comunidad que lo haya propuesto.

Parágrafo 1°. Para los efectos del Decreto 833 de 2000, cuando se alude a zonas 
de influencia arqueológica se entenderá referirse al término “áreas arqueoló-
gicas protegidas”
Parágrafo 2°. Para los efectos pertinentes, las áreas de conservación arqueoló-
gica, los parques arqueológicos nacionales y aquellos bIC de carácter nacional 
que hayan sido declarados como tal en virtud de su importancia arqueológica, 
serán considerados como áreas arqueológicas protegidas. El ICANH deberá 
elaborar el Plan de Manejo Arqueológico si no existiere, en un plazo máximo de 
diez (10) años contados a partir de la expedición del presente decreto.
Parágrafo 3°. De conformidad con el numeral 1.4, artículo 11 de la Ley 397 de 
1997, modificado por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, efectuada la decla-
ratoria de un área arqueológica protegida, el ICANH podrá establecer un área 
de influencia adyacente, cuya finalidad es servir de espacio de amortigua-
miento frente a las afectaciones que puedan producirse por la construcción u 
operación de obras, proyectos o actividades que se desarrollen en el perímetro 
inmediato de las mismas. La determinación precisa de la extensión de las 
áreas de influencia, así como los niveles permitidos de intervención, deberán 
establecerse en el Plan de Manejo Arqueológico del área protegida.
Parágrafo 4°. El ICANH reglamentará las acreditaciones, requisitos documen-
tales y aspectos técnicos para solicitar la declaratoria de áreas arqueológicas 
protegidas.

artÍcuLo 57. Tipos de intervención sobre el patrimonio arqueológico. Son tipos 
de intervenciones sobre el patrimonio arqueológico, las cuales requieren auto-
rización del ICANH:

1.  Intervenciones en desarrollo de investigaciones de carácter arqueológico 
que impliquen actividades de prospección, excavación o restauración.

Previo al inicio de las actividades, el interesado deberá presentar un 
proyecto de investigación ante el ICANH.

2.  Intervenciones en proyectos de construcción de redes de transporte de 
hidrocarburos, minería, embalses, infraestructura vial, así como en los 
demás proyectos, obras o actividades que requieran licencia ambiental, 
registros o autorizaciones equivalentes ante la autoridad ambiental, o que 
ocupando áreas mayores a una hectárea requieran licencia de urbaniza-
ción, parcelación o construcción.

Previo al inicio de las obras o actividades, el interesado deberá poner 
en marcha un Programa de Arqueología Preventiva que le permita en una 
primera fase formular el Plan de Manejo Arqueológico correspondiente. 
Como condición para iniciar las obras, dicho Plan deberá ser aprobado 
por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia. Sin prejuicio de lo 
anterior, para cada una de las fases del Programa de Arqueología Preventiva 
que impliquen actividades de prospección o excavaciones arqueológicas, 
el interesado deberá solicitar ante el ICANH la respectiva autorización de 
intervención.

3.  Intervenciones en proyectos, obras o actividades dentro de áreas arqueo-
lógicas protegidas y áreas de influencia, las cuales deberán hacerse acorde 
pon el Plan de Manejo Arqueológico aprobado.

Previo al inicio de intervenciones materiales u obras, el solicitante 
deberá tener en cuenta los niveles permitidos de intervención y los linea-
mientos previstos en el Plan de Manejo Arqueológico que acompañó la 
declaratoria del área arqueológica protegida y la determinación del área de 
influencia si la hubiere, o el Plan de Ordenamiento Territorial cuando éste 
hubiere incorporado debidamente los términos del correspondiente Plan 
de Manejo Arqueológico.

Las intervenciones u obras a que se refiere este numeral se refieren a 
cualquiera que requiera o no licencia ambiental, como acciones de parce-
lación, urbanización o construcción.

4.  Intervenciones de bienes muebles de carácter arqueológico que se encuen-
tran en calidad de tenencia legal.
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La persona natural o jurídica que en calidad de tenedora legal 
se encuentre en poder de bienes muebles del patrimonio arqueoló-
gico y requiera adelantar actividades de conservación o restauración de 
los mismos, deberá solicitar previamente al ICANH la autorización de 
intervención.

Para la obtención de esta autorización el ICANH podrá solicitar la 
presentación de un Plan de Manejo Arqueológico ajustado a las caracterís-
ticas del bien o bienes muebles a intervenir.

Parágrafo 1°. Las intervenciones descritas en los numerales 1 a 3, sólo podrán 
realizarse bajo la supervisión de profesionales en materia arqueológica debida-
mente acreditados ante el ICANH.
Parágrafo 2°. El ICANH reglamentará las acreditaciones, requisitos documen-
tales y aspectos técnicos necesarios para solicitar y expedir las autorizaciones 
de intervención sobre el patrimonio arqueológico y podrá definir términos 
de referencia mínimos para la realización de los Programas de Arqueología 
Preventiva y la elaboración y aplicación de los Planes de Manejo Arqueológico.

artÍcuLo 58. Complementariedad. En todos los casos en los cuales el área 
arqueológica protegida se superponga en todo o en parte, con una zona decla-
rada como área natural protegida, el Plan de Manejo Arqueológico deberá tener 
en cuenta los lineamientos establecidos en la declaratoria correspondiente. 
Para esto, las entidades encargadas del manejo de los temas, deberán establecer 
formas de colaboración y cooperación que les permitan articular los Planes de 
Manejo respectivos.

artÍcuLo 59. Incorporación de los Planes de Manejo Arqueológico en los Planes 
de Ordenamiento Territorial. En virtud de lo dispuesto en la Ley 388 de 1997, y en 
el artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el 7° de la Ley 1185 de 2008, 
los Planes de Ordenamiento Territorial de las entidades territoriales en las 
cuales existan áreas arqueológicas protegidas declaradas, deberán incorporar 
los respectivos Planes de Manejo Arqueológico.

Las entidades territoriales en las cuales existan áreas arqueológicas prote-
gidas, deberán informar a la respectiva Oficina de Instrumentos Públicos, a 
efectos de que ésta incorpore en los folios de matrícula inmobiliaria las anota-
ciones correspondientes a la existencia de Planes de Manejo Arqueológico en 
los predios cubiertos por la declaratoria, y deberán reportar al ICANH sobre 
estas solicitudes.

artÍcuLo 60. Cambio de tenencia de bienes arqueológicos. Los tenedores 
autorizados de bienes arqueológicos que hubieran efectuado su registro ante el 
ICANH, podrán solicitarle el cambio del tenedor, a condición de que el tercero 
interesado sea una persona natural o jurídica, pública o privada que demuestre 
las condiciones necesarias para la conservación, manejo, seguridad y divulga-
ción de los bienes arqueológicos de que se trata. Una vez reunida la información 
necesaria, el ICANH podrá autorizar el cambio.

artÍcuLo 61. Decomiso material de bienes integrantes del patrimonio arqueoló-
gico. Para los efectos de decomiso material de bienes arqueológicos por falta de 
registro de aquellos que se encuentren en tenencia de cualquier persona, según 
lo previsto en el artículo 19, numeral 1, del Decreto 833, el término concedido 
por el artículo 6° de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 3° de la Ley 
1185 de 2008 es de 5 años contados a partir de la fecha de promulgación de la 
Ley el 12 de marzo de 2008.

tÍtuLo v
patrimonio de imÁgenes en movimiento

artÍcuLo 62. Patrimonio colombiano de imágenes en movimiento. Todos 
los aspectos relacionados con el tratamiento del patrimonio colombiano de 
imágenes en movimiento, incluidos las declaratorias de las obras cinemato-
gráficas como bienes de interés cultural, la aplicación del Régimen de Manejo, 
protección, restricciones, estímulo, Planes Especiales de Manejo y Protección 
o Planes de Mantenimiento y Conservación de esta clase de obras según lo esta-
blecido en la Ley 397 de 1997 modificada en lo pertinente por la Ley 1185 de 
2008, se regirán con exclusividad por lo previsto en los artículos 14 a 23 del 
Decreto 358 de 2000.

El Ministerio de Cultura podrá reglamentar aspectos de orden formal y 
requisitos de acreditación necesarios para el efecto.

artÍcuLo 63. Modifícase el artículo 5° del Decreto 352 de 2004, el cual 
quedará así:
“Artículo 5°. Elegibilidad de los proyectos. Para que un proyecto sea elegible deberá 
ser presentado por el interesado ante el Administrador del Fondo para el Desa-
rrollo Cinematográfico.

Con cargo a los recursos del Fondo para el Desarrollo Cinematográfico 
se cubrirán los gastos necesarios para el desarrollo de convocatorias u otras 
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modalidades que se definan para la asignación de sus recursos, la auditoría 
externa y las reuniones del Consejo Nacional de las Artes y la Cultura en Cine-
matografía relacionados con dicho Fondo”.

artÍcuLo 64. Modifícase el numeral 6 del artículo 16 del Decreto 352 de 
2004, el cual quedará así:
“6. Que la proyección principal en la sala de exhibición o de cine, se realice con 
una diferencia no mayor a 15 minutos contados entre la terminación del corto y 
el inicio de dicha proyección principal”.

artÍcuLo 65. Modifícase el artículo 17 del Decreto 352 de 2004, el cual 
quedará así:
“Artículo 17. Aprobación de proyectos. Los proyectos cinematográficos de largo-
metraje y cortometraje, susceptibles de ser beneficiarios de donaciones o 
inversiones, que den derecho a la deducción tributaria prevista en la Ley 814 de 
2003, deberán ser previamente aprobados por el Ministerio de Cultura a través 
de la Dirección de Cinematografía de conformidad con los topes de presu-
puesto que establezca y con la situación estadística, financiera y de funciona-
miento de la cinematografía nacional, de acuerdo con los siguientes criterios 
como mínimo:

1.  Viabilidad técnica del proyecto.
2.  Viabilidad del presupuesto proyectado.
3.  Consistencia del presupuesto proyectado con los elementos técnicos y 

artísticos de la obra.
4.  El productor deberá entregar a la Dirección de Cinematografía del Minis-

terio de Cultura una copia del proyecto completo que incluya: guión, 
reparto, locaciones, plan de rodaje, información sobre el equipo técnico y 
artístico y presupuesto desglosado.

5.  Cumplir los requisitos establecidos en los artículos 43 y 44 de la Ley 397 
de 1997 y Decreto 358 de 2000, para ser considerado como producción o 
coproducción nacional de largo o cortometraje.

6.  El productor deberá presentar los demás documentos y acreditaciones que 
defina el Ministerio de Cultura, incluida la acreditación de contar con un 
tres por ciento (3%) del costo total del proyecto, disponible al momento 
de solicitar el reconocimiento en una cuenta en una entidad bancaria o 
fiduciaria vigilada por la Superintendencia Financiera y a nombre del 
productor o del proyecto.

Parágrafo 1°. La aprobación de que trata el presente artículo se hará mediante 
resolución motivada previa a la realización de la respectiva donación o inver-
sión, la cual se denominará Resolución de Reconocimiento como Proyecto 
Nacional.
Parágrafo 2°. El presupuesto que aprueba la Resolución de Reconocimiento de 
Proyecto Nacional indica con exclusividad el monto máximo de inversiones o 
donaciones que puede recibir el proyecto cinematográfico bajo el amparo de 
la deducción tributaria establecida en la Ley 814 de 2003, según los topes de 
presupuesto definidos por el Ministerio de Cultura.

artÍcuLo 66. Modifícase el numeral 3 del artículo 19 del Decreto 352 de 
2004, el cual quedará así:

“3. Fecha de la realización de la donación o inversión, la cual será la 
fecha de depósito del dinero en la entidad fiduciaria luego de expedida la 
Resolución de Reconocimiento de Proyecto Nacional. Esta fecha corres-
ponde al año fiscal sobre el cual es aplicable la deducción tributaria prevista 
en el artículo 16 de la Ley 814 de 2003.

La fecha de ejecución o gasto de los recursos invertidos o donados 
corresponde a las decisiones autónomas de los responsables del proyecto, 
sin embargo la Dirección de Cinematografía emitirá el Certificado de 
Inversión o Donación Cinematográfica cuando todos los requisitos y 
términos previstos en este decreto y los demás aspectos formales que esta-
blezca el Ministerio de Cultura estén plenamente cumplidos”.

artÍcuLo 67. Declaración y pago de la contribución. A partir del primer día del 
mes calendario siguiente a la fecha de publicación de este decreto, no podrán 
aplicar el estímulo de reducción de la cuota parafiscal de que trata el artículo 14 
de la Ley 814 de 2003, los exhibidores que no se encuentren a paz y salvo en el 
pago de la contribución parafiscal a su cargo o presenten declaraciones sin pago 
estando obligados a realizarlo, según los períodos de declaración y pago de la 
contribución establecidos en la Ley 814 de 2003 y en el Decreto 352 de 2004.

La declaración como el pago de la contribución debe hacerse a más tardar 
dentro de los primeros quince (15) días calendario siguientes al mes causado.

Una vez el respectivo exhibidor pague la totalidad de las sumas adeudadas 
podrá tener acceso al estímulo mencionado desde el mes calendario siguiente a 
la fecha de pago total, si cumple todos los requisitos establecidos en el Decreto 
352 de 2004.

artÍcuLo 68. Reportes. El administrador del Fondo para el Desarrollo Cine-
matográfico establecido en la Ley 814 de 2003 y en el Decreto 352 de 2004, 
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generará los reportes pertinentes a la autoridad de fiscalización y cobro en caso 
de que se aplicare la reducción de la cuota parafiscal por algún exhibidor en 
contravención de lo señalado en el artículo anterior.

artÍcuLo 69. Modifícase el artículo 2° del Decreto 2291 de 2003, el cual 
quedará así:
“Artículo 2°. Composición. El Consejo Nacional de las Artes y la Cultura en Cine-
matografía –CNACC– estará integrado por los siguientes miembros:

1.  El Ministro de Cultura o su delegado.
2.  El Director de Cinematografía del Ministerio de Cultura.
3.  Dos representantes con amplia trayectoria en el sector cinematográfico 

designados por el Ministro de Cultura.
4.  Un representante de los Consejos Departamentales y Distritales de la 

Cinematografía. 
5.  Un representante de los productores de largometraje. 
6.  Un representante de los distribuidores.
7.  Un representante de los exhibidores.
8.  Un representante de los directores.

Parágrafo 1°. El Ministro de Cultura quien presidirá el CNACC, podrá delegar en 
los términos de la Ley 489 de 1998.

Si su delegado fuere el Director de Cinematografía del Ministerio de 
Cultura, éste contará con el voto delegado y el suyo propio. Si el delegado fuere 
funcionario distinto, presidirá el Director de Cinematografía.
Parágrafo 2°. El Consejo podrá invitar a sus deliberaciones a funcionarios 
públicos, o a particulares representantes de las agremiaciones del sector cine-
matográfico y demás sectores de la sociedad civil que estime necesario, de 
acuerdo con los temas específicos a tratar, quienes participarán con voz pero 
sin voto. En caso de ser requerido de acuerdo con las cambiantes condiciones 
de la cinematografía nacional, mediante resolución del Ministerio de Cultura 
se podrá ampliar en dos (2) posiciones la representación de otros sectores de la 
actividad cinematográfica incluidas las entidades académicas, caso en el cual se 
determinará en el mismo acto su forma de elección.
Parágrafo 3°. Los representantes del Consejo Nacional de las Artes y la Cultura 
en Cinematografía podrán ser removidos antes del vencimiento del término 
para el cual fueron designados o elegidos, cuando falten de manera consecu-
tiva a tres (3) sesiones del mismo, sin justa causa debidamente comprobada o 
cuando omitan cumplir con las funciones previstas en la ley o en este decreto.

Parágrafo 4°. El Ministerio de Cultura determinará la forma de elección del 
representante de los Consejos Departamentales y Distritales de Cinemato-
grafía, la integración mínima de dichos Consejos de manera que se garantice 
la representatividad de los diversos sectores cinematográficos en esos niveles 
territoriales, y las competencias mínimas de las Secretarías Técnicas de dichos 
Consejos.

artÍcuLo 70. Modifícase el artículo 12 del Decreto 2291 de 2003, el cual 
quedará así:
“Artículo 12. Período. Salvo los funcionarios públicos de libre nombramiento y 
remoción los demás miembros del Consejo Nacional de las Artes y la Cultura 
en Cinematografía, tendrán un período de dos (2) años, contados a partir de su 
designación y/o elección. Los miembros del Consejo y quienes hayan ocupado 
esa posición con anterioridad, son reelegibles en consonancia con las formas 
de designación o elección.

Parágrafo 1°. En cuanto a la representación de la entidad pública Ministerio 
de Cultura, ésta estará sometida a los cambios que ocurran en ella, los cuales 
deberán informarse por escrito a la Secretaría Técnica del Consejo dentro del 
mes siguiente a la fecha en que se produzca el cambio respectivo.

Cuando por cualquier circunstancia, la persona que ejerza como repre-
sentante designado ante el Consejo Nacional de las Artes y la Cultura en Cine-
matografía, deje de desempeñar dicha representación, será reemplazada por el 
Ministerio de Cultura designando nuevo representante.

Cuando el Consejo Nacional de las Artes y la Cultura en Cinematografía 
retire o excluya, por causas legales o reglamentarias, a algún miembro elegido, 
éste será reemplazado siguiendo el procedimiento de elección señalado en el 
artículo 10 del presente decreto.

Si se produce el retiro de un miembro del Consejo por cualquier causa, 
antes de culminar su período, el nuevo designado o elegido ocupará su posición 
hasta la fecha inicialmente prevista para el vencimiento del período de quien 
deja de ocupar esa posición.
Parágrafo 2°. El Ministerio de Cultura podrá fijar otros requisitos que deberán 
reunir los candidatos, para la elección o designación de los miembros del 
Consejo Nacional de las Artes y la Cultura en Cinematografía”.

artÍcuLo 71. Modifícase el artículo 10 del Decreto 358 de 2000, el cual 
quedará así:
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“Artículo 10. Porcentaje de artistas colombianos en la coproducción nacional. El 
porcentaje de personal artístico colombiano en la coproducción cinematográ-
fica nacional de largo y cortometraje, previsto en la Ley 397 y en este decreto, 
respectivamente, se acredita con la participación de al menos:

1. El director o realizador de la película y un actor principal o secundario, o 
2.  Un actor principal y dos de las siguientes personas:

i. Director de fotografía.
ii. Director artístico o escenográfico.
iii. Autor o autores del guión o libreto cinematográfico. 
iv. Autor o autores de la música. 
v. Dibujante, si se trata de un diseño animado.
vi. Editor montajista.
vii. Actor secundario.

Parágrafo. La coproducción colombiana de largometraje deberá acreditar una 
participación técnica, en las mismas condiciones establecidas en el artículo 9° 
del presente decreto para las producciones nacionales de largometraje”.

artÍcuLo 72. Obras documentales y de animación. Los cortometrajes y largo-
metrajes nacionales de carácter documental y las obras cinematográficas de 
animación no requieren acreditar la presencia de actores colombianos para los 
efectos de los artículos 8° y 10 del Decreto 358 de 2000. La acreditación se hará 
mediante las otras alternativas fijadas.

En el caso de las obras de animación las voces de personajes que sean 
actores nacionales podrán acreditar la presencia del número de actores reque-
ridos en las mencionadas normas, si fuere el caso.

artÍcuLo 73. Duración mínima de cortometrajes. Para los efectos del artículo 
13 del decreto 358 de 2000, la duración mínima de los cortometrajes nacionales 
es de 7 minutos de conformidad con el artículo 3° de la Ley 814 de 2003.

artÍcuLo 74. Seguimiento de actividades cinematográficas. De conformidad 
con el artículo 111 de la Ley 489 de 1998, para el ejercicio de las funciones de 
seguimiento que competen al Ministerio de Cultura respecto de la actividad 
cinematográfica, de conformidad con el artículo 4°, numerales 5 y 6, de la Ley 
814 de 2003, en el numeral 3, artículo 154 del Decreto-Ley 1746 de 2003 que 
atribuye funciones a la Dirección de Cinematografía del Ministerio de Cultura, 
y las relativas a las obligaciones de productores, distribuidores, exhibidores, u 
otros agentes del sector, dicho Ministerio podrá celebrar convenios o contratos 

con particulares que realicen las inspecciones requeridas y cuyos informes 
constituyan certificación pública para la aplicación de las medidas consagradas 
en la ley o en las normas reglamentarias.

Las personas que se vinculen para el desarrollo de estas actividades 
cumplirán funciones públicas. Los convenios que se celebren para el efecto 
podrán vincular a universidades, entidades sin ánimo de lucro o entidades de 
auditoría y se sufragarán con cargo al presupuesto del Ministerio de Cultura.

El respectivo convenio, que no podrá tener plazo superior a 5 años, determi-
nará el alcance de las funciones de los particulares que así se vinculen, quienes 
otorgarán garantía única de conformidad con las normas de contratación estatal.

Del mismo modo, el Ministerio de Cultura señalará mediante acto adminis-
trativo las condiciones y actividades que se desarrollarán en el curso de este tipo de 
convenios o contratos. Este acto será publicado, y los agentes del sector que deban 
atender visitas de inspección por particulares serán previamente informados.

tÍtuLo vi
patrimonio arcHivÍstico

artÍcuLo 75. Archivos. Todos los aspectos relacionados con el tratamiento 
de los archivos en su carácter de patrimonio cultural de la Nación, incluidas las 
declaratorias como bienes de interés cultural y los procedimientos con ese fin, 
la aplicación del Régimen Especial de Protección, incluidas las restricciones, 
PEMP, o estímulo según lo establecido en la Ley 397 de 1997 modificada en lo 
pertinente por la Ley 1185 de 2008, se regirá en lo pertinente por lo previsto en 
las disposiciones del presente decreto o por las que reglamente el Ministerio de 
Cultura en aspectos de requisitos y otros criterios.

El Ministerio de Cultura podrá reglamentar aspectos técnicos y adminis-
trativos necesarios para el efecto.

artÍcuLo 76. Agrégase un numeral 13 al artículo 1° del Decreto 1313 de 
2008 relativo a la integración del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, con 
el siguiente contenido:
“13. El Director del Archivo General de la Nación o su delegado”.
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tÍtuLo vii
estÍmuLos para La conservación y mantenimiento de 
bienes de interÉs cuLturaL

Artículo 77. Gastos deducibles por conservación y mantenimiento de BIC. Los gastos 
sobre los que opera la deducción establecida en los incisos 1° y 2° del artículo 
56 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 14 de la Ley 1185 de 2008, 
son los siguientes:

1.  Por la elaboración del Plan Especial de Manejo y Protección —PEMP—: 
Serán deducibles los gastos efectuados en contratación de servicios espe-
cializados para la formulación del PEMP hasta en un monto máximo de 
cien (100) salarios mínimos legales mensuales, únicamente si el PEMP es 
aprobado por la autoridad que hubiere efectuado la declaratoria del bIC, 
máximo dentro de los tres (3) primeros meses del año calendario siguiente 
al año gravable en el que efectivamente se realicen los gastos que pretenden 
deducirse.

Para el efecto, la autoridad competente de efectuar la declaratoria del 
bIC deberá haber definido previamente si el bien requiere PEMP, según el 
procedimiento señalado en el artículo 8° de la Ley 397 de 1997, modificado 
por el artículo 5° de la Ley 1185 de 2008.

La aplicación de la deducción podrá llevarse a cabo, una vez la entidad 
competente de la declaratoria y de la aprobación del PEMP expida una 
certificación de aprobación del respectivo gasto realizado a nombre del 
propietario del bIC. Para estos efectos, la comprobación de la realización 
efectiva del gasto sólo será aceptable mediante factura expedida por el 
prestador del servicio a nombre del propietario del bIC, en los términos 
del Estatuto Tributario.

Dentro del rango máximo descrito en este numeral, el Ministerio de 
Cultura podrá fijar escalas máximas de costos según diferenciaciones en 
los PEMP requeridos para bienes muebles o inmuebles o subcategorías 
dentro de éstos.

2.  Por mantenimiento y conservación. Serán deducibles los gastos efec-
tuados en:

i. Contratación de servicios relativos a la protección, conservación e 
intervención del bIC.

ii. Materiales e insumos necesarios para la conservación y manteni-
miento del bIC.

iii. Tratándose de documentos escritos o fotográficos, son deducibles los 
gastos que se efectúen para la producción, copia y reproducción de los 
mismos, siempre que éstos tengan fines de conservación y en ningún 
caso de distribución o finalidad comercial.

iv. Equipos necesarios y asociados directa y necesariamente a la imple-
mentación del Plan Especial de Manejo y Protección —PEMP— del 
respectivo bIC.

Parágrafo 1°. Para la aplicación del beneficio previsto en el numeral 2 de este 
artículo, los gastos correspondientes deberán estar previamente discriminados 
en el proyecto de intervención que apruebe la autoridad competente de efectuar 
la declaratoria del bIC.
Parágrafo 2°. Para la aplicación del beneficio previsto en el numeral 2 de este 
artículo, los gastos efectuados serán deducibles hasta en un período de cinco (5) 
años gravables, siempre que la autoridad competente de la declaratoria del bIC 
confronte y certifique la correspondencia de los gastos efectuados con el proyecto 
de intervención autorizado, o PEMP aprobado cuando éste exista. Para estos 
efectos, la comprobación de la realización efectiva de gastos sólo será aceptable 
mediante factura expedida por quien suministre el bien o servicio a nombre del 
propietario del bIC, en los términos del Estatuto Tributario.
Parágrafo 3°. Para la aplicación del beneficio previsto en el numeral 2 de este 
artículo el Ministerio de Cultura podrá fijar escalas máximas de costos según 
diferenciaciones sobre intervenciones en bienes muebles o inmuebles.
Parágrafo 4°. Para la aplicación del beneficio previsto en el numeral 2 de este 
artículo se aceptarán los gastos realizados en el territorio nacional para la 
protección, conservación y mantenimiento del bien, salvo que por especiales 
circunstancias de imposibilidad técnica o por imposibilidad de prestación de 
tales servicios en el país, los servicios, materiales e insumos necesarios deban 
adquirirse en el exterior, y ello se encuentre aprobado en el proyecto de inter-
vención o en el PEMP si fuere el caso.
Parágrafo 5°. Para el caso del patrimonio arqueológico, teniendo en conside-
ración que éste pertenece a la Nación, lo establecido en los numerales 1 y 2 de 
este artículo será aplicable a las entidades estatales que siendo contribuyentes 
del impuesto de renta realicen los gastos descritos en relación con la formula-
ción y aplicación de Planes de Manejo Arqueológico, siempre y cuando éstos no 
correspondan a Programas de Arqueología Preventiva ligados a los proyectos, 
obras o actividades a cargo de la respectiva entidad.

Los gastos realizados en los Planes de Manejo Arqueológico definidos 
tendrán lugar en el marco de convenios con el Instituto Colombiano de 
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Antropología e Historia –ICANH–. En este caso el ICANH será competente para 
expedir las acreditaciones de que tratan ambos numerales.
Parágrafo 6°. Es responsabilidad del beneficiario del incentivo reglamentado 
en este artículo el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y la acreditación 
de gastos que le fuera solicitada por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales, de ser el caso.

artÍcuLo 78. Obligatoriedad del registro de BIC. No podrá aplicarse el bene-
ficio reglamentado en el artículo anterior, si el respectivo bIC no estuviere debi-
damente registrado y se hubieren cumplido todas las obligaciones de registro e 
información descritas en el artículo 14 de la Ley 397 de 1997, modificado por el 
artículo 9° de la Ley 1185 de 2008.

Tampoco será aplicable el beneficio, si en el caso de inmuebles no se 
hubiere registrado el respectivo bIC en los términos del numeral 1.2 del artículo 
7° de la Ley 1185 de 2008, modificatorio del artículo 11 de la Ley 397 de 1997.

Para el caso de bienes arqueológicos que en virtud de la ley tienen el carácter 
de bIC, y áreas protegidas a las que se aplique el Plan de Manejo Arqueológico, 
los registros se sujetarán a las normas establecidas en este decreto.

artÍcuLo 79. Patrimonio de imágenes en movimiento. Lo pertinente a la apli-
cación del beneficio de que trata este título seguirá rigiéndose por el Decreto 
358 de 2000.

tÍtuLo viii
FaLtas contra eL patrimonio cuLturaL

artÍcuLo 80. Aplicación inmediata e información al Ministerio de Cultura. Las 
autoridades competentes descritas en el título I de este decreto, que cuentan 
con facultades para imposición de las sanciones administrativas a que se refiere 
el artículo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 10 de la Ley 1185 
de 2008, darán aplicación a las disposiciones y principios de la actuación admi-
nistrativa acorde con la Parte Primera y demás pertinentes del Código Conten-
cioso Administrativo.

La imposición de sanciones por parte de las autoridades territoriales, el 
Archivo General de la Nación, o el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia, en lo de sus respectivas competencias, se informará al Ministerio de 
Cultura en cada caso puntual de sanción.

La información contendrá cuando menos:

1.  Nombre de la persona a quien se impone la sanción.
2.  bien de interés cultural sobre el cual se cometió la falta. 
3.  Sanción adoptada.

artÍcuLo 81. Decomiso material y definitivo. El decomiso material de un bIC 
por cualquiera de las causales previstas en el artículo 15 de la Ley 397 de 1997, 
modificado por el artículo 10 de la Ley 1185 de 2008, consiste en el acto de apre-
hensión del bien, el cual podrá efectuarse por las autoridades de Policía o las 
demás dependencias del Estado debidamente facultadas por la ley de manera 
oficiosa o a instancias de cualquiera de las autoridades competentes según lo 
señalado en el título I de este decreto.

Los bienes decomisados materialmente por cualquiera de las causales 
establecidas en dicha ley serán puestos a disposición de la autoridad compe-
tente prevista en el título I de este decreto, a efectos de que la misma inicie 
la actuación administrativa tendiente a decidir si se realiza o no el decomiso 
definitivo y en su caso la sanción a adoptar.

artÍcuLo 82. Vigencia y derogatorias. Este decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica el artículo 2° del Decreto 833 de 2000, los artículos 5°, 17, 
y los numerales 6 del artículo 16, 3 del artículo 19, todos del Decreto 352 de 2004, 
el artículo 10 del Decreto 358 de 2000, y en lo pertinente el artículo 1° del Decreto 
1313 de 2008; y deroga los artículos 5° del Decreto 2291 de 2003, y los artículos 7°, 
24, 25, 33, 34, numeral 2 y parágrafos 35, 38, 41, 46 del Decreto 358 de 2000.

Publíquese y cúmplase.
Dado en bogotá, D. C., 10 de marzo de 2009.

ÁLVARO URIbE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda,
Óscar Iván Zuluaga. 

El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
Juan Lozano Ramírez.

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata.

Página siguiente: Magdalena, Juan Cano Muñoz, Río Magdalena. Premio Nacional de Fotografía 
del Patrimonio Cultural, 2008.
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decreto 2941
de 2009
(6 de agosto)
POR EL CUAL SE REGLAMENTA PARCIALMENTE LA LEY 397 DE 1997 MODI-
FICADA POR LA LEY 1185 DE 2008, EN LO CORRESPONDIENTE AL PATRI-
MONIO CULTURAL DE LA NACIÓN DE NATURALEZA INMATERIAL.

El Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, delegatario 
de funciones presidenciales, conforme al Decreto número 2868 de 2009, en 
ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las que le 
confieren el artículo 189, numeral 11 de la Constitución Política, y la Ley 397 de 
1997, modificada por la Ley 1185 de 2008,

considerando:

Que la Ley 1185 de 2008 modificó el título II de la Ley 397 de 1997 relativo al 
patrimonio cultural de la Nación, estableció el Sistema Nacional de Patrimonio 
Cultural de la Nación y fijó un Régimen Especial de Protección y Estímulo para 
los bienes materiales que hubieran sido o sean declarados como bienes de 
interés cultural, así como un Régimen Especial de Salvaguardia y estímulo para 
las manifestaciones inmateriales de dicho patrimonio que por sus especiales 
condiciones, representatividad o riesgo hayan sido o sean incluidas en una 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial.

Que la Ley 1185 de 2008, modificatoria del título II de la Ley 397 de 1997, 
estableció que el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación tiene 
incidencia en todos los niveles territoriales y está bajo la coordinación general 
del Ministerio de Cultura, el cual tiene la facultad de fijar lineamientos técnicos 
y administrativos, a los que deben sujetarse las entidades y personas que inte-
gran dicho sistema.

Colores, Angélica Montes Arango, La Candelaria, bogotá, D.C. Premio Nacional de Fotografía del 
Patrimonio Cultural, 2008.
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decreta:

capÍtuLo i

artÍcuLo 1°. Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación. El patri-
monio cultural de la Nación de naturaleza inmaterial se designará para los 
efectos de este decreto y en consonancia con el artículo 8° de la Ley 1185 de 
2008, como patrimonio cultural inmaterial –PCI–.

El manejo y regulación del patrimonio cultural inmaterial hace parte del 
Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación, en la misma forma esta-
blecida en la Ley 1185 de 2008 reglamentada en lo pertinente por los artículos 
2° y 3° del Decreto 763 de 2009.

artÍcuLo 2°. Integración del patrimonio cultural inmaterial. El patrimonio 
cultural inmaterial se integra en la forma dispuesta en los artículos 4° de la Ley 
397 de 1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 1185 de 2008, y 11-1 de la Ley 
397 de 1997, adicionado por el artículo 8° de la Ley 1185 de 2008.

En consonancia con las referidas normas y con la Convención de la 
UNESCO para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial aprobada en 
París el 17 de octubre de 2003, adoptada por Colombia mediante la Ley 1037 de 
2006 y promulgada mediante el Decreto 2380 de 2008, hacen parte de dicho 
patrimonio los usos, prácticas, representaciones, expresiones, conocimientos 
y técnicas, junto con los instrumentos, objetos, artefactos, espacios culturales y 
naturales que les son inherentes, así como las tradiciones y expresiones orales, 
incluidas las lenguas, artes del espectáculo, usos sociales, rituales y actos 
festivos, conocimientos y usos relacionados con la naturaleza y el universo, 
técnicas artesanales, que las comunidades, los grupos y en algunos casos los 
individuos reconozcan como parte de su patrimonio cultural. El patrimonio 
cultural inmaterial incluye a las personas que son creadoras o portadoras de las 
manifestaciones que lo integran.

A los efectos de este decreto se tendrá en cuenta únicamente el patrimonio 
cultural inmaterial que sea compatible con los instrumentos internacionales 
de derechos humanos existentes y con los imperativos de respeto mutuo entre 
comunidades, grupos e individuos y de desarrollo sostenible.

Los diversos tipos de patrimonio cultural inmaterial antes enun-
ciados, quedan comprendidos para efectos de este decreto bajo el término 
“manifestaciones”.

artÍcuLo 3°. Comunidad o colectividad. Para los efectos de este decreto, se 
entiende como comunidad, colectividad, o grupos sociales portadores, crea-
dores o vinculados, aquellos que consideran una manifestación como propia y 
como parte de sus referentes culturales.

Para los mismos efectos, se podrá usar indistintamente el término “comu-
nidad”, “colectividad”, o “grupo social”.

artÍcuLo 4°. Fomento del patrimonio cultural inmaterial. En consonancia 
con la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008 y dentro de los 
límites, parámetros y procedimientos allí establecidos, las entidades que inte-
gran el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural tienen la responsabilidad de 
fomentar la salvaguardia, sostenibilidad y divulgación del patrimonio cultural 
inmaterial con el propósito de que éste sirva como testimonio de la identidad 
cultural nacional en el presente y en el futuro. Para el efecto, las entidades esta-
tales de conformidad con sus facultades legales, podrán destinar los recursos 
necesarios para este fin.

El Ministerio de Cultura, de conformidad con la Ley 1037 de 2006, aproba-
toria de la Convención de la UNESCO para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial, en coordinación con sus entidades adscritas, entidades territoriales y 
las instancias del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural, apoyará las iniciativas 
comunitarias de documentación, investigación y revitalización de estas manifes-
taciones, y los programas de fomento legalmente facultados.

Parágrafo. El Consejo Nacional de Política Económica y Social –Conpes– 
emitirá un documento Conpes en el que se tracen los lineamientos necesarios 
en materia de política, en particular en campos del Patrimonio Cultural Inma-
terial asociados a conocimientos tradicionales, sitios de significación cultural 
y paisajes culturales, medicina tradicional y artesanía tradicional sin perjuicio 
de otros aspectos pertinentes a este patrimonio de interés estratégico para la 
Nación, y sin dilación de las acciones de coordinación interministerial que se 
requieran desde la vigencia de la Ley 1185 de 2008.

artÍcuLo 5°. Titularidad. Ningún particular podrá arrogarse la titularidad 
del patrimonio cultural inmaterial, ni afectar los derechos fundamentales, 
colectivos y sociales que las personas y las comunidades tienen para el acceso, 
disfrute, goce o creación de dicho patrimonio.

Quienes han efectuado procesos de registro, patentización, registro 
marcario o cualquier otro régimen o instrumento de derechos de propiedad 
intelectual sobre actividades o productos relacionados con el patrimonio 
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cultural inmaterial, ejercerán tales derechos sin que en ningún caso ello pueda 
menoscabar los derechos de la comunidad o de las personas, mencionados en 
el párrafo anterior.

capÍtuLo ii
Lista representativa de patrimonio cuLturaL 
inmateriaL

artÍcuLo 6°. Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial –LRPCI–. 
Algunas manifestaciones relevantes de conformidad con los criterios de valo-
ración y procedimientos definidos en la Ley 1185 de 2008 y reglamentados en 
este decreto, podrán ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial –LRPCI–.

La Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial es un registro de 
información y un instrumento concertado entre las instancias públicas compe-
tentes señaladas en el artículo siguiente y la comunidad, dirigida a aplicar un 
Plan Especial de Salvaguardia a las manifestaciones que ingresen en dicha 
Lista.

La inclusión de una manifestación en la Lista Representativa de Patri-
monio Cultural Inmaterial constituye un acto administrativo mediante el cual, 
previo análisis de los criterios de valoración y procedimiento reglamentados en 
este decreto, la instancia competente determina que dicha manifestación, dada 
su especial significación para la comunidad o un determinado grupo social, o 
en virtud de su nivel de riesgo, requiere la elaboración y aplicación de un Plan 
Especial de Salvaguardia.

artÍcuLo 7°. Ámbitos de cobertura. Habrá una Lista Representativa de Patri-
monio Cultural Inmaterial en la que se incorporarán las manifestaciones del 
PCI relevantes en el ámbito nacional. Esta Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial del ámbito nacional se conformará y administrará conjun-
tamente por el Ministerio de Cultura y el Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia –ICANH–.

De conformidad con la Ley 1185 de 2008 los municipios y distritos por 
intermedio del alcalde; departamentos por intermedio del gobernador; auto-
ridad de comunidad afrodescendiente de que trata la Ley 70 de 1993 y autoridad 
de comunidad indígena reconocida según las leyes y reglamentaciones perti-
nentes, podrán conformar y administrar una Lista Representativa de Patrimonio 

Cultural Inmaterial con las manifestaciones que en sus correspondientes juris-
dicciones tengan especial relevancia para las respectivas comunidades.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, en el caso de 
las autoridades indígenas y afrodescendientes de que trata la Ley 70 de 1993, el 
Ministerio de Cultura, previa consulta con dichas autoridades, reglamentará el 
procedimiento para la conformación de sus respectivas listas.

En ningún caso habrá más de una Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial en cada uno de los ámbitos de jurisdicción antes descritos.
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la pluralidad de listas que podrán conformarse 
y administrarse según lo antes descrito, cuando el presente decreto se refiere 
en singular a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial se 
entiende que la respectiva regulación o reglamentación será aplicada a la Lista 
del correspondiente ámbito nacional, departamental, municipal, distrital o de 
las autoridades descritas en este artículo.
Parágrafo 3°. Por tratarse de un sistema público de información, las diversas 
instancias competentes promoverán que su respectiva Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial, se encuentre actualizada, publicada y puesta 
en conocimiento de la correspondiente comunidad. Las entidades territoriales 
y autoridades competentes deberán enviar antes del 30 de junio de cada año al 
Ministerio de Cultura, por medios físicos o electrónicos, sus respectivas listas 
actualizadas.

artÍcuLo 8°. Campos de alcance de la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial. La Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial 
se podrá integrar con manifestaciones que correspondan a uno o varios de los 
siguientes campos:

1.  Lenguas y tradición oral. Entendidos como vehículo del patrimonio cultural 
inmaterial, y como medio de expresión o comunicación de los sistemas de 
pensamiento, así como un factor de identidad e integración de los grupos 
humanos.

2.  Organización social. Corresponde a los sistemas organizativos tradicio-
nales, incluyendo el parentesco y la organización familiar, y las normas 
que regulan dichos sistemas.

3.  Conocimiento tradicional sobre la naturaleza y el universo. Conocimiento que 
los grupos humanos han generado y acumulado con el paso del tiempo en 
su relación con el territorio y el medio ambiente.
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4.  Medicina tradicional. Conocimientos y prácticas tradicionales de diag-
nóstico, prevención y tratamiento de enfermedades incluyendo aspectos 
psicológicos y espirituales propios de estos sistemas y los conocimientos 
botánicos asociados.

5.  Producción tradicional. Conocimientos, prácticas e innovaciones propias 
de las comunidades locales relacionados con la producción tradicional 
agropecuaria, forestal, pesquera y la recolección de productos silvestres, y 
los sistemas comunitarios de intercambio.

6.  Técnicas y tradiciones asociadas a la fabricación de objetos artesanales. 
Comprende el conjunto de tradiciones familiares y comunitarias asociadas 
a la producción de tejidos, cerámica, cestería, adornos y en general, de 
objetos utilitarios de valor artesanal.

7.  Artes populares. Recreación de tradiciones musicales, dancísticas, lite-
rarias, audiovisuales y plásticas que son perpetuadas por las mismas 
comunidades.

8.  Actos festivos y lúdicos. Acontecimientos sociales y culturales periódicos, 
con fines lúdicos o que se realizan en un tiempo y un espacio con reglas 
definidas y excepcionales, generadoras de identidad, pertenencia y cohe-
sión social. Se excluyen las manifestaciones y cualquier otro espectáculo 
que fomente la violencia hacia los animales.

9.  Eventos religiosos tradicionales de carácter colectivo. Acontecimientos sociales 
y ceremoniales periódicos con fines religiosos.

10.  Conocimientos y técnicas tradicionales asociadas al hábitat. Conocimientos, 
técnicas y eventos tradicionales relacionados con la construcción de la 
vivienda y las prácticas culturales asociadas a la vida doméstica.

11.  Cultura culinaria. Prácticas tradicionales de transformación, conserva-
ción, manejo y consumo de alimentos.

12.  Patrimonio cultural inmaterial asociado a los espacios culturales. Este campo 
comprende los sitios considerados sagrados o valorados como referentes 
culturales e hitos de la memoria ciudadana.

artÍcuLo 9°. Criterios de valoración para incluir manifestaciones culturales 
en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial. La inclusión de una 
manifestación en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial 
de cualquiera de los ámbitos señalados en el artículo 7° de este decreto con el 
propósito de asignarle un Plan Especial de Salvaguardia, requiere que dentro 
del proceso institucional-comunitario se verifique el cumplimiento de los 
siguientes criterios de valoración:

1.  Pertinencia. Que la manifestación corresponda a cualquiera de los campos 
descritos en el artículo anterior.

2.  Representatividad. Que la manifestación sea referente de los procesos 
culturales y de identidad del grupo, comunidad o colectividad portadora, 
creadora o identificada con la manifestación, en el respectivo ámbito. 

3.  Relevancia. Que la manifestación sea socialmente valorada y apropiada 
por el grupo, comunidad o colectividad, en cada ámbito, por contribuir de 
manera fundamental a los procesos de identidad cultural y ser considerada 
una condición para el bienestar colectivo.

4.  Naturaleza e identidad colectiva. Que la manifestación sea de naturaleza 
colectiva, que se transmita de generación en generación como un legado, 
valor o tradición histórico cultural y que sea reconocida por la respectiva 
colectividad como parte fundamental de su identidad, memoria, historia y 
patrimonio cultural.

5.  Vigencia. Que la manifestación esté vigente y represente un testimonio de 
una tradición o expresión cultural viva, o que represente un valor cultural 
que debe recuperar su vigencia.

6.  Equidad. Que el uso, disfrute y beneficios derivados de la manifestación 
sean justos y equitativos respecto de la comunidad o colectividad identifi-
cada con ella, teniendo en cuenta los usos y costumbres tradicionales y el 
derecho consuetudinario de las comunidades locales.

7.  Responsabilidad. Que la manifestación respectiva no atente contra los dere-
chos humanos, ni los derechos fundamentales o colectivos, contra la salud 
de las personas o la integridad de los ecosistemas.

Parágrafo 1°. Las manifestaciones que se encuentren en riesgo, amenazadas o en 
peligro de desaparición, tendrán prioridad para ser incluidas en la Lista Repre-
sentativa de Patrimonio Cultural Inmaterial.
Parágrafo 2°. Como rector del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural, el 
Ministerio de Cultura, previo concepto favorable del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural, podrá determinar la aplicación de otros criterios de valoración 
para la inclusión de manifestaciones en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial de cualquier ámbito, o especificar los que considere nece-
sarios para determinadas tipologías de manifestaciones. En cualquier caso, 
deberán considerarse como mínimo los criterios señalados en este artículo.

artÍcuLo 10. Postulación. La postulación para que una manifestación 
sea incluida en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial 
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de cualquier ámbito, puede provenir de entidades estatales o grupo social, 
colectividad o comunidad, persona natural o persona jurídica.

Del mismo modo, la iniciativa puede ser oficiada por la entidad compe-
tente para realizar la inclusión en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial.

artÍcuLo 11. Requisitos. La postulación de una manifestación para ser incluida 
en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial de cualquiera de 
los ámbitos descritos en este decreto, debe acompañarse de los siguientes 
requisitos y soportes que deberá aportar el solicitante o postulante:

1.  Solicitud dirigida a la instancia competente.
2.  Identificación del solicitante, quien deberá especificar que actúa en interés 

general.
3.  Descripción de la manifestación de que se trate, sus características y situa-

ción actual.
4.  Ubicación y proyección geográfica y nombre de la(s) comunidad(es) en 

la(s) cual(es) se lleva a cabo.
5.  Periodicidad (cuando ello aplique).
6.  Justificación sobre la coincidencia de la manifestación con cualquiera de 

los campos y con los criterios de valoración señalados en los artículos 8° y 
9° de este decreto.

Parágrafo. De conformidad con las facultades generales que le otorga la Ley 
1185 de 2008, el Ministerio de Cultura podrá definir mediante acto de carácter 
general, si fuere necesario, otros aspectos técnicos y administrativos que 
deberá reunir la solicitud, o el alcance de la información que deberá suminis-
trarse para cada uno de los requisitos aquí descritos.

artÍcuLo 12. Procedimiento para la inclusión en la Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial —LRPCI. La inclusión de una manifestación en 
la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial de cualquier ámbito, 
deberá cumplir el procedimiento de postulación, evaluación institucional 
por las instancias competentes señaladas en el artículo 7° de este decreto y 
los respectivos Consejos de Patrimonio Cultural, participación comunitaria y 
concertación que reglamente el Ministerio de Cultura.

Este procedimiento deberá aplicarse tanto en el ámbito nacional como 
departamental, distrital y municipal. En el caso de las autoridades indígenas y 
autoridades de comunidades afrodescendientes de que trata la Ley 70 de 1993, 

el procedimiento aplicable será consultado con éstas siguiendo como mínimo 
los lineamientos trazados en la Ley 1185 de 2008.

Recibida una postulación para la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial del ámbito nacional, el Ministerio de Cultura podrá consi-
derar que la misma se traslade a las instancias territoriales, o autoridades 
correspondientes, para que allí se realice el proceso de evaluación para la inclu-
sión en una Lista en cualquiera de dichos ámbitos.

artÍcuLo 13. Contenido de la resolución. La resolución que decida la inclu-
sión de una manifestación en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial deberá contener como mínimo:

1.  La descripción de la manifestación.
2.  El origen de la postulación y el procedimiento seguido para la inclusión.
3.  La correspondencia de la manifestación con los campos y criterios de valo-

ración descritos en este decreto, y con los criterios de valoración adicio-
nales que fije el Ministerio de Cultura, de ser el caso.

4.  Plan Especial de Salvaguardia, el cual se especificará en anexo a la resolu-
ción y hará parte de la misma.

artÍcuLo 14. Plan Especial de Salvaguardia –PES–. El Plan Especial de 
Salvaguardia –PES– es un acuerdo social y administrativo, concebido como un 
instrumento de gestión del patrimonio cultural de la Nación, mediante el cual 
se establecen acciones y lineamientos encaminados a garantizar la salvaguardia 
del patrimonio cultural inmaterial. 

El Plan Especial de Salvaguardia debe contener:

1.  La identificación y documentación de la manifestación, de su historia, de 
otras manifestaciones conexas o de los procesos sociales y de contexto en 
los que se desarrolla.

2.  La identificación de los beneficios e impactos de la manifestación y de su 
salvaguardia en función de los procesos de identidad, pertenencia, bien-
estar y mejoramiento de las condiciones de vida de la comunidad identifi-
cada con la manifestación.

3.  Medidas de preservación de la manifestación frente a factores internos 
y externos que amenacen con deteriorarla o extinguirla. Esto implica 
contemplar en el Plan Especial de Salvaguardia la adopción de medidas 
preventivas y correctivas frente a los factores de riesgo o amenaza.
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Este componente contendrá un anexo financiero y una acreditación 
de los diversos compromisos institucionales públicos o privados que se 
adquieren respecto del Plan Especial de Salvaguardia. El Ministerio de 
Cultura podrá determinar los casos en los cuales no se requerirá este anexo 
financiero.

Los compromisos institucionales deberán estar acreditados en el Plan 
Especial de Salvaguardia, para lo cual podrá definirse la celebración de 
convenios, de instrumentos o documentos de compromiso que garanticen 
la concertación y acuerdo interinstitucional y comunitario de dicho Plan.

4. Medidas orientadas a garantizar la viabilidad y sostenibilidad de la estruc-
tura comunitaria, organizativa, institucional y de soporte, relacionadas 
con la manifestación.

Este componente contendrá un anexo financiero y una acreditación 
de los diversos compromisos institucionales públicos o privados que se 
adquieren respecto del Plan Especial de Salvaguardia. El Ministerio de 
Cultura podrá determinar los casos en los cuales no se requerirá este anexo 
financiero.

Los compromisos institucionales deberán estar acreditados en el Plan 
Especial de Salvaguardia, para lo cual podrá definirse la celebración de 
convenios, de instrumentos o documentos de compromiso que garanticen 
la concertación y acuerdo interinstitucional y comunitario de dicho Plan.

5.  Mecanismos de consulta y participación utilizados para la formulación del 
Plan Especial de Salvaguardia, y los previstos para su ejecución.

6.  Medidas que garantizan la transmisión de los conocimientos y prácticas 
asociados a la manifestación.

7.  Medidas orientadas a promover la apropiación de los valores de la mani-
festación entre la comunidad, así como a visibilizarla y a divulgarla.

8.  Medidas de fomento a la producción de conocimiento, investigación y 
documentación de la manifestación y de los procesos sociales relacionados 
con ella, con la participación o consulta de la comunidad.

9.  Adopción de medidas que garanticen el derecho de acceso de las personas 
al conocimiento, uso y disfrute de la respectiva manifestación, sin afectar 
los derechos colectivos, y sin menoscabar las particularidades de ciertas 
manifestaciones en comunidades tradicionales.

Este tipo de medidas podrán definir la eliminación de barreras en 
términos de precios, ingreso del público, u otras que puedan afectar los 
derechos de acceso de la comunidad y de las personas o constituir privile-
gios inequitativos, sin que ninguna de tales medidas definidas en el Plan 
Especial de Salvaguardia afecte la naturaleza de la manifestación.

10.  Medidas de evaluación, control y seguimiento del Plan Especial de 
Salvaguardia. 

Parágrafo 1°. Los costos que demande la elaboración del Plan Especial de Salva-
guardia que acompañe la postulación serán sufragados por el autor de la postu-
lación o por terceros plenamente identificados.

Las postulaciones o iniciativas podrán sufragarse mediante la asociación 
de recursos de diferentes fuentes comprobables. Este tipo de comprobaciones 
contables deberán estar disponibles bajo la custodia del autor de la postulación 
y podrán ser requeridas por la instancia competente, en forma previa o poste-
rior a la inclusión de la manifestación en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial, si fuere el caso.

Si la postulación se hiciere de oficio por la entidad competente para efec-
tuar la inclusión en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, 
ésta cubrirá los gastos que demande la elaboración del Plan Especial de Salva-
guardia, sin perjuicio de la posibilidad de asociar recursos de otras entidades, 
instancias o personas.
Parágrafo 2°. En los casos en los que la manifestación postulada para la Lista 
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial se refiera a los conoci-
mientos, innovaciones y prácticas relacionadas con el uso y aprovechamiento 
de los recursos de la biodiversidad, generados, desarrollados y perpetuados por 
los grupos étnicos y comunidades locales, en los términos establecidos por el 
artículo 8°, literal j), y conexos de la Ley 165 de 1994, por medio de la cual se 
aprueba el Convenio de la Diversidad Biológica, o al ejercicio de la medicina tradi-
cional, la instancia competente deberá hacer las consultas pertinentes con las 
entidades nacionales que ejerzan competencias concurrentes en la materia.
Parágrafo 3°. De conformidad con las facultades que le otorga la Ley 1185 
de 2008, el Ministerio de Cultura podrá definir los alcances de cada uno de 
los contenidos enumerados en este artículo, o establecer otros que fueren 
necesarios.
Parágrafo 4°. Cuando la documentación del Plan Especial de Salvaguardia, tanto 
en su elaboración como en su implementación, provenga de contratos entre 
instituciones públicas y particulares, se dará cumplimiento al artículo 42 de la 
Ley 594 de 2000, Ley General de Archivos, en el sentido de entregar a la entidad 
pública contratante las copias de los archivos producidos.

artÍcuLo 15. Restricciones. Para la salvaguardia de la manifestación y la 
garantía de los derechos sociales, fundamentales y colectivos que le son inhe-
rentes, el Plan Especial de Salvaguardia determinará restricciones precisas en 
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materias relativas a la divulgación, publicidad o prácticas comerciales que se 
asocien a la manifestación, acceso o apropiación con fines privados, precios a 
espectáculos y actividades en sitios públicos.

El Ministerio de Cultura, previo concepto favorable del Consejo Nacional 
de Patrimonio Cultural, podrá definir restricciones generales, o específicas 
para ciertos campos de manifestaciones.

artÍcuLo 16. Integración de PES en planes de desarrollo. Las instancias compe-
tentes promoverán la incorporación de los Planes Especiales de Salvaguardia a 
los planes de desarrollo del respectivo ámbito.

artÍcuLo 17. Monitoreo y revisión. El Plan Especial de Salvaguardia será 
revisado por la autoridad competente cada cinco (5) años o cuando se estime 
necesario. Las modificaciones derivadas constarán en resolución motivada, de 
acuerdo con el artículo 13 de este decreto.

artÍcuLo 18. Declaraciones anteriores. Las manifestaciones que con ante-
rioridad a la Ley 1185 de 2008 hubieran sido declaradas como bienes de interés 
cultural del ámbito nacional, se incorporarán a la Lista Representativa de Patri-
monio Cultural Inmaterial del ámbito nacional.

Igual se procederá por las alcaldías y gobernaciones, en el caso de las mani-
festaciones culturales declaradas como bienes de interés cultural u otras cate-
gorías o denominaciones de protección por dichas instancias competentes.

Esta incorporación se hará una vez se cuente con el correspondiente Plan 
Especial de Salvaguardia.

artÍcuLo 19. Revocatoria. La entidad que hubiera efectuado la inclusión de 
una manifestación en su respectiva Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial podrá revocarla por las razones o causas previstas en el Código 
Contencioso Administrativo o cuando la respectiva manifestación no cumpla 
con los criterios de valoración que originaron la inclusión. Esta revocatoria 
podrá hacerse de manera oficiosa o a solicitud de cualquier persona.

En este caso se seguirá igual procedimiento al que señale el Ministerio de 
Cultura de conformidad con el artículo 12 de este decreto.

capÍtuLo iii
estÍmuLos y deducción tributaria para La  
saLvaguardia de maniFestaciones deL patrimonio  
cuLturaL inmateriaL

artÍcuLo 20. Sostenibilidad del patrimonio cultural de la Nación. Para la 
salvaguardia, creación, divulgación o cualquier otra acción relativa al patri-
monio cultural inmaterial, la Nación a través del Ministerio de Cultura y demás 
entidades competentes, los departamentos, municipios, distritos, y autori-
dades facultadas para ejecutar recursos, podrán destinar los aportes y recursos 
que sean pertinentes de conformidad con las facultades legales, sin perjuicio de 
la naturaleza o ámbito de la respectiva manifestación.

artÍcuLo 21. Gastos deducibles. La deducción tributaria establecida en el 
artículo 56, inciso tercero de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 14 
de la Ley 1185 de 2008, se efectuará sobre los aportes en dinero efectivo reali-
zados por cualquier contribuyente del impuesto sobre la renta en Colombia 
respecto del Plan Especial de Salvaguardia aplicable a las diferentes manifesta-
ciones que sean incorporadas en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial del ámbito nacional, siempre que con tales aportes efectivamente 
se hayan realizado gastos en dicho Plan, bajo las condiciones de que tratan los 
artículos siguientes.

artÍcuLo 22. Banco de Proyectos. Para efectos de la aplicación de la deduc-
ción y como mecanismo de control, el Ministerio de Cultura conformará un 
banco de Proyectos de manifestaciones incorporadas a la Lista Representativa 
de Patrimonio Cultural Inmaterial del ámbito nacional.

Podrán tener acceso a recursos que den derecho a la deducción tributaria, 
únicamente las manifestaciones que hayan cumplido satisfactoriamente con el 
proceso de viabilización en el banco de Proyectos de que trata este artículo.

Los proyectos susceptibles de recibir aportes de dinero de los contribu-
yentes con derecho a la deducción tributaria reglamentada en este capítulo, 
deberán reunir como mínimo las siguientes características:

1.  Ser relativos a una manifestación incluida en una Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial del ámbito nacional.
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2.  Los gastos correspondientes, susceptibles de ser sufragados con cargo a 
aportes de contribuyentes con derecho a la deducción tributaria, deben 
estar discriminados en un plan financiero y presupuestal dentro del Plan 
Especial de Salvaguardia, o anexo a dicho Plan que se presente con este 
exclusivo fin, el cual se denominará “anexo financiero”.

3.  Deberá discriminarse el Plan Financiero y Presupuestal, así como la 
institución o instituciones mediante las cuales se canalizarán los gastos 
correspondientes.

Los recursos que aporte cualquier contribuyente del impuesto de 
renta en Colombia para una determinada manifestación, que pretendan 
acogerse a la deducción reglamentada en este capítulo deberán canalizarse 
y ejecutarse con exclusividad mediante un encargo fiduciario o patrimonio 
autónomo, o una entidad sin ánimo de lucro que reúna los requisitos de 
idoneidad de que trata el artículo 355 de la Constitución Política y sus 
reglamentaciones, lo cual deberá estar especificado en el Plan Especial 
de Salvaguardia o en el anexo financiero. La correspondiente entidad se 
denominará para efectos de este decreto como “entidad gestora”.

4.  Disponer de un 10%, como mínimo, del presupuesto general que pretenda 
realizarse dentro de los alcances del Plan Especial de Salvaguardia. La acre-
ditación se hará mediante una cuenta abierta en una entidad bancaria o fidu-
ciaria vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia, a nombre 
del respectivo proyecto o de la entidad gestora de los recursos respectivos.

El Ministerio de Cultura establecerá los demás aspectos administra-
tivos y técnicos necesarios para que los proyectos sean viabilizados.

artÍcuLo 23. Procedimiento. Para la viabilización de los proyectos se seguirá 
el siguiente procedimiento:

1.  Solicitud de la entidad gestora. La presentación de proyectos al banco de 
Proyectos se llevará a cabo por la entidad gestora, y deberá ser posterior 
a la inclusión de la respectiva manifestación en la Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial del ámbito nacional. 

2.  Requerimientos adicionales. La solicitud de documentos, requisitos faltantes, 
acreditaciones, o aclaraciones que requiera el Ministerio de Cultura, se 
enviará a la entidad gestora en el término máximo de un mes contado a 
partir de la presentación del proyecto.

3.  Evaluación. Se realizará una evaluación en el Ministerio de Cultura, dentro 
del término máximo de tres (3) meses a partir de la solicitud en debida 
forma y con la acreditación plena de los requisitos. Para el efecto, el 
Ministerio de Cultura establecerá los comités de evaluación necesarios.

Los funcionarios del Ministerio de Cultura que participen en la 
evaluación deberán declarar cualquier impedimento, inhabilidad, incom-
patibilidad o conflicto de intereses con las actividades a su cargo.

4.  Concepto del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. Los proyectos que 
cumplan satisfactoriamente con la evaluación preliminar a la que se refiere 
el numeral anterior, se presentarán al Consejo Nacional de Patrimonio 
Cultural. El término para el pronunciamiento del Consejo será máximo de 
tres (3) meses, periodo dentro del cual podrán solicitarse aclaraciones.

5.  Resolución. Con fundamento en el concepto del Consejo Nacional de Patri-
monio Cultural, el Ministerio de Cultura emitirá una resolución que se 
denominará “Resolución de Viabilización de Proyecto” en la que se apruebe 
o no la solicitud de gastos a los que se refiere el artículo 24. La resolución 
que apruebe la realización de gastos amparados por la deducción tribu-
taria, contendrá un presupuesto discriminado por rubros de destinación 
de tales gastos.

6.  Ejecución de gastos. Los gastos aprobados de que trata el numeral 2 del artí-
culo 24 podrán efectuarse por la entidad gestora en un término máximo de 
cinco (5) años, contados desde la fecha de la vigencia de la resolución a la 
que se refiere el numeral anterior. 

Parágrafo 1°. El Ministerio de Cultura fijará los demás aspectos administrativos 
y técnicos que estime necesarios para llevar a cabo las verificaciones en los 
aspectos de que trata este artículo.
Parágrafo 2°. La veracidad de la información es responsabilidad exclusiva del 
contribuyente y la entidad gestora.

artÍcuLo 24. Aportes de dinero deducibles. Los aportes de dinero deducibles 
para los contribuyentes del impuesto sobre la renta en Colombia por finan-
ciación de gastos aprobados en los rubros que discrimine la “Resolución de 
Viabilización de Proyecto” serán aquellos relacionados directa y necesaria-
mente con el Plan Especial de Salvaguardia bajo los siguientes parámetros:

1.  Por la elaboración del Plan Especial de Salvaguardia. Serán deducibles los 
aportes efectuados que financien la contratación de servicios pertinentes 
para la formulación del Plan Especial de Salvaguardia, hasta en un monto 
máximo de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales, siempre 
que los gastos respectivos hubieran sido realizados efectivamente máximo 
en el año gravable anterior a la fecha de dicha resolución. En todo caso, 
el gasto debe solicitarse en la declaración que corresponda al período 
gravable de realización.
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2.  Por ejecución del Plan Especial de Salvaguardia. Serán deducibles los aportes 
que financien gastos efectuados en:

i. Contratación de servicios necesarios para la ejecución del Plan Espe-
cial de Salvaguardia.

ii. Materiales, equipos, e insumos necesarios para la ejecución del Plan 
Especial de Salvaguardia.

iii. Documentación del Plan Especial de Salvaguardia en cualquier 
formato o soporte, siempre que dicha documentación no tenga fines 
comerciales.

La deducción podrá solicitarse en el año gravable de realización efectiva de 
dicho gasto por parte de la entidad gestora.

Parágrafo 1°. Para la solicitud de la deducción de que trata este artículo, el Minis-
terio de Cultura deberá expedir una certificación en la que se especifique como 
mínimo el monto y año del gasto efectivamente realizado.

La certificación de gasto emitida por el Ministerio de Cultura se entre-
gará directamente a la entidad gestora, la cual bajo su responsabilidad exclu-
siva tiene la obligación de entregarla al contribuyente. Esta certificación hará 
parte de la documentación de soporte de la declaración de renta del respectivo 
contribuyente.
Parágrafo 2°. Para la acreditación o comprobación de gastos realizados, el Minis-
terio de Cultura sólo aceptará facturas expedidas por el prestador del servicio o 
por quien suministre el respectivo bien, a nombre de la entidad gestora, en los 
términos del Estatuto Tributario.
Parágrafo 3°. Sin perjuicio de las facultades de inspección y fiscalización que 
competen a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el Ministerio de 
Cultura podrá solicitar a la entidad gestora información financiera relativa al 
uso de recursos, sin la cual no se otorgará la certificación de gasto.
Parágrafo 4°. Para la solicitud de la deducción en la forma prevista en el numeral 
2 de este artículo, el Ministerio de Cultura podrá fijar escalas máximas de costos, 
según los campos descritos en este decreto para las diversas manifestaciones.
Parágrafo 5°. Es responsabilidad del beneficiario de la deducción reglamen-
tada en este capítulo el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y la acredita-
ción de gastos que le fuera solicitada por la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, de ser el caso.

capÍtuLo iv
disposiciones FinaLes

artÍcuLo 25. Competencias residuales. De conformidad con la Ley 1185 
de 2008, el Ministerio de Cultura, como rector y coordinador del Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación, podrá reglamentar los reque-
rimientos técnicos y administrativos necesarios para la conformación de la 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial de los diversos ámbitos 
territoriales.

artÍcuLo 26. Reglamentación especial. Las Listas Representativas de Patri-
monio Cultural Inmaterial del ámbito de competencia de las autoridades indí-
genas y de las comunidades afrodescendientes de que trata la Ley 70 de 1993, 
sólo podrán elaborarse en cuanto se haya cumplido el procedimiento descrito 
en el parágrafo primero del artículo 7° de este decreto y se haya emitido la 
reglamentación especial por parte del Ministerio de Cultura, en garantía de los 
derechos de estas comunidades.

artÍcuLo 27. Vigencia. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en bogotá, D. C., a 6 de agosto de 2009.

FAbIO VALENCIA COSSIO

El Ministro del Interior y de Justicia,
Fabio Valencia Cossio.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Óscar Iván Zuluaga Escobar.

El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
Carlos Costa Posada.

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata

Página siguiente: Minas de Nemocón, Elizabeth Jiménez, Nemocón, Cundinamarca. Premio Na-
cional de Fotografía del Patrimonio Cultural, 2008.



118

PENDIENTE

IMÁGEN



121

resoLución 0330 
de 2010  
(24 de febrero) 
POR LA CUAL SE DESARROLLAN ALGUNOS ASPECTOS TÉCNICOS RELA-
TIVOS AL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN DE NATURALEZA 
INMATERIAL.

La ministra de cuLtura 

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial de las que le 
confieren las Leyes 397 de 1997, 489 de 1998 y 1185 de 2008, así como el Decre-
to-Ley 1746 de 2003 y el Decreto 2941 de 2009, y 

considerando:

Que la Ley 1185 de 2008 modificó el título II de la Ley 397 de 1997, relativo al 
patrimonio cultural de la Nación. 

Que el Decreto 2941 de 2009 reglamentó la Ley 1185 de 2008 en lo perti-
nente al patrimonio cultural de la Nación de carácter inmaterial. 

Que la Ley 1185 de 2008 y el Decreto 2941 de 2009 establecen la compe-
tencia del Ministerio de Cultura para coordinar el Sistema Nacional de Patri-
monio Cultural de la Nación, así como para fijar políticas generales en la materia 
y dictar lineamientos técnicos y administrativos. 

resueLve:

artÍcuLo 1º. Objeto. Mediante esta resolución se fijan algunos lineamientos 
técnicos y administrativos destinados a apoyar la ejecución de los preceptos 

121
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artÍcuLo 3º. LRPCI de competencia territorial y de autoridades de comuni-
dades indígenas y afrodescendientes. De conformidad con la Ley 1185 de 2008, 
el Decreto 2941 de 2009 y esta resolución, los municipios y distritos por inter-
medio del alcalde, los departamentos por intermedio del gobernador respec-
tivo, así como las autoridades de comunidades indígenas y afrodescendientes, 
están facultados para conformar en cada uno de los ámbitos mencionados sus 
propias LRPCI. 

Sin perjuicio de las facultades propias para la conformación de cada LRPCI 
del ámbito territorial o de las comunidades indígenas y afrodescendientes, 
deberá informarse al público la resolución que decide la inclusión en la respec-
tiva Lista y el Plan Especial de Salvaguardia –PES– aprobado. 

artÍcuLo 4º. Remisión de información de LRPCI al Ministerio de Cultura. Las 
entidades territoriales y autoridades indígenas y afrodescendientes remi-
tirán al Ministerio de Cultura, antes del 30 de junio de cada año, copia del acto 
administrativo que decida la inclusión de una manifestación en sus respectivas 
Listas, y copia del PES aprobado en cada caso. 

La Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura, en coordinación 
con el ICANH, podrá solicitar que tal información y cualquier otra relacionada 
con la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial de cada entidad 
territorial o autoridad afrodescendiente e indígena, se envíe clasificada en 
bases de datos o formularios predefinidos. 

capÍtuLo segundo 
procedimiento para incLuir maniFestaciones  
en una Lrpci 

artÍcuLo 5º. Procedimiento para inclusión de manifestaciones en la LRPCI. De 
conformidad con lo contemplado en el artículo 12º del Decreto 2941 de 2009, 
se reglamenta el siguiente procedimiento para que una manifestación del patri-
monio cultural inmaterial –PCI– pueda incluirse en la Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural Inmaterial del ámbito nacional o en la Lista de cada depar-
tamento, distrito o municipio: 

1. Postulación. La postulación para que una manifestación sea incluida 
en una Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmate-
rial puede provenir de entidades estatales o grupos sociales, 

contenidos en la Ley 1185 de 2008 y en el Decreto 2941 de 2009, en lo que 
corresponde al patrimonio cultural de la Nación de carácter inmaterial. 

Las disposiciones de esta resolución son complementarias a las regula-
ciones, definiciones, conceptos, principios, competencias, así como a cual-
quier otro aspecto contemplado en la ley y decreto mencionados.

Las diversas expresiones del patrimonio cultural inmaterial descritas en el 
artículo 2º del Decreto 2941 de 2009, pueden englobarse, para efectos de esta 
resolución, bajo el término “manifestaciones”. 

Del mismo modo, se utilizan las denominaciones acogidas por el citado 
decreto y podrán utilizarse las siglas allí definidas. El uso de siglas no impide 
designar cada concepto, tema o institución por su nombre propio. 

capÍtuLo primero 
Lista representativa de patrimonio cuLturaL  
inmateriaL –Lrpci– 

artÍcuLo 2º. Conformación de la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial –LRPCI– del ámbito nacional. Se conforma la Lista Representativa 
de Patrimonio Cultural Inmaterial –LRPCI– del ámbito nacional, como un 
sistema público de información disponible en el Ministerio de Cultura, al cual 
ingresarán las manifestaciones relevantes en el ámbito nacional, que hubieran 
cumplido con el procedimiento y requisitos descritos en la Ley 1185 de 2008 y 
reglamentados en el Decreto 2941 de 2009. 

Acorde con la ley, la administración de la LRPCI del ámbito nacional está 
a cargo del Ministerio de Cultura y el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia –ICANH– en forma conjunta. 

Lo anterior implica que ninguna información que ingrese o sea retirada 
de esta Lista podrá llevarse a cabo sin la aprobación de ambas instituciones, las 
cuales reproducirán idéntica información en sus páginas institucionales. 

Parágrafo primero. En la información a disposición del público sobre cada mani-
festación específica incorporada a la LRPCI del ámbito nacional, se expondrá 
la resolución que decide la inclusión en dicha Lista y el Plan Especial de Salva-
guardia –PES– aprobado. 
Parágrafo segundo. Las manifestaciones definidas mediante resolución minis-
terial y con PES aprobado desde la expedición del Decreto 2941 de 2009, están 
incorporadas a dicha Lista.
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colectividades o comunidades, o personas naturales o jurídicas.  
La postulación debe cumplir los requisitos establecidos en el artí-
culo 11º del Decreto 2941 de 2009 y se formulará ante el Director de 
Patrimonio del Ministerio de Cultura, el Alcalde municipal o distrital, 
el Gobernador, según el ámbito territorial al que corresponda la 
manifestación. 

2. Revisión de requisitos. La revisión de los requisitos previstos en el artículo 
11º del Decreto 2941 de 2009 se hará en un plazo no mayor a dos (2) meses.  
Dentro del mismo término la instancia competente para efectuar la 
inclusión de la manifestación en la respectiva Lista (Ministerio de 
Cultura, alcaldía municipal o distrital, o gobernación, según el ámbito 
territorial al que corresponda la manifestación) solicitará al postu-
lante la complementación de los requisitos faltantes. 

 Se entiende desistida la postulación si una vez hecho el requerimiento 
de aclarar o complementar requisitos, el postulante no responde en el 
término de dos (2) meses. 

 La revisión descrita en este numeral comprende una valoración preli-
minar por la instancia competente sobre la coincidencia o no de la 
manifestación con los campos y criterios de valoración establecidos 
en los artículos 8º y 9º del Decreto 2941 de 2009. 

 Si no existe tal coincidencia, en el plazo máximo previsto en el párrafo 
primero de este numeral se le informará así al postulante, quien podrá 
insistir dentro del término de dos (2) meses de los que dispone para 
complementar requisitos. En este caso, el funcionario competente 
solicitará el concepto del respectivo Consejo de Patrimonio Cultural 
(Consejo Nacional de Patrimonio Cultural para manifestaciones del 
ámbito nacional; Consejo Departamental de Patrimonio Cultural 
para manifestaciones del ámbito del departamento o de cualquiera 
de los municipios del respectivo departamento; Consejo Distrital de 
Patrimonio Cultural si la manifestación corresponde al ámbito de 
influencia de un distrito) el cual deberá expedirse en un término no 
mayor a un (1) mes desde el momento de la insistencia. Si se mantiene 
la negativa se comunicará al postulante, quien podrá presentar los 
recursos de ley. 

 Dentro del mismo plazo de dos (2) meses previsto en el párrafo 
primero de este numeral, si el funcionario ante el cual se formula la 
postulación estima que la manifestación corresponde a otro ámbito 
territorial, deberá remitirla al funcionario que considere compe-

tente, previo concepto favorable del respectivo Consejo de Patrimonio 
Cultural. 

3. Evaluación. La postulación que cumpla con los requisitos descritos 
en el numeral anterior, pasará a evaluación del respectivo Consejo de 
Patrimonio Cultural. 

 Si el concepto del Consejo de Patrimonio Cultural sobre la posible 
inclusión de la manifestación en la Lista es positivo, la instancia 
competente (Ministerio de Cultura, alcalde distrital o municipal, o 
gobernador, según el caso) solicitará al postulante la elaboración y/o 
presentación del Plan Especial de Salvaguardia –PES–, para lo cual 
se concederá un término no inferior a doce (12) meses ni superior a 
treinta y seis (36) meses, según la naturaleza de la manifestación, sin 
perjuicio de los términos menores en los que el postulante pudiera 
cumplir este requisito. La solicitud al postulante podrá incorporar las 
recomendaciones que hubiera hecho el respectivo Consejo.  
Vencido el término fijado sin que se presente el PES, se entenderá 
desistida la postulación. 

 En el caso de que el concepto del Consejo de Patrimonio Cultural 
correspondiente sea negativo, la instancia competente emitirá acto 
administrativo en este sentido, frente al cual procederán los recursos 
de ley. 

4. Evaluación del PES. La evaluación del PES se llevará a cabo por el 
respectivo Consejo de Patrimonio Cultural en un término máximo de 
tres (3) meses desde su presentación por el postulante. 

 Esta evaluación se dirige a verificar el cumplimiento de los requisitos 
de contenido que indican los artículos 14º y 15º del Decreto 2941 de 
2009. 

 En este mismo período, a solicitud del Consejo de Patrimonio Cultural, 
la instancia competente podrá requerir al postulante la complemen-
tación o aclaración de los contenidos del PES, concediéndole un 
término conveniente de acuerdo con la naturaleza de la manifesta-
ción, sin superar doce (12) meses. 

 Si existe duda o queja justificada sobre la legitimidad del PES y la 
postulación de la manifestación, el respectivo Consejo de Patrimonio 
podrá solicitar la realización de un nuevo acuerdo o consulta comu-
nitaria en la que podrán participar representantes de la instancia 
competente que adelante el proceso. 

 En consonancia con el artículo 14º, parágrafo segundo, del Decreto 
2941 de 2009, en todos los casos en los cuales la manifestación 



126 127

postulada para la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inma-
terial se refiera a los conocimientos, innovaciones y prácticas relacio-
nadas con el uso y aprovechamiento de los recursos de la biodiversidad, 
generados, desarrollados y perpetuados por los grupos étnicos y 
comunidades locales, en los términos establecidos por el artículo 
8, literal j, y conexos de la Ley 165 de 1994, “por medio de la cual se 
aprueba el Convenio de la Diversidad biológica”, o al ejercicio de la 
medicina tradicional, en el mismo término señalado en el numeral 
3 de este artículo y sin que puedan argumentarse las excepciones de 
los literales a) y b), en el período de evaluación la instancia compe-
tente deberá llevar a cabo consultas con las entidades de competencia 
nacional o territorial que ejerzan competencias concurrentes en las 
referidas materias. 

 Esta consulta tendrá como propósito documentar mediante conceptos 
técnicos, cuyo contenido no tiene carácter obligatorio, la decisión de 
incluir o no este tipo de manifestaciones en una LRPCI. 

5. Decisión. Cumplido el procedimiento anterior, si el concepto del 
Consejo de Patrimonio Cultural respectivo fuere favorable, el Ministro 
de Cultura, gobernador o alcalde distrital o municipal, mediante acto 
administrativo motivado incluirá la manifestación y el correspon-
diente PES en la LRPCI de su ámbito de jurisdicción. 

 Si el concepto del Consejo de Patrimonio fuera negativo, se expedirá 
acto administrativo motivado indicando la negativa a incluir la mani-
festación en la LRPCI. 

 El acto administrativo en cualquiera de los sentidos antes señalados 
será susceptible del recurso de reposición por cualquier persona. 

Parágrafo primero. Si el procedimiento de inclusión de una manifestación en 
una Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial se inicia en forma 
oficiosa por iniciativa de la instancia competente, sólo se dará aplicación a los 
plazos máximos establecidos en los numerales 3 y 4 de este artículo. 
Parágrafo segundo. Una manifestación incluida en una LRPCI podrá ser incluida 
en la LRPCI de otro ámbito, siguiendo el mismo procedimiento descrito en este 
artículo. Se procurará en estos casos ajustarse al primer PES adoptado, en lo 
pertinente. 

Del mismo modo, el proceso de inclusión de una manifestación en una 
LRPCI podrá llevarse a cabo en forma concomitante en diversos ámbitos, caso 
en el cual se coordinará la deliberación conjunta de los respectivos Consejos de 
Patrimonio Cultural y la adopción de un PES unificado. 

artÍcuLo 6º. Declaratorias anteriores. La inclusión en la LRPCI del ámbito 
nacional, de aquellas manifestaciones que hubieran sido declaradas con ante-
rioridad como “bienes de interés cultural” en el ámbito nacional, se llevará a 
cabo mediante acto administrativo expedido en la forma prevista en esta reso-
lución y en el Decreto 2941 de 2009, siempre que la respectiva manifestación 
cuente con PES aprobado por el Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. 

artÍcuLo 7º. Revocatoria. De acuerdo con lo previsto en el artículo 19 del 
Decreto 2941 de 2009, en casos de revocatoria de la inclusión de una mani-
festación en la LRPCI de cualquier ámbito, se seguirá el mismo procedimiento 
reglamentado en el artículo 5º de esta resolución. 

En estos casos se argumentará en el proceso la presencia de cualquiera de 
las causales previstas en el Código Contencioso Administrativo que ameriten la 
revocatoria, o el no cumplimiento de los criterios de valoración establecidos, 
examen éste que puede obedecer a la confrontación actual o a la revisión del 
acto que llevó a cabo la inclusión en la LRPCI. 

artÍcuLo 8º. Excepción de requerimientos del Plan Especial de Salvaguardia 
–PES–. Los PES que por su naturaleza no demanden una estrategia financiera, 
o que no hagan uso del mecanismo de deducción tributaria reglamentado en el 
capítulo III del Decreto 2941 de 2009, no están obligados a presentar el anexo 
financiero de que trata el numeral 3, artículo 14, de dicho decreto. 

Tampoco se requerirá dicho anexo si el PES contiene el anexo financiero 
requerido en el numeral 4 del referido artículo. 

capÍtuLo tercero 
banco de proyectos y evaLuación de proyectos 

artÍcuLo 9º. Banco de Proyectos. El banco de Proyectos de que trata el artí-
culo 22 del Decreto 2941 de 2009 es un instrumento administrativo y un 
sistema de información cuya finalidad es evaluar los proyectos propios de una 
manifestación incorporada a la LRPCI del ámbito nacional, que pueden ser 
financiados con recursos aportados por contribuyentes del impuesto de renta 
y que, por razón de este tipo de aportes, tienen acceso a la deducción tributaria 
de que trata el artículo 56 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 14 
de la Ley 1185 de 2008, reglamentado mediante el capítulo III del decreto antes 
mencionado. 
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artÍcuLo 10. Administración del Banco de Proyectos. La administración del 
banco de Proyectos antes descrito estará a cargo de la Dirección de Patrimonio 
del Ministerio de Cultura. 

La administración del banco de Proyectos deberá mantener actualizada, y 
disponible al público, la información relativa como mínimo a: 

1.  Fecha de presentación del proyecto. 
2.  Estado o etapa del procedimiento en el que se encuentre la evaluación del 

proyecto. 
3.  Proyectos viabilizados, es decir, aquellos que obtengan de manera positiva 

la Resolución de Viabilización de Proyecto, de que trata el numeral 5, artí-
culo 23, del Decreto 2941 de 2009. 

En la organización del sistema de información del banco de Proyectos parti-
ciparán la Oficina Asesora de Planeación y el Grupo de Gestión de Sistemas e 
Informática del Ministerio de Cultura. 

artÍcuLo 11. Comité de Evaluación. Con el objeto de llevar a cabo el proceso 
de evaluación ministerial previsto en el artículo 23, numeral 3, del Decreto 
2941 de 2009, respecto de los proyectos presentados al banco de Proyectos, se 
conforma un Comité de Evaluación integrado así: 

1.  El Viceministro de Cultura. 
2.  El Director del ICANH. 
3.  El Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura. 
4.  El Jefe de la Oficina de Planeación del Ministerio de Cultura. 
5.  El Coordinador del Grupo de Patrimonio Cultural Inmaterial del Minis-

terio de Cultura. 

Parágrafo primero. El Comité será presidido por el Viceministro de Cultura. En 
su ausencia presidirá el Director de Patrimonio. 

El Comité de Evaluación deliberará con la asistencia de mínimo cuatro (4) 
de sus miembros y las decisiones se adoptarán por mayoría. 

En casos excepcionales, debidamente soportados, podrá llevarse a cabo la 
deliberación no presencial. 
Parágrafo segundo. El Comité de Evaluación se reunirá ordinariamente al menos 
una vez cada dos (2) meses, siempre que se garantice el cumplimiento preciso 
de los términos establecidos en el Decreto 2941 de 2009. 

Parágrafo tercero. De acuerdo con la naturaleza del tema a tratar, el Comité, por 
intermedio de la Secretaría Técnica, podrá citar al Director del área pertinente 
en el Ministerio de Cultura, a los directores de las Unidades Administrativas 
Especiales o directores de organismos adscritos. 

Esta citación deberá atenderse de manera obligatoria; el Director citado 
integrará el Comité y tendrá voz y voto. 

artÍcuLo 12. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica del Comité de Evalua-
ción integrado en el artículo anterior, estará a cargo de la Dirección de Patri-
monio del Ministerio de Cultura. El Director de Patrimonio podrá designar un 
funcionario que ejecute las funciones correspondientes a dicha Secretaría. 

Son funciones de la Secretaría Técnica: 

1.  Convocar oportunamente a las sesiones del Comité de Evaluación. 
2.  Elaborar las actas de las deliberaciones y decisiones del Comité de Evalua-

ción y suscribirlas conjuntamente con el Presidente. Las actas deberán 
contener como mínimo: 

a. Ciudad, lugar, fecha y hora en la cual se efectúa la reunión. 
b. Indicación de los medios utilizados por la Secretaría Técnica para comu-

nicar la citación. 
c. Lista de los miembros del Comité asistentes a la sesión. 
d. Síntesis de los temas tratados en la reunión, así como de las recomen-

daciones y conceptos. 

3.  Presentar al Comité de Evaluación los informes, estudios, propuestas 
y demás documentación que sea necesaria para el cumplimiento de las 
funciones a cargo de dicho Comité. 

4.  Coordinar logísticamente las reuniones del Comité de Evaluación. 
5.  Organizar y mantener un archivo en medios físico y magnético sobre las 

sesiones y actividades del Comité de Evaluación. 
6.  Las demás que correspondan a la naturaleza de la Secretaría Técnica. 

artÍcuLo 13. Evaluación. La evaluación por el Ministerio de Cultura a través 
del Comité de Evaluación y el concepto del respectivo Consejo de Patrimonio, 
previstos en el artículo 23, numerales 3 y 4, del Decreto 2941 de 2009, tiene 
por objeto determinar si un proyecto presentado al banco de Proyectos se 
viabiliza o no. 
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La evaluación y el concepto referidos analizarán la coherencia del proyecto 
presentado respecto del PES aprobado para la referida manifestación, desde 
parámetros sociales, técnicos y económicos, entendiéndose que un mismo 
proyecto sometido a consideración en el banco de Proyectos puede contener 
diversas actividades. 

En caso positivo se expedirá la “Resolución de Viabilización de Proyecto” 
de que trata el numeral 5 del mismo artículo; en caso negativo, se expedirá una 
resolución de no viabilización del proyecto. 

artÍcuLo 14. Ficha de Evaluación de Proyectos. Para la evaluación de proyectos 
en el banco de Proyectos se adoptará un formulario, el cual se denominará 
“Formato de evaluación de proyectos”. 

La Ficha de Evaluación de Proyectos podrá actualizarse periódicamente 
en cuanto a requerimientos de información, según lo acuerde el Comité de 
Evaluación previsto en el artículo 10 de esta resolución, siempre que se indique 
claramente la fecha de actualización. Cada actualización que se hiciere de 
conformidad con lo aquí establecido regirá para proyectos que se presenten con 
posterioridad a la misma. 

artÍcuLo 15. Envío de la LRPCI al Ministerio de Cultura por autoridades indígenas 
y afrodescendientes. Una vez conformadas las LRPCI por parte de autoridades 
indígenas y afrodescendientes, éstas serán remitidas al Ministerio de Cultura 
antes del 30 de junio de cada año, bajo los mismos parámetros definidos en el 
artículo 4º de esta resolución. 

capÍtuLo cuarto 
deLegaciones 

artÍcuLo 17. [Sic] Delegaciones. Delégase el ejercicio de las siguientes 
funciones en el Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura: 

1.  Expedir la Resolución de Viabilización de Proyecto de que trata esta reso-
lución, así como la resolución que niegue tal viabilización. 

2.  Expedir la certificación de gastos en proyectos viabilizados en el banco de 
Proyectos, en la forma prevista en el artículo 24, parágrafo primero, del 
Decreto 2941 de 2009. 

Parágrafo. Las funciones delegadas en este artículo serán ejercidas de confor-
midad con los requisitos y formalidades previstas en esta resolución, y en 
consonancia con los marcos regulatorios que respecto de cada una de las acti-
vidades objeto de la delegación prevén las normas vigentes, en especial, la Ley 
1185 de 2009 y el Decreto 2941 de 2009. 

Del mismo modo, las funciones delegadas en esta resolución se entienden 
sin perjuicio de las que estuvieran delegadas en otros actos administrativos, 
ni asignadas directamente a dichos funcionarios o dependencias por la ley o 
decreto reglamentario, ni de las que correspondan por su naturaleza a la Direc-
ción de Patrimonio u otras dependencias del Ministerio de Cultura. 

artÍcuLo 18. Vigencia y derogatorias. Esta resolución rige a partir de su publi-
cación y deroga la Resolución 0168 de 2005.

Publíquese y cúmplase
Dada en bogotá, D.C., a 24 de febrero de 2010. 

(Original firmado) 
PAULA MARCELA MORENO ZAPATA 
Ministra de Cultura 

GC/AM/JLI/JMVA.

Página siguiente: Parque del Renacimiento, Iván Darío Herrera, bogotá, D.C. Premio Nacional de 
Fotografía del Patrimonio Cultural, 2008.
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resoLución 0983 
de 2010
(20 de mayo) 
POR LA CUAL SE DESARROLLAN ALGUNOS ASPECTOS TÉCNICOS RELA-
TIVOS AL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN DE NATURALEZA 
MATERIAL.

La ministra de cuLtura 

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial de las que le 
confieren las Leyes 397 de 1997, 489 de 1998 y 1185 de 2008, así como el Decre-
to-Ley 1746 de 2003 y los Decretos 1313 de 2008 y 763 de 2009, 

considerando: 

Que la Ley 1185 de 2008 modificó el título II de la Ley 397 de 1997, relativo al 
patrimonio cultural de la Nación. 

Que el Decreto 1313 de 2008 reglamentó la Ley 1185 de 2008 en lo corres-
pondiente al Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. 

Que el Decreto 763 de 2009 reglamentó la Ley 1185 de 2008 en lo perti-
nente al patrimonio cultural de la Nación de naturaleza material. 

Que la Ley 1185 de 2008 y el Decreto 763 de 2009 establecen la competencia 
del Ministerio de Cultura para coordinar el Sistema Nacional de Patrimonio 
Cultural de la Nación, así como para fijar políticas generales en la materia, y 
dictar lineamientos técnicos y administrativos. 

135
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iii.  Datos de ubicación: domicilio o dirección de ubicación y teléfonos. Si 
el solicitante reside fuera del país, debe ser colombiano y designar un 
apoderado en Colombia. 

iv. Calidad en la que actúa: manifestación de ser propietario, usufruc-
tuario, arrendatario o tercero interesado en el bien. También podrá 
actuarse en representación de un grupo, en cuyo caso deberá acredi-
tarse poder o la solicitud deberá estar suscrita por dicho grupo con su 
identificación y demás datos requeridos en este numeral. 

En caso de que la solicitud se presente por un tercero interesado, 
deberá informarse el nombre y dirección del propietario si son cono-
cidos o, en caso contrario, manifestarlo expresamente. 

v. Interés en el que actúa: informar si actúa en interés particular o 
general. 

2.  Información del bien: 

i.  Identificación: nombre con el que se conoce el bien. 
ii.  Localización: departamento, municipio o distrito; sitio o dirección 

exacta de ubicación del bien. 
iii.  Descripción: descripción general del bien en la que se relacione su 

historia, sus características físicas y su estado de conservación. 
iv.  Material de apoyo: tres (3) fotos a color que permitan entender la 

importancia e integridad del bien. 

3.  Razones de la solicitud: 
El solicitante deberá exponer de manera general las razones de su solicitud, 
en particular sustentando cuáles de los valores y criterios de valoración esta-
blecidos en el artículo 6º del Decreto 763 de 2009 se atribuyen al bien. 

4.  Instancia competente ante la que se formula la solicitud: 
La solicitud deberá formularse ante la Dirección de Patrimonio del Minis-
terio de Cultura, cuando se trate de un bien que pretenda declararse en el 
ámbito nacional; ante el gobernador, si se refiere a un bien que pretenda 
declararse en el ámbito departamental; ante el alcalde municipal o distrital, 
si se trata de un bien que pretenda declararse en el ámbito municipal o 
distrital; ante la autoridad indígena o de comunidad afrodescendiente, si 
se trata de un bien que pretenda declararse en alguno de estos ámbitos.

Si cualquiera de las instancias competentes cuenta con una depen-
dencia a la que hubiera asignado o delegado tales competencias, direccio-
nará internamente la solicitud. 

resueLve: 

artÍcuLo 1º. Objeto. Fijar lineamientos técnicos y administrativos con el 
propósito de apoyar la ejecución de la Ley 1185 de 2008 y del Decreto 763 de 
2009, en lo que corresponde al patrimonio cultural de la Nación de naturaleza 
material.

Para el efecto se tienen en consideración las regulaciones, definiciones, 
conceptos, principios, competencias, así como cualquier otro aspecto contem-
plado en las referidas disposiciones. El presente acto es accesorio y comple-
mentario de aquéllas. 

Parágrafo primero. Las disposiciones de esta resolución se aplican a todos los 
procedimientos, declaratorias y demás aspectos pertinentes a los bienes 
de interés cultural –bIC– del ámbito nacional o del ámbito de los depar-
tamentos, municipios, distritos, autoridades de comunidades indígenas o 
afrodescendientes. 

Sin embargo, cuando se haga alusión a un ámbito específico de compe-
tencia, la respectiva disposición se entenderá exclusivamente aplicable a éste. 

capÍtuLo primero 
decLaratoria de bic 

artÍcuLo 2º. Requisitos generales para solicitar la declaratoria de bIC. 
Las personas naturales o jurídicas que soliciten a la instancia competente la 
declaratoria de un bien como bIC, deberán acreditar los siguientes requisitos 
generales: 

1.  Información del solicitante: 

i.  Persona natural: nombre, cédula de ciudadanía o cédula de 
extranjería. 

ii. Persona jurídica: razón social; fotocopia de la cédula de ciudadanía 
o de extranjería del representante legal; certificado de existencia y 
representación expedido por la Cámara de Comercio, con fecha de 
expedición no superior a dos (2) meses. 
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Parágrafo. Las instancias competentes para efectuar declaratorias de bIC podrán 
establecer formularios o formatos que integren la información de los requisitos 
exigibles y habilitar medios electrónicos para el efecto. 

artÍcuLo 3º. Lista Indicativa de Candidatos a Bienes de Interés Cultural 
–LICBIC–. Si el bien reúne los requisitos enunciados en el artículo anterior y si 
la instancia competente determina que el mismo cumple preliminarmente con 
los valores y criterios de valoración establecidos en el artículo 6° del Decreto 
763 de 2009, dicho bien será incluido en la LICbIC, lo que constituye el primer 
paso para su declaratoria como bIC. Como lo establece la Ley 397 de 1997, modi-
ficada y adicionada por la Ley 1185 de 2008 y el artículo 8º del Decreto 763 de 
2009, la Lista Indicativa de Candidatos a bienes de Interés Cultural –LICbIC– 
constituye un registro de información al cual deben ingresar los bienes que 
estén en proceso de ser declarados como bIC y que han sido considerados como 
susceptibles de tal declaratoria. 

El Ministerio de Cultura, los departamentos, distritos y municipios, así 
como las autoridades indígenas y afrodescendientes, conformarán y admi-
nistrarán su propia LICbIC, sin cuya existencia no podrá efectuarse ninguna 
declaratoria de un bien como bIC. 

La LICbIC del ámbito nacional se conformará como un sistema público 
de información disponible en el Ministerio de Cultura, al cual ingresarán los 
bienes del patrimonio cultural de la Nación que han sido considerados como 
susceptibles de ser declarados como bienes de interés cultural del ámbito 
nacional. 

artÍcuLo 4º. Régimen de bienes incluidos en la LICBIC. La inclusión de un bien 
en la LICbIC no implica para éste la aplicación definitiva o precautelar de las 
obligaciones, restricciones o demás aspectos propios del Régimen Especial de 
Protección establecido en la Ley 397 de 1997, modificada y adicionada por la 
Ley 1185 de 2008 para los bienes declarados bIC.

En consecuencia, les corresponde a las instancias competentes cumplir, 
de manera oportuna o urgente, con el proceso de declaratoria de un bien como 
bIC cuando el bien lo amerite y lo exijan sus condiciones o su nivel de riesgo. 

Sin perjuicio de la imposibilidad de aplicar el Régimen Especial de Protec-
ción a bienes no declarados como bIC, lo señalado en este artículo no limita a 
las instancias competentes para actuar en forma oportuna y bajo criterios de 
racionalidad, publicidad y austeridad respecto a la protección de bienes que se 
estime hacen parte del patrimonio cultural de la Nación, dentro de las potestades 
y marcos de actuación precisos que les atribuyen la Constitución y las leyes. 

artÍcuLo 5º. Inclusión de bienes en la LICBIC. La inclusión de un bien en 
la LICbIC de cualquier ámbito es el resultado de una actuación en la cual la 
instancia competente analiza y determina si el bien cumple con los criterios 
de valoración y valores definidos en el artículo 6º del Decreto 763 de 2009, con 
miras a seguir un proceso de declaratoria de dicho bien como bIC. 

Hasta el momento en el que se decida si un bien se incluye o no en la LICbIC, 
los casos de falta de competencia, complementación de requisitos, peticiones, 
pruebas o cualquier otro paso o gestión dentro de la actuación administrativa, 
se regirán por lo establecido en el Código Contencioso Administrativo. 

La inclusión de un bien en la LICbIC se considerará un acto de trámite y 
por lo mismo no procederán recursos contra dicha decisión. 

La decisión de no inclusión de un bien en la LICbIC se adoptará mediante 
acto administrativo emitido por la instancia competente, el cual se comunicará 
al solicitante. Contra dicha decisión procederán los recursos establecidos para 
agotar la vía gubernativa. 

Parágrafo primero. Cada LICbIC se mantendrá actualizada y publicada por 
medios electrónicos o físicos. Allí se indicarán los bienes incorporados a la 
misma, la fecha de inscripción y la coincidencia preliminar del bien con los 
valores y criterios de valoración requeridos para una declaratoria. 

La LICbIC contendrá un campo de información sobre las solicitudes no 
consideradas positivamente, en caso de no coincidencia del bien con los valores 
y criterios de valoración establecidos. En este caso, la instancia competente 
podrá consultar previamente el concepto del respectivo Consejo de Patrimonio 
Cultural. 
Parágrafo segundo. La permanencia del bien en la LICbIC es temporal y se 
mantendrá hasta el momento en el que se expida el acto administrativo que lo 
declare o no como bIC y, en todo caso, por un periodo no mayor a dos (2) años. 

artÍcuLo 6º. Definición sobre necesidad de PEMP. Una vez el bien se haya 
incluido en la LICbIC, la instancia competente definirá si el mismo requiere o 
no la formulación de un Plan Especial de Manejo y Protección –PEMP– en un 
plazo no superior a dos (2) meses. 

artÍcuLo 7º. Presentación de la LICBIC ante el Consejo de Patrimonio Cultural. 
La instancia competente le informará al respectivo Consejo de Patrimonio 
Cultural, en cada sesión ordinaria, los bienes incluidos en la LICbIC desde la 
sesión anterior y la relación de aquellos que requieren PEMP. 
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artÍcuLo 8°. Requisitos específicos para solicitar la declaratoria de BIC. Una 
vez incluido un bien en la LICbIC, las personas naturales o jurídicas que soli-
citen a la instancia competente su declaratoria como bIC, deberán acreditar los 
siguientes requisitos generales, además de aquellos necesarios en caso de que 
el bien requiera la formulación de un PEMP: 

1.  Información del bien: 

i.  Identificación: Fichas de Inventario. Para los bienes inmuebles se 
solicitará también matrícula inmobiliaria. 

En el caso de bienes inmuebles que excepcionalmente no cuenten 
con matrícula inmobiliaria, podrá acudirse a documentos catastrales 
o aquellos avalados por las dependencias de Planeación del corres-
pondiente ámbito territorial. 

ii.  Localización: departamento, municipio o distrito; sitio o dirección 
exacta de ubicación del bien. 

Para los bienes inmuebles: se debe presentar un plano arquitec-
tónico o topográfico que delimite el bien que se pretenda declarar, así 
como un polígono que acote la zona de influencia, si ésta se requiere.

Para los bienes muebles: se debe describir y delimitar el espacio 
de ubicación en el que se encuentra el bien o el conjunto de bienes, así 
como la zona de influencia, en el caso de los monumentos en espacio 
público. 

iii. Descripción: origen o fecha de construcción o elaboración del bien; 
su autor, si se conoce; descripción de sus características físicas y su 
estado de conservación; amenazas y riesgos físicos o jurídicos que, en 
concepto del solicitante, puedan afectarlo; situaciones de hecho que 
se proyecten sobre el bien al momento de la solicitud, si las hay. 

iv.  Material de apoyo: registro fotográfico a color, general y detallado, 
y material documental y planimétrico complementario que permita 
entender la constitución e integridad del bien. 

2.  Razones de la solicitud: 
El solicitante deberá exponer las razones de su solicitud, en particular susten-
tando cuáles de los valores y criterios de valoración establecidos en el artículo 
6º del Decreto 763 de 2009 se atribuyen al bien. 

artÍcuLo 9º. Otros requisitos específicos. Para el caso de los bienes que 
pretendan declararse en el ámbito nacional, el Ministerio de Cultura publicará 
en la página web los requisitos específicos para la formulación de la solicitud 

de declaratoria sobre inmuebles del grupo urbano, inmuebles del grupo arqui-
tectónico u otros inmuebles; colecciones privadas y públicas; monumentos en 
espacio público u otros bienes muebles, en forma acorde con las categorías de 
bienes definidas en los artículos 15 y 23 del Decreto 763 de 2009 u otras. 

Las instancias competentes en el ámbito territorial y las autoridades de 
comunidades afrodescendientes o indígenas podrán acogerse a los requisitos 
específicos, según lo previsto en este artículo, o fijar los que estimen necesarios 
en el ámbito de su jurisdicción, siempre que éstos se comuniquen al público de 
manera general y no constituyan exigencias que imposibiliten el libre derecho 
de las personas a solicitar la declaratoria de un bIC.

Parágrafo. Las instancias competentes para efectuar declaratorias de bIC podrán 
establecer formularios o formatos que integren la información de los requisitos 
exigibles, y habilitar medios electrónicos para el efecto. 

artÍcuLo 10. Situaciones jurídicas en curso. Las disputas de propiedad sobre 
un bien o, en general, sus elementos jurídicos en discusión o litigio, no afectan 
ni condicionan el procedimiento de su declaratoria como bIC. 

capÍtuLo tercero 
pLanes especiaLes de manejo y protección –pemp– 

artÍcuLo 11. Plazos para formulación y aprobación de PEMP. De conformidad 
con la facultad que confiere al Ministerio de Cultura el artículo 36 del Decreto 
763 de 2009, el plazo para la formulación y aprobación de los PEMP será de 
máximo dos (2) años, desde el momento en el que la instancia competente 
hubiera definido la necesidad de dicho plan. 

artÍcuLo 12. PEMP de los BIC declarados con anterioridad a la Ley 1185 de 2008. 
De conformidad con la facultad que le confiere al Ministerio de Cultura el 
párrafo segundo del artículo 36 del Decreto 763 de 2009, se establece un plazo 
máximo de dos (2) años a partir de la vigencia de esta resolución para que las 
instancias competentes definan cuáles bienes declarados bIC con anterioridad 
a la Ley 1185 de 2008 requieren un PEMP. 

La formulación y aprobación de tales PEMP se sujetarán al plazo máximo 
de dos (2) años establecido en esta resolución, sin superar en ningún caso el 10 
de marzo de 2014. 
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artÍcuLo 13. Otros requisitos para PEMP. Las instancias competentes podrán 
fijar otros requisitos técnicos específicos para la formulación y aprobación de 
PEMP según se trate de bienes inmuebles o muebles, con carácter complemen-
tario y con el propósito de garantizar la ejecución plena de las previsiones del 
capítulo III del Decreto 763 de 2009. 

Estos requisitos complementarios deberán ser publicados en la página 
web de cada instancia competente.

capÍtuLo cuarto 
inventario de bienes deL patrimonio cuLturaL  
de La nación; registro de bic 

artÍcuLo 14. Inventario de bienes del patrimonio cultural de la Nación. De 
conformidad con el artículo 14 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artí-
culo 9º de la Ley 1185 de 2008, al Ministerio de Cultura le corresponde definir 
los criterios y herramientas para la conformación del Inventario de bienes del 
Patrimonio Cultural de la Nación. Con base en lo anterior, las instancias compe-
tentes en el ámbito territorial y las autoridades indígenas y afrodescendientes, 
así como el ICANH y el AGN, elaborarán sus propios inventarios. 

artÍcuLo 15. Contenido de los inventarios. Sin perjuicio de las facultades 
del Ministerio de Cultura para complementarlos, los campos básicos que 
debe contener el Inventario de los bienes del Patrimonio Cultural son los 
siguientes: 

1. Identificación. Hace referencia a los datos de identificación del bien mueble 
o inmueble objeto de inventario. 

2. Aspecto físico. Hace referencia a las características físicas presentes en el 
bien mueble o inmueble objeto de inventario. 

3. Aspecto legal. Hace referencia a la normatividad vigente, nivel de protec-
ción del bien y demás observaciones de índole legal. 

artÍcuLo 16. Registro de BIC. De conformidad con el artículo 14 de la Ley 397 
de 1997, modificado por el artículo 9º de la Ley 1185 de 2008, al Ministerio 
de Cultura, gobernaciones, alcaldías municipales y distritales, y autoridades 
de comunidades indígenas y afrodescendientes, les corresponde elaborar 

y mantener actualizado el Registro de los bIC declarados en el ámbito de sus 
respectivas jurisdicciones. 

Igualmente, el ICANH y el AGN deben elaborar y mantener actualizados 
sus propios Registros en los bienes de su competencia. 

artÍcuLo 17. Contenido del Registro. Sin perjuicio de las facultades del Minis-
terio de Cultura para complementarlos, los campos básicos que debe contener 
el Registro de los bienes del Patrimonio Cultural son los siguientes: 

1. Identificación. Hace referencia a los datos de identificación del bien mueble 
o inmueble objeto de inventario. 

2. Aspecto físico. Hace referencia a las características físicas presentes en el 
bien mueble o inmueble objeto de inventario. 

3. Aspecto legal. Hace referencia a la normatividad vigente, nivel de protec-
ción del bien y demás observaciones de índole legal. Sólo aplica para el 
caso de bienes inmuebles. 

4. Valoración. Hace referencia a la significación cultural del bien mueble o 
inmueble, a partir del análisis integral de los criterios de valoración y de 
los valores del mismo. 

5. Declaratoria. Hace referencia a la información del acto administrativo 
mediante el cual se declaró como bIC. 

Cuando se trate de bIC del ámbito nacional, el Ministerio de Cultura 
publicará en la página web los campos de información y requisitos que deberán 
cumplirse para el respectivo registro, incluida la posibilidad de que éste se 
realice en línea, y las demás instancias competentes, así como el AGN y el 
ICANH, deberán acogerse como mínimo a estos requisitos y campos de infor-
mación en el ámbito de sus jurisdicciones. 

artÍcuLo 18. Obligación de registro. Las instancias competentes registrarán de 
manera oficiosa los bienes que declaren como bIC, así como los que hubieran 
sido declarados bIC con anterioridad a la Ley 1185 de 2008. 

Parágrafo. La falta de registro de un bIC implica las consecuencias y restric-
ciones establecidas en la Ley 1185 de 2008 y en el Decreto 763 de 2009. La falta 
de registro oficioso, cuando el mismo corresponde a las instancias compe-
tentes, no podrá afectar en ningún caso al propietario del bIC. 
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artÍcuLo 19. Remisión de información al Registro Nacional de BIC. A 30 de junio 
de cada año, en consonancia con el artículo 14 de la Ley 397 de 1997, numeral 
2, modificado por el artículo 9º de la Ley 1185 de 2008, las instancias compe-
tentes en el ámbito territorial, las autoridades indígenas y afrodescendientes, 
así como el ICANH y el AGN, remitirán al Ministerio de Cultura la información 
pertinente a los registros que administran, con el fin de que sean incorporados 
en el Registro Nacional de bIC. 

capÍtuLo Quinto 
eXportación temporaL de bic 

artÍcuLo 20. Autorización de exportación temporal de BIC. La autoriza-
ción de exportación de bIC se expedirá por el Ministerio de Cultura respecto 
de los bIC del ámbito nacional y los declarados por autoridades indígenas y 
afrodescendientes.

El ICANH y el AGN expedirán la autorización sobre los objetos arqueo-
lógicos y bienes de archivo declarados bIC, respectivamente. Se reglamen-
tará de manera especial el manejo de las exportaciones para bienes de archivo 
declarados bIC; entre tanto serán de aplicación los preceptos de este capítulo 
concernientes a la disciplina archivística, entendiéndose que conforme a la 
normatividad de archivos, por razones legales, también se permite la exporta-
ción temporal por el término aquí definido. 

Las gobernaciones y las alcaldías distritales y municipales otorgarán esta 
autorización respecto de los bienes que hubieran sido declarados como bIC en 
sus respectivas jurisdicciones, con sujeción a los requisitos que se especifican 
en esta resolución y dentro de los límites señalados en el numeral 3, artículo 
11, de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7º de la Ley 1185 y regla-
mentada por el artículo 52 del Decreto 763 de 2009. Estas instancias carecen de 
competencia para autorizar exportaciones temporales de bienes arqueológicos 
y de bienes de archivo declarados como bIC o bienes declarados por las autori-
dades indígenas y afrodescendientes. 

artÍcuLo 21. Exportación temporal. Las exportaciones temporales de bIC 
serán autorizadas mediante acto administrativo, y no podrán exceder los tres 
(3) años. 

Parágrafo. La restricción de salida temporal prevista en el parágrafo del artí-
culo 297 del Decreto 2685 de 1999, será aplicable con exclusividad a los bienes 
declarados bIC. 

artÍcuLo 22. Fines de la exportación temporal. En consonancia con el numeral 
3, artículo 11, de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7º de la Ley 1185 
de 2008, la exportación temporal de bIC podrá autorizarse, con exclusividad, 
para los siguientes fines: 

1. Exhibición al público o estudio científico. 
2.  Programas de intercambio entre entidades nacionales estatales y extran-

jeras, caso en el cual, a solicitud del interesado, puede prorrogarse la auto-
rización hasta por tres (3) años. 

artÍcuLo 23. Requisitos. La autorización de exportación temporal de bIC 
podrá otorgarse previo cumplimiento de los siguientes requisitos y aporte de 
documentación e información por el solicitante:

1. Motivo de la exportación temporal: se explicará el fin de la misma, que deberá 
estar acorde con las finalidades especificadas en el artículo anterior. 

2. Descripción: se anexará relación, documentación y descripción suficiente de 
los bienes a exportar, incluidas las referencias sobre las fichas de registro 
de los respectivos bIC y fotografías de tamaño 9 x 12 cm en fondo de un solo 
tono. 

3. Destino: se especificará país, ciudad y dirección de destino del bien. 
4. Solicitante: propietario, empresa de mudanzas o Sociedad de Intermedia-

ción Aduanera –SIA– que tramita el permiso, con el teléfono, fax, direc-
ción y correo electrónico. 

5. Identificación: documento de identidad de la persona, o NIT de la empresa o 
SIA que solicita el permiso. En el caso de personas jurídicas, esta identifi-
cación deberá corresponder al representante legal de la respectiva entidad 
y a la identificación de la entidad con su NIT. 

6. Invitación: si se trata de una exportación con fines de exhibición al público 
o programas de intercambio deberá anexarse carta de intención de la 
entidad invitante o convenio suscrito con la misma. 

En el caso de procesos técnicos o estudios científicos deberá anexarse 
comunicación e identificación amplia de la entidad receptora o realizadora 
de los trabajos técnicos o científicos. 
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Sólo excepcionalmente se aceptará que esta clase de trabajos o estu-
dios sean adelantados en el exterior por personas naturales, caso en el cual 
se deberá acreditar su reconocimiento y experticia. 

7. Celebración de contrato estatal: previa a la expedición del acto administra-
tivo que autorice la exportación temporal por motivos de exhibición, se 
celebrará convenio o contrato estatal regido por la Ley 80 de 1993 y sus 
normas reglamentarias o modificatorias, entre el autorizado y la instancia 
competente para expedir la autorización, en el que se especifiquen, como 
mínimo, las obligaciones del autorizado respecto del cuidado, conser-
vación y mantenimiento del bIC; la obligación de reimportación dentro 
del término que hubiera solicitado y, en todo caso, dentro del término 
máximo legal, así como la constitución de una garantía de cumplimiento 
que se tasará en un 10%, como mínimo, del valor comercial del bIC si tal 
valor fuere atribuible, o sobre un monto mínimo de cuarenta (40) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, si tal valor del bIC no fuera tasable. 

Por tratarse de un contrato estatal, el mismo será liquidado a su fina-
lización y en caso de incumplimiento procederán todos los actos y actua-
ciones previstos en la Ley 80 de 1993 o las normas que la sustituyan o 
modifiquen, sin perjuicio de las sanciones por la violación al Régimen 
Especial de Protección de los bIC. 

Lo previsto en este numeral no será exigible cuando se trate de autori-
zaciones a entidades estatales nacionales propietarias de bIC. 

8. Comisario: en los casos de autorización por razón de exhibición al público o 
intercambio entre entidades estatales cuando se trate de bIC de propiedad 
de entidades públicas, éstos deberán viajar en compañía de un comisario. 
En el convenio o acuerdo respectivo se definirán las condiciones de viaje y 
permanencia del mismo. 

Para bIC de propiedad privada, lo aquí contemplado podrá pactarse 
directamente a voluntad por su propietario.

9. Seguro clavo a clavo: En todos los casos, cuando se trate de bIC de propiedad 
de entidades públicas, éstos deberán asegurarse durante la exportación 
temporal mediante una póliza de seguro clavo a clavo, cuyo beneficiario 
será la nación o la entidad pública propietaria del respectivo bIC. Si el 
valor del bIC no fuere tasable, el valor de la cobertura del seguro no podrá 
ser inferior a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

En el caso de bIC de propiedad privada, lo aquí contemplado podrá 
pactarse directamente a voluntad por su propietario, caso en el cual el bene-
ficiario deberá ser la instancia competente que otorga la autorización.

10. Exigencias aduaneras: una vez cumplidos los requisitos anteriores, el soli-
citante deberá cumplir las exigencias del Régimen Aduanero, en particular 
del artículo 297 y pertinentes del Decreto 2685 de 1999, incluida la consti-
tución de la garantía de reimportación. 

Parágrafo primero. Los requisitos establecidos en este artículo se aplican, de 
preferencia, sobre cualquier otro acto que expida o haya expedido el Ministerio 
de Cultura sobre exportaciones temporales de bIC. 
Parágrafo segundo. En el evento en que se solicite prórroga de la autorización 
para los casos de intercambio entre entidades estatales nacionales y extran-
jeras, la entidad estatal nacional deberá justificar la necesidad de ampliar el 
plazo inicial. Se deberá acreditar nuevamente el cumplimiento de los requisitos 
fijados en este artículo, en lo que fuera pertinente. 
Parágrafo tercero. El Ministerio de Cultura podrá publicar en su página web 
requisitos especiales que complementen los establecidos en este artículo, cuyo 
cumplimiento deberá ser verificado por la instancia competente de otorgar la 
autorización. 

artÍcuLo 24. BIC propiedad de diplomáticos. La autorización de exportación 
temporal de bIC de propiedad de diplomáticos representantes del país en el 
exterior, con independencia de la instancia competente que hubiera efectuado 
la declaratoria, estará exclusivamente a cargo del Ministerio de Cultura. 

Del mismo modo, autorizar la exportación temporal de bIC para sedes de 
las representaciones diplomáticas de Colombia en el exterior es competencia 
exclusiva del Ministerio de Cultura. 

Parágrafo. Para las autorizaciones de que trata este artículo no será necesario 
cumplir con el requisito de celebrar contrato en la forma prevista en el numeral 
7, artículo 21 de esta resolución. 

artÍcuLo 25. Acto de autorización. La autorización de exportación temporal 
de bIC se hará por la instancia competente, mediante acto administrativo en el 
que se especificará como mínimo:

1. Identificación del acto que declaró el respectivo bien como bIC. 
2. Identificación del propietario o tenedor del bIC, domicilio y datos de 

contacto. 
3. Descripción del cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos 

exigidos. 
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4. Explicación detallada de las actividades para las cuales se autoriza la expor-
tación temporal. 

5. Descripción del estado actual de conservación del bIC. 
6. Plazo máximo por el que se autoriza la exportación temporal. 
7. Descripción del régimen sancionatorio en casos de violación, así como de 

los efectos del incumplimiento del convenio o contrato celebrado, en la 
parte resolutiva. 

8. Obligación del autorizado en el sentido de informar a la autoridad que 
concede la autorización, sobre la reimportación del bIC. 

9. Obligación de cumplir cualquier otro requisito de carácter aduanero. 

Parágrafo. A más tardar el 30 de junio de cada año, las instancias competentes 
que hubieran autorizado exportaciones temporales de bIC, informarán esa 
circunstancia al Ministerio de Cultura en su carácter de rector del Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural –SNPC– y con propósitos de actualización 
del Inventario de bienes del Patrimonio Cultural de la Nación. Para el efecto 
enviarán copia de los actos de autorización. El incumplimiento de esta obli-
gación será comunicado a la Procuraduría General de la Nación para lo de su 
competencia. 

capÍtuLo seXto 
intervenciones mÍnimas de bic muebLes e inmuebLes 

artÍcuLo 26. Intervenciones mínimas. Conforme al artículo 43, parágrafo, del 
Decreto 763 de 2009, el Ministerio de Cultura podrá reglamentar los casos de 
intervenciones mínimas de bIC inmuebles y muebles que no requieren auto-
rización previa. En estos casos, el propietario deberá informar el tipo de inter-
vención realizada a la instancia competente que haya realizado la declaratoria. 

artÍcuLo 27. Intervenciones mínimas de BIC inmuebles. Las intervenciones 
mínimas que se pueden efectuar en bIC inmuebles son las siguientes: 

1. Limpieza superficial de fachadas sin productos químicos. 
2. Mantenimiento de pintura de interiores o exteriores, con excepción de 

superficies con pintura mural o papel de colgadura. 
3. Mantenimiento de cubiertas mediante acciones tales como limpieza, 

reposición de tejas e impermeabilizaciones superficiales que no afecten 

las condiciones físicas del inmueble y mantenimiento de elementos para 
control de aguas como canales, bajantes, goteros y alfajías, entre otros. 

4. Reemplazo o restitución de elementos de acabado puntuales y en mal 
estado, así como de elementos no estructurales. 

5. Remoción de elementos ajenos a las características constructivas y arqui-
tectónicas del bien. 

6. Obras de primeros auxilios tales como apuntalamiento de muros o 
elementos estructurales, sobrecubiertas y cerramientos provisionales que 
eviten el saqueo de elementos y/o partes del inmueble, carpinterías, orna-
mentaciones, bienes muebles, entre otros, siempre y cuando no alteren la 
integridad del bien. 

artÍcuLo 28. Intervenciones mínimas de BIC muebles. Las intervenciones 
mínimas que se pueden efectuar en bIC muebles son las siguientes: 

1. Limpieza superficial para eliminar la suciedad acumulada como polvo, 
hollín, excrementos y basuras, siempre y cuando este procedimiento 
no genere deterioro ni afecte la integridad del bien, ni utilice productos 
químicos ni abrasivos. 

2. Eliminación mecánica de plantas menores, musgos y líquenes localizados 
en el entorno del bien y de manera puntual en los monumentos, siempre y 
cuando el deterioro sea superficial. 

3. Remoción de elementos ajenos a la naturaleza del bien, tales como punti-
llas, clavos, cables, ganchos, grapas, cintas, instalaciones eléctricas e 
hidráulicas sin funcionamiento, cuya eliminación no afecte la integridad 
del bien. 

4. Cambio de bastidor y montaje. 
5. Todas las acciones de conservación preventiva mencionadas en el artículo 

42 del Decreto 763 de 2009. 

artÍcuLo 29. Trabajos de filmación. De conformidad con la Ley 1185 de 2008, 
modificatoria de la Ley 397 de 1997, el Decreto 763 de 2009 y esta resolución, 
la filmación de obras audiovisuales en inmuebles del grupo urbano o del grupo 
arquitectónico declarados bienes de interés cultural –bIC–, no se considera 
intervención, siempre que dicha filmación signifique la simple ocupación 
temporal y no altere la integridad del bIC. 

En consonancia con la anterior, el trabajo de filmación audiovisual allí 
no requiere autorización de intervención por parte de la instancia compe-
tente, siempre que el productor declare bajo la gravedad del juramento que 
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no realizará ninguna clase de intervención material regulada por las normas 
antes descritas. En casos de violación al Régimen Especial de Protección de bIC 
por las personas autorizadas o por cualquier otro que participe en dichas viola-
ciones, se aplicarán las sanciones legales establecidas. 

capÍtuLo sÉptimo 
reQuisitos para autoriZar La intervención de bic 

artÍcuLo 30. Requisitos generales para autorizar la intervención de BIC. De 
acuerdo con el artículo 43 del Decreto 763, la solicitud de autorización para 
intervenir un bIC deberá presentarse ante la autoridad competente. Los requi-
sitos generales para autorizar proyectos de intervención en bIC, muebles o 
inmuebles, o en bienes que sean colindantes o localizados en área de influencia 
de bIC, son los siguientes: 

1. Solicitud de autorización expresa del propietario, representante legal o 
poseedor del bIC para la ejecución del proyecto de intervención con la 
descripción general del mismo y datos básicos de contacto. Así mismo, 
la solicitud incluye la autorización del propietario o poseedor del bIC a 
un profesional idóneo, para presentar el proyecto y los documentos que 
acrediten dicha condición (matrícula profesional del arquitecto o inge-
niero civil cuando se trate de bienes inmuebles y el título profesional o la 
credencial de restaurador cuando se trate de bienes muebles). 

2. Documentos que sustenten la propiedad o posesión del bIC. 
3. Ficha de identificación del proyecto diligenciada, la cual podrá ser obte-

nida en la página web del Ministerio de Cultura. 

artÍcuLo 31. Requisitos específicos para autorizar la intervención de bIC 
inmuebles. La solicitud de autorización para intervenir un bIC inmueble deberá 
acompañarse de los siguientes requisitos y soportes: 

1. Estudios técnicos preliminares. 
2. Levantamiento arquitectónico, calificación y diagnóstico del estado de 

conservación del bien. 
3. Propuesta de intervención. 

La descripción detallada de cada uno de estos requisitos estará sujeta a los 
tipos de obra para bIC inmuebles descritos en el artículo 41 del Decreto 763 de 
2009, y estará publicada en la página web del Ministerio de Cultura. 

Parágrafo. La información descrita anteriormente deberá estar sustentada 
en planos, estudios técnicos, memoria descriptiva y registro fotográfico, de 
acuerdo con los niveles de intervención establecidos y los principios generales 
de intervención contemplados en el artículo 40 del Decreto 763 de 2009. 

artÍcuLo 32. Requisitos específicos para autorizar la intervención de bIC 
muebles. La solicitud de autorización para intervenir un bIC mueble deberá 
acompañarse de los siguientes requisitos y soportes: 

1. Estudios preliminares. 
2. Función sociocultural. 
3. Estudio de la técnica de manufactura. 
4. Levantamiento del estado de conservación. 
5.  Diagnóstico. 
6. Propuesta de intervención. 
7. Documentación gráfica fotográfica y planimétrica, cuando se requiera. 

La descripción detallada de cada uno de estos requisitos estará sujeta a los 
tipos de acciones e intervenciones descritos en el artículo 42 del Decreto 763 de 
2009, y estará publicada en la página web del Ministerio de Cultura. 

Parágrafo. La información descrita anteriormente deberá estar sustentada en 
planos (cuando aplique), memoria descriptiva y registro fotográfico, de acuerdo 
con los principios generales de intervención contemplados en el artículo 40 del 
Decreto 763 de 2009.

capÍtuLo octavo 
registro de proFesionaLes para La intervención de bic 

artÍcuLo 33. Registro de Profesionales para la intervención de BIC. De confor-
midad con la Ley 397 de 1997, modificada y adicionada por la Ley 1185 de 2008 y 
el capítulo VI del Decreto 763 de 2009, se establece un Registro de Profesionales 
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para la supervisión de intervención de bIC. Este registro será de conocimiento 
público. 

Las autoridades territoriales podrán utilizar el Registro del Ministerio de 
Cultura y éste podrá ser un modelo para establecer sus propios registros. 

artÍcuLo 34. Requisitos para la inscripción de profesionales en el Registro. Los 
profesionales interesados deberán solicitar su inscripción en el Registro de 
Profesionales para la supervisión de bIC. La solicitud de inscripción la deberá 
realizar el profesional interesado, diligenciando el formulario que se encuentra 
en el Sistema de Información del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura. 
Las instancias competentes podrán adoptar dicho formulario para la elabora-
ción de su propio Registro de Profesionales. 

artÍcuLo 35. Requisitos para la inscripción de profesionales para la intervención 
de BIC inmuebles. Los profesionales interesados en realizar la supervisión de bIC 
inmuebles deberán diligenciar el formulario de solicitud que se encuentra en 
la página web de la instancia competente, y anexar los documentos de soporte 
respectivos. Se incluirá, como mínimo la siguiente información: 

Información general y datos de contacto del profesional ◆ : nombre, apellido, 
dirección, teléfono y correo electrónico. 
Documento de identidad.  ◆

Formación académica ◆ : título profesional en arquitectura o ingeniería civil, 
y título de postgrado en restauración arquitectónica o urbana de mínimo 
un (1) año académico. 

La ausencia de título de postgrado podrá ser homologada con dos (2) 
años adicionales a la experiencia laboral mínima. 
Matrícula profesional vigente. ◆

Experiencia laboral ◆ : acreditar experiencia laboral mínima de un (1) año 
en estudios, proyectos y/u obras en inmuebles declarados bIC y demás 
inmuebles que integran el patrimonio cultural de la Nación, para obras 
menores como primeros auxilios, mantenimiento y reparaciones loca-
tivas, y tres (3) años mínimos de experiencia para los demás tipos de obras 
relacionadas con la intervención de dichos inmuebles. 

La experiencia laboral debe soportarse en certificaciones laborales 
que contengan la siguiente información: 

1.  Objeto del contrato o certificación laboral de la entidad o empresa 
contratante. 

2.  Plazo. 
3.  Número de contrato (en caso de que exista). 
4.  Entidad contratante, con número de teléfono y dirección. 
5.  Nombre del contratista (si se ejecutó en unión temporal o consorcio, 

identificar los integrantes y su porcentaje de participación). 
6.  Actividades y/o labores realizadas. 
7.  Fecha de iniciación y finalización de actividades y/o labores. 
8.  Firma del representante legal o de la persona competente dentro de la 

entidad contratante. 

artÍcuLo 36. Requisitos para la inscripción de profesionales para la inter-
vención de bIC muebles. Los profesionales interesados en realizar la super-
visión de bIC muebles deberán diligenciar el formulario de solicitud que se 
encuentra en la página web de la instancia competente y anexar los documentos 
de soporte respectivos. Se incluirá como mínimo la siguiente información: 

Información general y datos de contacto del profesional ◆ : nombre, apellido, 
dirección y teléfonos de contacto, y correo electrónico. 
Documento de identidad.  ◆

Formación académica ◆ : título profesional en restauración de bienes muebles 
o credencial otorgada por el Consejo de Monumentos Nacionales. 
Experiencia laboral ◆ : acreditar experiencia laboral mínima de dos (2) años 
en estudios, proyectos y/o ejecución de acciones de intervención de bIC 
muebles.

La experiencia laboral debe soportarse en certificaciones laborales 
que contengan la siguiente información: 

1. Objeto del contrato, o certificación laboral de la entidad o empresa 
contratante. 

2. Plazo. 
3. Número de contrato (en caso de que exista). 
4. Entidad contratante, con número de teléfono y dirección. 
5. Nombre del contratista (si se ejecutó en unión temporal o consorcio, 

identificar los integrantes y su porcentaje de participación). 
6. Actividades y/o labores realizadas. 
7. Fecha de iniciación y finalización de actividades y/o labores. 
8. Firma del representante legal o de la persona competente dentro de la 

entidad contratante. 
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artÍcuLo 37. Procedimiento de registro y verificación de la información y docu-
mentación para el Registro de Profesionales del Ministerio de Cultura. El profesional 
interesado en integrar el Registro de Profesionales del Ministerio de Cultura 
deberá acceder al Sistema de Información del Patrimonio Cultural de esta insti-
tución, obtener y diligenciar el formulario para el Registro de Profesionales y 
anexar los soportes según el procedimiento establecido en este sistema. La 
Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura podrá verificar la informa-
ción y documentación consignada de acuerdo con los requisitos establecidos. 

Una vez verificada la información, el profesional ingresará al Registro de 
Profesionales para la supervisión de intervención de bIC, registro que podrá ser 
consultado públicamente en el Sistema de Información del Patrimonio Cultural 
del Ministerio de Cultura. Cuando el profesional requiera de la actualización 
del registro, la información correspondiente será consignada en el Sistema de 
Información del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura, actualizando 
el formulario y anexando los soportes. Una vez verificada, la información será 
incluida en el Registro de Profesionales. 

De acuerdo con el artículo 51 del Decreto 763 de 2009, si durante la veri-
ficación de la documentación y requisitos se observa la ausencia o no veracidad 
en las acreditaciones presentadas, se procederá al retiro inmediato del aspi-
rante del proceso de registro, cualquiera que sea la etapa en que se encuentre, 
lo que será comunicado por escrito al interesado. 

De igual manera, la Dirección de Patrimonio podrá revisar en cual-
quier tiempo la inscripción en el Registro, de oficio o a solicitud de cualquier 
ciudadano. 

Las solicitudes e inscripciones en el Registro podrán hacerse en cualquier 
tiempo. Las autoridades competentes deberán realizar una convocatoria para 
el registro de profesionales, mínimo cada tres (3) años, sin perjuicio de que 
puedan hacerla antes, cuando los criterios de conveniencia o necesidad lo 
ameriten. 

capÍtuLo noveno 
deLegaciones y disposiciones FinaLes 

artÍcuLo 38. Delegación de funciones. Se delega el ejercicio de las siguientes 
funciones: 

1. En el Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura: 

a. Elaborar y administrar la Lista Indicativa de Candidatos a bienes 
de Interés Cultural del ámbito nacional, e incluir en dicha Lista los 
bienes que podrían llegar ser declarados como bIC. 

b. Actuar como instancia competente en lo relacionado con la aplicación 
del Régimen Especial de Protección –REP–, de que trata el artículo 
11 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 7° de la Ley 1185 
de 2008, respecto de los bIC del ámbito nacional o de los declarados 
como tal con anterioridad a la Ley 1185 de 2008. 

c. Autorizar las intervenciones en bIC del ámbito nacional, así como 
aquellas que se pretendan realizar en sus áreas de influencia y/o en 
bienes colindantes con dichos bienes. Lo anterior incluye las inter-
venciones en espacios públicos localizados en sectores urbanos decla-
rados bIC del ámbito nacional. 

d. Registrar a profesionales que supervisen intervenciones de bIC del 
ámbito nacional.

e. Autorizar, mediante acto administrativo, cuando proceda en los casos 
previstos en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, 
y acorde con el Decreto 763 de 2009 y con esta resolución, la expor-
tación temporal de bIC muebles del ámbito nacional, así como los de 
propiedad de diplomáticos acreditados por Colombia en el exterior o 
aquellos con destino a sedes diplomáticas del país en el exterior. 

Para los mismos efectos se delega en el funcionario referido la 
celebración de los convenios o contratos de que trata esta resolución. 

f. Informar a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos para que ésta incorpore la anotación en el folio de matrícula 
inmobiliaria respecto de los bIC inmuebles que declare el Ministerio 
de Cultura, o los declarados con anterioridad a la expedición de la Ley 
1185 de 2008 en el ámbito nacional, así como sobre la existencia del 
PEMP aplicable al inmueble, si dicho Plan fuese requerido. Igual-
mente, informar sobre la revocatoria de tales declaratorias. 

2. En el jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Cultura: 

a. Aplicar o coordinar, según el caso, respecto de los bIC del ámbito 
nacional, el Régimen Precautelar y Sancionatorio dispuesto en el artí-
culo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 10 de la Ley 
1185 de 2008. Se exceptúa la aplicación del mismo Régimen respecto 
de los bienes arqueológicos y los bienes de archivo bIC, cuyas compe-
tencias corresponden al ICANH y al AGN, respectivamente. 
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3. En el Director del ICANH: 

a. Autorizar, mediante resolución, cuando proceda en los casos previstos 
en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, y acorde con 
el Decreto 763 de 2009 y con esta resolución, la exportación temporal 
de bienes arqueológicos de propiedad de diplomáticos acreditados 
por Colombia en el exterior o aquellos con destino a sedes diplomá-
ticas del país en el exterior. 

b. Autorizar, en los casos que proceda, los comodatos con entidades 
privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad o celebrar 
con éstas convenios o contratos de que trata el artículo 10 de la Ley 
397 de 1997, modificado por el artículo 6º de la Ley 1185 de 2008, 
respecto de bienes arqueológicos, sin perjuicio de su facultad de auto-
rizar la tenencia de los mismos a particulares o entidades públicas y 
privadas. 

4.  En el Director del AGN: 

a. Autorizar, mediante resolución, cuando proceda en los casos previstos 
en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, y acorde con 
el Decreto 763 de 2009 y con esta resolución, la exportación temporal 
de bienes archivísticos declarados bIC, de propiedad de diplomáticos 
acreditados por Colombia en el exterior o aquellos con destino a sedes 
diplomáticas del país en el exterior. 

Parágrafo. Las funciones delegadas en este artículo serán ejercidas de confor-
midad con los requisitos y formalidades previstas en esta resolución, y en conso-
nancia con los marcos regulatorios que respecto de cada una de las actividades 
objeto de la delegación prevén las normas vigentes, en especial, la Ley 397 de 
1997, modificada y adicionada por la Ley 1185 de 2008 y el Decreto 763 de 2009. 

Del mismo modo, las funciones delegadas en esta resolución se entienden 
sin perjuicio de las que estuvieran delegadas en otros actos administrativos, ni 
asignadas directamente a dichos funcionarios o dependencias por las normas 
vigentes, ni de las que correspondan por su naturaleza a cada dependencia. 

artÍcuLo 39. Reglamentaciones de bienes archivísticos declarados BIC. De 
conformidad con el Decreto 763 de 2009 y en coordinación con el AGN, el 
Ministerio de Cultura expedirá una resolución reglamentaria general de los 
aspectos pertinentes a los bienes archivísticos que se declaren o hubieren sido 

declarados como bIC. En todo caso, el AGN expedirá las reglamentaciones de su 
competencia en materia de patrimonio documental de la Nación. 

artÍcuLo 40. Régimen Especial de Obras Cinematográficas Declaradas BIC. En 
consonancia con el Decreto 763 de 2009, los aspectos pertinentes al tratamiento 
de las obras cinematográficas declaradas como bIC se rigen por el Decreto 358 
de 2000 y por los actos especiales sobre la materia, de manera que no les serán 
aplicables los contenidos de la presente resolución.

artÍcuLo 41. Régimen especial de bienes arqueológicos. Los bienes arqueoló-
gicos, en su carácter de bIC, están sometidos a las regulaciones especiales de la 
Ley 1185 de 2008, el Decreto 763 de 2009 y a lo que expresamente los mencione 
en esta resolución. 

Dada la asignación directa de competencias al ICANH en lo pertinente al 
manejo de los bienes arqueológicos, tanto en la Ley 1185 de 2008 como en el 
Decreto 763 de 2009, se deroga la Resolución 2094 de 2001. 

artÍcuLo 42. Vigencia y derogatorias. Esta resolución rige a partir de su publi-
cación y deroga las resoluciones que le sean contrarias. 

Pubíquese y cúmplase
Dada en bogotá, D. C., a 20 de mayo de 2010.

(Original firmado) 
PAULA MARCELA MORENO ZAPATA 
Ministra de Cultura

GCV/LG/CP/MIG/LGD/MA/JLIO/JMVA.

Página siguiente: Girón, centros históricos, Miguel Antonio borja, Girón, Santander. Premio Nacional 
de Fotografía del Patrimonio Cultural, 2008.
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